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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, el señor Subsecretario de Pesca y la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación,.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 45ª, especial, secreta, y 46ª, ordinaria, ambas en 8 de noviembre, y la sesión 47ª, ordinaria, en 9 de noviembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.
(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (boletín N° 4.009-13).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo retira la urgencia que hizo presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín N° 3.975-13).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que hace aplicable el procedimiento simplificado y la franquicia de arancel a todo contrato en que se contemple cualquier tipo de subsidio habitacional estatal para la adquisición de una vivienda social (boletín N° 3.992-14).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con los dos restantes comunica que ha otorgado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación (boletines Nºs. 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01, refundidos).



2) Proyecto de ley sobre agricultura orgánica (boletín N° 3.674-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre los fundamentos de la resolución exenta N° 3.456, de 19 de octubre del año en curso, de la Subsecretaría de Pesca.



Del señor Ministro de Educación, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la posibilidad de declarar “santuario de la naturaleza” a los humedales de los ríos Murta y Baker, en el sector de Los Ñadis, en la Región de Aisén.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, referido a los problemas que enfrentan las empresas de transporte marítimo con subsidio estatal de la Región de Aisén, como consecuencia del alza de los combustibles.



De la señora Subsecretaria Directora Nacional de Deportes, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre el Gimnasio Municipal de la comuna de Lonquimay.



Tres del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Coloma, respecto al asfaltado de la Ruta J-59, en la comuna de Romeral.



Con los siguientes responde dos oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, relativos a la reparación de los caminos que unen las localidades de Roble Bonito y Quechereguas con las ciudades de Angol y Traiguén, respectivamente.



De la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo de Monumentos Nacionales, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de declarar “santuario de la naturaleza” a los humedales de los ríos Murta y Baker, en el sector de Los Ñadis, en la Región de Aisén.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informe



Certificado de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.224-04).



--Queda para tabla.
El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE FONDO DE INNOVACIÓN PARA COMPETITIVIDAD

El señor ROMERO (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día figura el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3588-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 3 de agosto de 2004.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 47ª, en 9 de noviembre de 2005 (queda para segunda discusión); 48ª y 49ª, en 13 y 14 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión general).
El señor ROMERO (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de un acuerdo de  Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad que, si el proyecto que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad es aprobado, el segundo informe sea emitido por una Comisión especial constituida por los Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Cantero, Flores, Moreno, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Orpis, Parra y Prokurica.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, dado que ese acuerdo de Comités trata sobre una materia no habitual, como es la formación de una nueva Comisión, ¿puede ser modificado en algún sentido? 



Me refiero a lo siguiente. Se da por hecho que primero se vota el proyecto, porque se dice: “Si es aprobado”. Entonces, deseo consultar si existe la posibilidad de resolverlo al revés, conforme a la fórmula que planteé ayer y que he sostenido. O sea, que la iniciativa vaya a una Comisión especial que elabore el texto correspondiente y luego se vote en la Sala.



Ello, a mi juicio, es lo razonable. No podemos hacer lo contrario, porque resulta bastante irracional.



Por eso, la pregunta es si el acuerdo dado a conocer está ya acotado en términos de que no se puede modificar.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero apoyar la propuesta del Comité Demócrata Cristiano.



La experiencia en el Senado señala que cuando una iniciativa se vota en general ya francamente hay muy poco por hacer. De modo que respaldo la sugerencia formulada por dicho Comité en el sentido de que el proyecto vaya a la Comisión especial, sea analizado allí y vuelva después a la Sala para ser votado. Porque, de lo contrario, habrá muy poco por realizar.

El señor GAZMURI.- Pido la palabra.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri, y luego, el Honorable señor Boeninger.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, creo que todos entendimos esta mañana algo distinto, en el sentido de que -y lo pidieron varios señores Senadores- el señor Ministro manifestó su disposición y la del Gobierno a incorporar, con motivo del segundo informe, todo el conjunto de observaciones surgidas aquí de los Honorables colegas, en particular de los de las Regiones mineras.



Se acordó proponer una Comisión que estuviera encargada, con el compromiso político del señor Ministro, de preparar el segundo informe.



Eso es lo que todos entendimos.



Por lo tanto, se permitía que una Comisión especial llevara a cabo el debate del cúmulo  de materias planteadas aquí. Pero eso suponía aprobar el proyecto en general. En ese sentido han trabajado los Comités, y es lo que se propone.



Ahora, por supuesto, la Sala es soberana para hacer lo que estime que corresponde. Pero de la discusión habida en la mañana quedó claro que ése era el espíritu del acuerdo. Y lo señalo porque me tocó dirigir parte de esa sesión. Incluso se interpeló al señor Ministro de Hacienda sobre si estaba de acuerdo o no en incorporar lo expuesto durante el debate de esta iniciativa, donde se cuestionaron aspectos bien de fondo.



El señor Ministro dijo estar abierto a ello. Después de una discusión donde hubo varias alternativas -entre otras, que la iniciativa fuera analizada en Comisiones unidas-, se acordó encargar a los Comités la constitución de una Comisión especial, que es lo que ha puntualizado el señor Secretario. Y todos entendimos que ésta no se formaba para rever el proyecto -cuestión que, desde el punto de vista del Reglamento, sería completamente absurda-, sino para los efectos de elaborar el segundo informe. Y, para que tenga lugar esto último, primero hay que aprobar la idea de legislar.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en primer lugar, coincido por completo con lo que acaba de expresar el Honorable señor Gazmuri respecto a la forma de entender el acuerdo de esta mañana. A mi juicio, de modo explícito, se dijo exactamente eso. Se señaló que para votar en general primero queremos tener la certeza de que haya una Comisión que inspire suficientes garantías de que todos los problemas y puntos de vista puedan quedar consignados. Y ahí fue donde surgieron los nombres de sus integrantes, en función de las Comisiones de Hacienda, de Minería, de la que preside el Senador señor Flores, etcétera.



En segundo término, quería por lo menos hacer un alcance a lo que expresó recién el Honorable señor Prokurica, en el sentido de que la aprobación en general es nada más que eso: el pronunciamiento sobre la idea de legislar. Y en la discusión en particular se pueden alterar todos y cada uno de los artículos. De manera que lo único que estamos haciendo es aprobar un conjunto de conceptos básicos que figuran en la iniciativa. Pero, evidentemente, ella se podría cambiar por entero. En consecuencia, la Comisión tiene un grado de libertad amplísimo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en torno a la discusión de la idea de legislar se han planteado aspectos importantes, que no se resuelven adecuadamente en el proyecto. Y cuando uno debe pronunciarse en general tiene que hacerlo sobre contenidos.



Aun cuando formé parte de los Comités que llegaron al acuerdo de crear la Comisión especial, me parece razonable lo planteado por el Honorable señor Ruiz-Esquide. Porque, evidentemente, el tema de fondo de la discusión llevada a cabo esta mañana respecto de la iniciativa en análisis, que no está resuelto en el contenido que tenemos que votar, es qué parte quedará para las zonas mineras y cuál irá a ciencia y tecnología en general. Eso no se halla establecido en el proyecto tal como viene propuesto, sino que básicamente se consigna un sistema general.



Aquí, en el debate, se ha afirmado que la iniciativa está contaminada, que tiene diversos aspectos y aristas que deben ser estudiados.



La Comisión de Educación no modificó absolutamente nada, sino que aprobó la idea de legislar en función de lo que venía propuesto de la Cámara Baja. Pero resulta esencial resolver estos conceptos fundamentales (especialmente, para las zonas mineras) antes de abordar lo relativo al pronunciamiento en general. 



Por lo tanto, me parece lógico lo que expresó el Senador señor Ruiz-Esquide; esto es, si se ha formado la Comisión, que ella pueda rever el proyecto y luego éste sea sometido nuevamente a la consideración de la Sala para votar la idea de legislar.



Eso es lo prudente y razonable.



He dicho.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de continuar…

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero facilitarle la tarea, sólo para que usted resuelva.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, de todo el debate habido entre ayer y hoy he entendido tres cosas.



La primera, que todos estamos dispuestos a despachar un buen proyecto sobre esta materia, porque compartimos la idea fundamental.



Lo segundo es que hay diferencias entre la iniciativa propuesta y las concepciones de algunos señores Senadores, quienes consideran que en algunos aspectos debe ser cambiada profundamente.



Por último, en esas condiciones, se argumenta que existe la posibilidad de que el proyecto que salga de esta Comisión de doce Senadores sea muy diferente de lo que hoy se establece en él. Por lo tanto, en algún instante es factible plantear que se está proponiendo una fórmula que incluso puede ser distinta de la idea matriz de la iniciativa.



Y en ese sentido, entendiendo la lógica con que operamos en el Senado, más allá de lo reglamentario, tendremos que votar después de que haya una propuesta.



A mi juicio, eso es lo razonable.



Anuncié que ésta era la sugerencia que quería hacer.



Tomamos otro acuerdo.



Si la interpretación es la que dio el Honorable señor Gazmuri y así lo estima la Sala, bien; de lo contrario, me parece que debe procederse del modo que he señalado.



Y deseo ser muy claro en dos aspectos más. Primero, en aclarar que en estos momentos yo no soy Comité de la Democracia Cristiana, sino que lo es el Senador señor Sabag. Y segundo, con la misma franqueza, quiero expresar que, si no se votaba siguiendo esta secuencia, iba a pronunciarme en contra del proyecto.



No puedo ser más transparente, señor Presidente, para contribuir a la pacificación de los espíritus y la claridad de la mente.

El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores, antes de continuar ofreciendo la palabra -porque se estará tratando de reforzar la posición de cada uno- sugiero pronunciarnos acerca de cuál es la mejor mecánica para resolver esta materia: la planteada por el Senador señor Ruiz-Esquide, en el sentido de enviar el proyecto a una Comisión especial, para que luego vuelva a la Sala con el objeto de votarlo en general; o la formulada por el Honorable señor Gazmuri, tocante a que aprobemos la idea de legislar ahora y enviemos la iniciativa a la Comisión especial, que dispone de amplias facultades, para que, dentro de la idea matriz (tiene razón el señor Senador que planteó el punto), pueda rectificar todos los temas señalados.



Entonces, quienes se inclinen por la propuesta del Honorable señor Ruiz-Esquide deben votar “sí” y, los que prefieran la del Senador señor Gazmuri, “no”.



En votación.

El señor GAZMURI.- No funciona el sistema, señor Presidente.

El señor MUÑOZ BARRA.- No se puede votar electrónicamente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tenemos un problema técnico.



Si le parece a la Sala, haremos votación económica.



Acordado.



--En votación a mano alzada, se aprueba la proposición del Senador señor Ruiz-Esquide (20 votos contra 11).
El señor ROMERO (Presidente).- La Sala acuerda, primero, que se envíe el proyecto a una Comisión Especial, y segundo, que se someta el informe pertinente a la consideración del Senado para que se pronuncie sobre la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Sobre la base de un nuevo primer informe.

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente.
CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO

DE CALIDAD DE EDUCACIÓN SUPERIOR

El señor ROMERO (Presidente).- En la sesión de ayer quedó pendiente la discusión particular del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. La iniciativa tiene urgencia calificada de “suma” y cuenta con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3224-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Educación (segundo), sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Educación (complementario del segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Certificado de la Comisión de Educación, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 20 de julio de 2004 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 21 de julio de 2004 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (vuelve a Comisión de Educación).
El señor ROMERO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet, a fin de que acompañe a los señores Ministros presentes.

El señor CHADWICK.- ¿Dónde está el titular de Educación?

El señor ROMERO (Presidente).- Tengo entendido que el señor Ministro de Educación se encuentra en campaña, no sé si en el Norte o en el Sur.

El señor MORENO.- Perdóneme por corregirlo, señor Presidente: es la señora Ministra de Educación.

El señor ROMERO (Presidente).- No estamos informados de eso, señor Senador, porque no nos ha llegado ninguna nota.

El señor MORENO.- Yo le estoy proporcionando la información.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Ah! Perfecto.

El señor MORENO.- Se trata de la señora Marigen Hornkohl, ex Subsecretaria de Educación.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Era candidata?

El señor MORENO.- Fue candidata a Diputada.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Y juró hoy día?

El señor MORENO.- Así es.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, aunque no hemos sido informados -aún no llega el oficio pertinente-, tomaremos nota.



Si no hay inconveniente, se autorizará la presencia de la señora Armanet.



--Se accede.
El señor ROMERO (Presidente).- Solicito al Honorable señor Gazmuri que pase a presidir la sesión, porque debo reunirme con un señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Gracias, señor Presidente.



De conformidad con lo acordado por la Sala en la sesión de ayer, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología efectuó las adecuaciones pertinentes al artículo 1º y a la letra h) del artículo 8º del proyecto de ley que ocupa a la Corporación. Tales modificaciones pueden ser consultadas por los señores Senadores en las hojas anexas que tienen en sus escritorios.



Con todo, cabe tener presente que se ha renovado un buen número de indicaciones y que se pidió votación separada respecto de algunas normas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recuerdo a la Sala que ayer se resolvió enviar el proyecto a la Comisión de Educación para que redactara de manera adecuada el artículo 1º. Sobre este precepto había acuerdo en general con relación a su contenido, pero se presentó un problema técnico de redacción. Por eso, dicho órgano fue citado para reunirse hoy.



En consecuencia, propongo que en primer lugar escuchemos el informe del Presidente de la Comisión acerca del trabajo realizado en función de ese mandato y que después procedamos a la votación particular, conforme a lo que vaya señalando el señor Secretario.



Pero antes de otorgar la palabra al Honorable señor Moreno debemos resolver una cuestión de procedimiento.



Corresponde dar por aprobados todos los artículos que fueron acogidos por unanimidad en la Comisión y respecto de los cuales no se ha pedido votación separada ni existen indicaciones renovadas.



--Se aprueban.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, como muy bien lo manifestó el señor Secretario, en la carpeta que tenemos a nuestra disposición hay una separata que dice “CERTIFICADO”. Ahí está la constancia de la nueva redacción que se dio al artículo 1º tanto en su encabezamiento como en las letras a), b), c) y d). Al mismo tiempo, se corrigió el artículo 9º, que pasó a ser 8º, por cuanto contenía un error de hecho, el que prácticamente queda zanjado en la forma propuesta.



Todo ello fue aprobado por unanimidad. 



Creo que de esa forma se recoge la observación del Senador señor Viera-Gallo y se da a la normativa un contexto pedagógico, de modo que quien la lea entenderá claramente desde el Capítulo I de qué se trata.



Nada más, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la nueva redacción sugerida para el artículo 1º.



--Se aprueba (27 votos afirmativos).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En cuanto a los quórum de votación exigidos…

El señor ESPINA.- Yo estoy pareado, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Los pareos no rigen cuando se trata de normas de quórum especial, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, creo que quedó bastante bien redactado el artículo 1º, como dijo el Honorable señor Moreno.



Sin embargo, no está muy claro el inciso segundo del artículo 2º. Y pienso que esa norma podría suprimirse, salvo que la señora Pilar Armanet o algún señor Senador considerara que resulta indispensable. 



La disposición es obvia, pero no se entiende con claridad cuando señala que la información pública será regulada por la ley en proyecto. Porque la información pública se halla reglada por la Ley de Prensa y no por la normativa en análisis.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Se presentó indicación renovada al respecto, señor Senador?

El señor VIERA-GALLO.- No sé.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo que ocurre, Su Señoría, es que no corresponde revisar la redacción de los textos a estas alturas de la discusión.

El señor VIERA-GALLO.- Pero no pierda la paciencia, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No la pierdo, señor Senador, sino que sólo indico los procedimientos.

El señor VIERA-GALLO.- Lo sé.



En todo caso, conforme a lo que expresé, soy partidario de eliminar el inciso segundo del artículo 2°, que no quita ni agrega nada al proyecto; o sea, no resulta trascendente para él.



Empero, no voy a hacer cuestión al respecto.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor LARRAÍN.- ¿Qué estamos viendo?

El señor VIERA-GALLO.- ¡Nos estamos entreteniendo, señor Senador…!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El artículo 1° ya fue aprobado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Y en su totalidad.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Seguiremos la votación particular. Y vamos a ir artículo por artículo. Es decir, habrá que pronunciarse sobre los preceptos que no fueron aprobados en forma unánime por la Comisión y respecto de los que recibieron indicaciones renovadas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El artículo 2º, que es el que preocupa al Senador señor Viera-Gallo, fue aprobado con votación dividida en su inciso primero, por 4 votos a favor (Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega) y 1 en contra (Honorable señor Fernández); y en su inciso segundo, por 3 votos afirmativos (Senadores señores Fernández, Muñoz Barra y Vega) y 2 en contra (Honorables señores Moreno y Parra).



En consecuencia, dichos preceptos deben ser debatidos y votados.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el artículo 2º.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite argumentar, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, considero equívoca la redacción del inciso segundo del artículo 2°, porque habla de “La información pública”. Es obvio que la ley en proyecto no regula dicha información, salvo que se quiera entender que se trata de la información pública de los establecimientos de educación superior.

El señor NARANJO.- Parece que eso quisieron decir.

El señor VIERA-GALLO.- Claro. Pero no es exactamente lo que señala el referido inciso.



Por otra parte, como las leyes regulan lo que deben regular, no tienen para qué decirlo o enunciarlo.



Por eso, estimo que se puede suprimir el ya citado inciso segundo.



Gracias, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay observaciones en cuanto al inciso primero…

El señor MORENO.- Estamos de acuerdo con esa norma.

El señor LARRAÍN.- Hay acuerdo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Pero no existe quórum, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Pilar Armanet. Después, el Honorable señor Muñoz Barra.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, sólo deseo explicar que el inciso primero del artículo 2º se refiere al licenciamiento de instituciones nuevas; allí se otorga la función pertinente al Consejo Superior y al Ministerio de Educación, conforme a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Las funciones de acreditación institucional y de información pública se contemplan en la ley en proyecto.



Por lo tanto, se reafirma el hecho de que no estamos cambiando competencias. Las funciones del Consejo Superior de Educación se hallan en la referida Ley Orgánica, y las de la Comisión Nacional de Acreditación y del Ministerio de Educación, en la normativa que ocupa hoy al Senado.



Ésa es la única explicación para el artículo que comentó el Senador señor Viera-Gallo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- No intervendré, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No hay más observaciones.



Si le parece a la Sala, daremos por aprobado el inciso primero del artículo 2º.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo que la señora Pilar Armanet, representante del Ministerio de Educación, me explique qué significa que al Ministerio de Educación le corresponde la función de licenciamiento "si procediere" -expresión que se agregó al texto aprobado en general-, de conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Significa -con la venia del señor Presidente- que algunos artículos de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza relativos al licenciamiento en los centros de formación técnica son modificados por la ley en proyecto, que transfiere la competencia sobre el particular al Consejo de Educación Superior. Por eso se agrega “si procediere”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, daremos por aprobado el inciso primero del artículo 2º.



--Se aprueba.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Respecto del inciso segundo, hay una propuesta para suprimirlo.

El señor MORENO.- Existe acuerdo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se acuerda eliminar el inciso segundo del artículo 2°.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Título II, Del Comité de Coordinación. 



Al respecto, cabe hacer presente, primero, que ésta es materia de ley orgánica constitucional.



Y segundo, que se renovó la indicación número 30, del Senador señor Fernández, para suprimir el artículo 3°. También presentaron indicaciones con este propósito los Honorables señores Núñez y Viera-Gallo (N° 31), Parra (32), Ríos (33) y Vega (34).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el artículo 3º.

El señor BOENINGER.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con la eliminación de los artículos 3º y 4º. Respecto de ambos se presentaron sucesivas indicaciones supresivas.



El artículo 3° enuncia al Comité de Coordinación con una composición, pero no establece ninguna atribución. Sus integrantes son distintos funcionarios públicos o miembros de entidades a quienes se les encomienda reunirse para que coordinen actividades de diversos organismos, de acuerdo con algo absolutamente general, no concreto, según establece el artículo 4º.



Entonces, los miembros de dicho Comité no responden absolutamente a nada, excepto a la vaga obligación de juntarse de vez en cuando, sin que nadie sepa en forma exacta para qué.



Entonces, el referido Comité de Coordinación no tiene sentido.



Por consiguiente, si se rechazara el artículo 3º, debería hacerse lo propio con el 4º.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, nosotros renovamos indicaciones para suprimir tanto el artículo 3º como el 4º, por las razones que aquí se acaban de dar. 



Parece completamente innecesario el Comité en cuestión. Por tanto, adherimos a la voluntad de suprimirlo. Resulta obvio que no se requiere una norma legal para coordinar, pues esto puede hacerse de hecho.



Si se suprime el artículo 3º, hay que eliminar también el 4º. Y existen indicaciones para tales efectos.

El señor MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, quiero argumentar en el mismo sentido.



Mediante el artículo 3° se designa Secretario del Comité de Coordinación al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación. O sea, hay una doble función.



Esa norma, contenida en el Título II, es innecesaria, no tiene sentido. Porque, ¿en qué consiste la función de coordinación? ¿En llamar a quiénes? ¿A la Comisión Nacional de Acreditación?



Por eso, estoy de acuerdo con la supresión de ambos artículos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, en la misma línea, hicimos presente que en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado no existen los sistemas. Desgraciadamente, quedó así en el artículo 1º.



No voy a insistir sobre el particular. Ojalá se haga la rectificación pertinente en el curso del proceso legislativo.



Respecto de los artículos 3º y 4º, el Honorable señor Boeninger tiene toda la razón.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, suprimiremos los artículos 3º y 4º, que se hallan vinculados.



--Se acuerda eliminarlos.
El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, los Senadores señora Matthei y señores Larraín, Orpis, Bombal, Arancibia, Stange, Chadwick, Novoa, Cariola y Coloma renovaron la indicación número 76, del Honorable señor Canessa, para suprimir la letra g) del artículo 7°, que pasó a ser 6°. Y también presentaron indicaciones con el mismo propósito los Senadores señores Núñez y Viera-Gallo (N° 77), Moreno (78), Ríos (79) y Parra (80).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Con tal supresión se procura sacar de entre los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación al Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.



En discusión la indicación renovada número 76.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, el número de Senadores que aparecen propiciando la eliminación de la letra g) es relativamente elevado. Pero de todas maneras me permito discrepar, porque ello me parece una expresión casi visceral de antiestatismo, en el sentido de que los funcionarios públicos no deberían estar en entes como ése.



Creo que, en este caso particular, el Ministerio de Educación algo tiene que decir respecto del funcionamiento de un grupo como el previsto.



Se trata de una persona entre una cantidad bastante apreciable de integrantes. Y quien entiende desde el Ejecutivo concretamente los temas vinculados con la educación superior es el funcionario que desempeña el cargo de Jefe de la División de Educación Superior.



Entonces, considero ilógico eliminar la letra g) en comento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, coincido con el Honorable señor Boeninger. Y me gustaría que se dieran aquí, en la Sala, los fundamentos tenidos en vista para eliminar la letra g) del artículo 7º. Porque me parece que, tal como está estructurado el proyecto, la presencia del Jefe de la División de Educación Superior en la Comisión Nacional de Acreditación da coherencia a la ley en proyecto. De manera que, en mi concepto, cometeríamos un craso error al eliminarla.



Por lo demás, si observamos quiénes componen dicha Comisión, veremos una diversidad de sectores cuya pluralidad no se puede poner en duda.



Ahora, alguien puede plantear la objeción por la presencia del Estado (porque aquí estamos hablando de un representante del Estado y no del Gobierno). Empero, a mi modo de ver, debe mantenerse la letra g), pues -repito- la presencia del Jefe de la División de Educación Superior es fundamental para dar coherencia al sistema.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, compartimos las indicaciones tendientes a eliminar este cargo dentro de la composición de la Comisión Nacional de Acreditación.



La verdad es que tanto la naturaleza como las funciones de ese organismo explican la conformación que se sugiere. Básicamente, todos sus integrantes son académicos y serán designados por el Presidente de la República, por el Consejo de Rectores, por las universidades privadas, por los rectores de los institutos profesionales y de los centros de formación técnica, por la CONICYT. Es decir, la filosofía a que apunta esa integración es de perfil académico, representativo de todos los estamentos educacionales científicos del país.



Por lo tanto, dentro de la estructura con que está planteado ese órgano, no cabe incluir a un funcionario, por alta que sea su investidura, por abundante información que posea o por mucha simpatía que uno tenga por quien actualmente desempeña el cargo. 



Debemos pensar en el futuro. Y se rompe la coherencia al intercalar en un grupo de académicos a alguien que ocupa un puesto de carácter administrativo.



Por lo demás, dicho organismo contará con un Secretario Ejecutivo con derecho a voz y, en consecuencia, él se hará cargo de la organización e implementación administrativa correspondiente. Me parece que eso es suficiente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Se procederá a votar la indicación renovada.



Votar a favor significa eliminar la presencia del Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación en la Comisión Nacional de Acreditación; votar en contra, mantener en ésta a esa alta autoridad.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la indicación renovada N° 76, que suprime la letra g) del artículo 7°, que pasó a ser 6° (16 votos contra 11). 



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, García, Larraín, Martínez, Matthei, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Prokurica, Romero y Vega.



Votaron por la negativa los señores Boeninger, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Naranjo, Núñez, Pizarro, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Adolfo).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, la Comisión de Educación propone agregar la siguiente letra i), nueva:



"i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y.".



Respecto de esta misma disposición, los Senadores señora Matthei y señores Larraín, Orpis, Bombal, Chadwick, Arancibia, Stange, Novoa, Cariola y Coloma han renovado la indicación Nº 2 del informe complementario, consistente en reemplazar la letra i), que se acaba de leer, por la que se indica a continuación:



"i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en su cargo y deberán ser elegidos por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes de entre aquellos postulantes que para estos efectos presenten las Federaciones de Estudiantes, de acuerdo al procedimiento que para tal efecto establezca el reglamento, y".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La diferencia básica entre ambas normas radica en que, en la aprobada por la Comisión, las federaciones de estudiantes eligen a los representantes estudiantiles; en cambio, en la de la indicación renovada, a éstos los elige la Comisión Nacional de Acreditación, a proposición de tales federaciones.



En discusión la indicación renovada.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor BOENINGER.- Señor Presidente,  respecto de la indicación que se ha renovado, puede ser discutible quién designa. 



A los representantes estudiantiles ya se les pone como condición pertenecer al 5 por ciento de más alto rendimiento. Llevar la desconfianza en cuanto a su conducta concreta al límite de decir: “Miren, señores, ustedes pueden proponer, pero la Comisión es libre para nombrar a la persona que desee” (o sea, para aceptar o rechazar), no se condice con la realidad. Creo que ninguna federación de estudiantes aceptaría una cosa semejante.



De aprobarse la indicación, se produciría una situación extremadamente negativa, por cuanto tendería a generarse en el ánimo de las directivas y de las federaciones de estudiantes una actitud de desconfianza y  hostilidad con relación a la Comisión. Y se le haría un flaco servicio a este organismo, que reviste extraordinaria importancia.



Considero que lo que se pretende cautelar mediante la indicación se logra en forma plena con la disposición sugerida como texto final; esto es, que esos representantes estudiantiles no sean simples dirigentes políticos, sino personas que tengan un alto rendimiento académico, lo cual se consigna allí de manera expresa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como manifestó el Honorable señor Boeninger, ésta es una cuestión muy discutible.



Si bien no participé en la discusión, entiendo que lo más debatido fue la incorporación o no de la representación estudiantil en la Comisión Nacional de Acreditación.



La fórmula que estamos proponiendo mediante la indicación en debate -nosotros la renovamos, pero había sido formulada por el Ejecutivo- fue la convenida para que los estudiantes que integraran ese órgano de acreditación tuvieran una participación académica y sin otro sesgo.



Como dije, sé que es una cuestión discutible. Pero nos pareció que ésta era, quizás, la fórmula más adecuada para que, ante una decisión de tal naturaleza, la presencia de estudiantes no generara ningún tipo de polémica.



En todo caso, nos parece que de ese modo se cautelan perfectamente la representación estudiantil y su rol en un sentido académico.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra sostuvo que en lo propuesto por la Comisión de Educación habría una especie de paternalismo que no tendría efectos positivos. 



Al revés, considero que esa norma puede producir una reacción de rechazo por parte de quienes son los actores centrales del sistema: los educandos, porque establece que sus representantes “deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación,”. 



Pocas veces he visto circunstancias que enmarquen en esa forma una representatividad. De manera que soy partidario de rechazar la indicación renovada, porque me parece más claro el texto acordado por la Comisión de Educación. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, deseo expresar que en el Ejecutivo no existe ninguna discusión con respecto a la participación estudiantil y que la forma de elección es un hecho adjetivo. Obviamente, la elección directa por los alumnos de sus representantes y el que éstos hayan de ser de alto nivel académico aseguran la participación de los mejores. 



Reitero: el Gobierno nunca ha manifestado objeción alguna a la presencia de los estudiantes en la Comisión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me gustaría preguntar al Senador señor Larraín cuál habría sido su reacción, como Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile,…

El señor CHADWICK.- ¡Que los alumnos no intervinieran en esto!

El señor VÁSQUEZ.-…si hubiera sido…

El señor CHADWICK.- ¿Por qué tienen que acreditar los estudiantes?

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente…

El señor CHADWICK.- ¡La Comisión es para acreditar la calidad de la educación!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pido a los señores Senadores evitar los diálogos. 



Además, la pregunta era para el Honorable señor Larraín, no para el Senador señor Chadwick, quien no fue Presidente de dicha Federación.

El señor VÁSQUEZ.- Creo que ninguna Federación de Estudiantes va a aceptar una suerte de capitis deminutio. Y ningún representante estudiantil se habría atrevido, en su momento, a aceptar una disposición como la que se propone para sustituir la aprobada por la Comisión de Educación. 



Yo, por lo menos, rechazo la indicación renovada, en señal de respeto a la representación estudiantil.

El señor PARRA.- Pido la palabra. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, quiero hacer tres consideraciones muy breves.



En primer término, celebro que el punto en debate no sea la participación estudiantil en la Comisión, que está llamada a fijar los estándares  de  calidad y  a  calificar  las  instituciones,  en  un proceso que, como viene propuesto, esperamos tenga carácter universal y obligatorio, lo que es altamente importante.



Creo que la circunstancia de que no se discuta el derecho de los estudiantes a tener presencia en una instancia de esta naturaleza constituye una novedad en nuestra historia política. Y no puedo dejar de destacarlo.



En segundo lugar, pienso que hay que mantener la uniformidad del texto. La indicación la rompe. Porque en todos los casos de designación para formar parte de la Comisión se señala la manera como se elige a cada representante. En cambio, en la indicación se sugiere entregar al reglamento el establecer cómo y cuándo se va a efectuar la elección.



Se trata de una materia importante y delicada. Francamente, no veo ninguna razón para no resolverla en forma directa en la ley en proyecto y, por el contrario, dejar su ejecución a un reglamento.



En tercer término, creo que la norma propuesta por la Comisión de Educación es bastante clara y precisa. Desde luego, contempla dos salvaguardias muy relevantes para el recto funcionamiento del sistema de acreditación.



Primero, que los estudiantes que pasen a formar parte de la Comisión Nacional de Acreditación no tengan una representación corporativa o de intereses específicos, sino que aporten la visión de quienes al momento de cursar sus estudios son, sin lugar a dudas, los usuarios directos del sistema de educación superior.



Segundo, en esta elección van a participar todas las federaciones de estudiantes. Debo expresar que aquí existe un castigo implícito. Hay universidades que, desgraciadamente, desconocen el derecho de los alumnos a darse una organización y a tener presencia en la vida interna del plantel.  Por cierto, será responsabilidad de esas instituciones el que los jóvenes queden excluidos de una convocatoria y de un acto de decisión como el que entraña la letra i) que se propone.



Insisto en que la disposición es muy clara y adecuada. Por el mismo motivo, rechazaré la indicación.



El Senador señor Muñoz Barra me solicita una interrupción, la que concedo con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si terminó de intervenir, Su Señoría, ello no corresponde. Después le otorgaré la palabra al Honorable señor Muñoz Barra.



Los señores Senadores saben que no autorizo interrupciones al final de un discurso, sino durante él.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no queremos reproducir una discusión que me parece bastante anticuada. Habíamos entendido que la indicación que presentó el Ejecutivo era de consenso. Pero si no es así, retiramos la indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bien.



--Queda retirada la indicación renovada N° 2 del informe complementario y, en consecuencia, se da por aprobada la letra i) propuesta por la Comisión de Educación, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido (30 votos).

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me alegro mucho de la decisión adoptada por los señores Senadores. 



Hago presente que en esa misma indicación se reconoce el derecho a integrar la Comisión al Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, quien fue eliminado al suprimirse la letra g).



En la gran mayoría de los artículos que vamos a debatir aparece mencionada dicha autoridad, lo que revela la importancia de su participación en la Comisión Nacional de Acreditación.



Considero que…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lamentablemente, Su Señoría, ya se hizo la discusión sobre el punto y se votó. Cada señor Senador habrá tenido razones para emitir su pronunciamiento.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Es que va a aparecer en todo el articulado!

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, la Comisión de Educación plantea sustituir la letra a) del artículo 8º (que pasó a ser 7º) por la siguiente:



“a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;”.



Esta norma, que tiene rango orgánico constitucional, fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Vega, y el voto en contra de la Senadora señora Matthei.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Secretario, entiendo que la votación dividida se pidió solamente para la letra a).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Así es.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Por tanto, las demás se encontrarían aprobadas.

El señor HOFFMANN (Secretario).- No, señor Presidente.



Las letras a), c) y f) se acogieron en votación dividida; y las letras b), d) y e), en forma unánime, por lo cual ya están aprobadas. 



O sea, hay que pronunciarse primero sobre la letra a).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión la letra a).



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la inquietud que surgió en la Comisión de Educación sobre esta letra tiene que ver con un tema que se va a discutir luego: la obligatoriedad de la acreditación. Porque a lo mejor ésta podría ser voluntaria.  



El organismo acreditador no deberá pronunciarse siempre, sino solamente en los casos en que exista voluntariedad.



Entiendo que por ese motivo se pidió votación dividida. Si la acreditación fuera obligatoria, la norma estaría bien; pero si fuese voluntaria, debería ser revisada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, a partir de lo que acaba de manifestar el Senador señor Larraín, sería lógico, primero, dirimir si la acreditación será obligatoria o voluntaria, y después, pronunciarnos sobre la disposición. 

El señor VEGA.- Correcto.

El señor BOENINGER.- Anticipo que pedí votación separada en los dos casos en que aparece la palabra “obligatoria”, porque no soy partidario de la obligatoriedad de la acreditación, ya que están dados los incentivos para realizarla de todas maneras.

El señor VEGA.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Estoy de acuerdo.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se ha propuesto discutir primero la cuestión más sustantiva y después volver sobre esta norma. 



Hay varios señores Senadores que han pedido la palabra. Se las concederé después de la intervención de la señora Armanet. 

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, prefiero que la disposición sea explicada por el Senador señor Parra, quien había pedido la palabra antes que yo. 



Gracias. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra. 

El señor PARRA.- Señor Presidente, la norma de que se trata fue objeto de varias discusiones al interior de la Comisión de Educación, y el verdadero debate que allí se produjo no corresponde a lo señalado aquí. 



Muchos señores Senadores propusieron mediante sus indicaciones que efectuaran la acreditación las agencias acreditadoras y no la Comisión Nacional de Acreditación. Eso fue lo medular de la discusión; no el tema de la obligatoriedad, que viene en disposiciones posteriores. 



La cuestión era si debía existir una Comisión Nacional -como la que se crea- con funciones directas de acreditación. Se dijo que no siempre es así, porque en el caso de las carreras de pregrado o en el de los programas de magíster o de especialidades en el área de la salud tal labor la hacen en principio las agencias; la Comisión sólo las sanciona. Pero hay otros casos, particularmente sobre acreditación institucional, en que la responsabilidad se radicó en dicho organismo.



Ésa fue la verdadera discusión que tuvo lugar, señor Presidente. 



Creemos que se trata de un asunto verdaderamente medular, el cual, al ser resuelto en una votación, fijará el criterio del Senado y deberá tenerse presente en varias disposiciones posteriores. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Quiero hacerle una pregunta, para el discernimiento de la Mesa: ¿Su Señoría es partidario de votar la letra a) tal como figura en el texto y no debatir todavía sobre la obligatoriedad?

El señor PARRA.- Así es.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- De acuerdo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno. 

El señor MORENO.- Señor Presidente, concuerdo con lo dicho por el Senador señor Parra. 



Lo propuesto sobre la obligatoriedad o no de la acreditación es, probablemente, uno de los elementos centrales del sistema de control de la calidad de la educación superior. Obligatoria o no, creo que existe consenso en el país en que se han cometido excesos respecto de instituciones que han funcionado sobre la base de una acreditación institucional generalizada, pues han creado programas, carreras, esquemas que, prácticamente, están sin control. 



A mi juicio, se trata de un mecanismo que debe aprobarse, porque, al crearse un organismo que garantice la fe pública de los títulos o grados que entregan dichas entidades, obviamente tiene que pronunciarse sobre la acreditación de esas universidades, institutos profesionales o centros de formación técnica. 



Por lo tanto, considero indispensable mantener la norma propuesta, cualquiera sea el destino de la obligatoriedad. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, puede haber muchos modelos de universidades. Es factible encontrar las que se dedican sólo a la docencia; las que hacen hincapié en la investigación científica; las que tienen gran cercanía con el mundo empresarial; las que trabajan sólo sobre la base de profesores part time; las que básicamente poseen un sistema de carreras con profesores teniors -como se les llama-, es decir, con propiedad sobre sus cargos.



En definitiva, existen bastantes modelos de planteles de enseñanza superior.



Pero la gran preocupación acerca de la letra a) es que, a medida que la acreditación institucional pase siempre por la misma mano, finalmente se irá imponiendo un tipo de universidad determinado. Por ejemplo, no se podrá obtener acreditación institucional si no desarrolla investigación científica o si el 50 por ciento de los profesores no trabaja full time. Es decir, se irá estableciendo un tipo específico de plantel, cuando en la práctica, a nivel mundial, se dan muchas modalidades, que además sirven para distintas finalidades. 



Si el propósito es formar buenos profesionales,  no veo por qué se deba hacer investigación científica. Pero los miembros de esa Comisión van a tener un modelo en la mente y se lo van a imponer a todos, so pena de no dar la acreditación institucional.



En ese sentido,…

El señor PARRA.- ¿Me permite una interrupción, señora Senadora?

La señora MATTHEI.- No tengo inconveniente, siempre que pueda recuperar la palabra después.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-  Si es una interrupción, por supuesto que la recuperará, señora Senadora.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, lo que propone la Comisión es lo que se está haciendo en Chile hoy y que se viene realizando en los últimos años. Porque el sistema de acreditación se encuentra entre nosotros en pleno funcionamiento. Desde luego, la preocupación de la señora Senadora es válida en la medida en que estos procesos tiendan justamente a imponer un modelo único. Pero no ha ocurrido así en la práctica chilena. 



La prensa de hoy informa de las decisiones adoptadas ayer por la Comisión Nacional, que ha otorgado acreditación a diversas universidades, con modelos muy distintos, porque el criterio para efectuar la evaluación y conferir aquélla está directamente vinculado a los respectivos proyectos institucionales.



Por consiguiente, el riesgo no existe. Y, como digo, lo que hace la proposición de la Comisión es, simplemente, consagrar lo que ya se está realizando en el país.



Muchas gracias por la interrupción, Honorable colega.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recupera la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, nosotros votamos en contra precisamente por los múltiples reclamos que hemos recibido de distintas universidades. Porque los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación proponen un tipo de universidad al que quieren apuntar, van encasillando a las entidades examinadas y exigiéndoles cosas que nunca estuvieron en sus programas. De manera tal que, por lo mal que ha funcionado el sistema y por la imposición cada vez mayor que les hace dicha Comisión en pos de ir estructurando un solo tipo de universidad, yo, por lo menos, votaré negativamente.



Reconozco que es lo que se está haciendo. Pero se está haciendo mal. Porque, efectivamente, hay universidades de distintos tipos aquí -como en Europa y en Estados Unidos-, enfocadas hacia objetivos diferentes. Sin duda, todas deben tener una calidad mínima -en eso estoy totalmente de acuerdo-; pero la institucionalidad es otra cosa.



Lo anterior dice directa relación a lo que sostenía el Senador señor Larraín, en el sentido de que si la acreditación es obligatoria nosotros nos opondremos. En cambio, si es voluntaria y se conoce lo que esa Comisión pide para acreditarse, no tendremos problema en que esta norma se mantenga dentro del articulado. Porque, si fuera obligatoria, al final se llegaría a un solo tipo de universidad, lo cual es malo para los países, por cuanto la diversidad permite ir viendo cuáles son los modelos más exitosos. En el fondo, aquí se prohíbe la diversidad y se coarta la posibilidad de tener distintos modelos, para después ir guiándose hacia los mejores.



Por tanto, señor Presidente, creo que debiéramos pronunciarnos primero acerca de si la acreditación institucional es obligatoria o no, antes de votar la norma en debate. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, en el análisis que se está haciendo artículo por artículo aparece siempre, como una sombra, el problema de cuáles son los alcances de la Comisión Nacional de Acreditación.



En efecto, la letra a) hace surgir la inquietud de si la acreditación también abarca, en caso de que sea obligatoria, a los institutos profesionales y centros de formación técnica y autónoma de las Fuerzas Armadas.



El problema es sumamente complicado, porque la norma dice: “Pronunciarse sobre la acreditación institucional”. ¿Quién va a venir a pronunciarse sobre la acreditación institucional de la Academia de Guerra, por ejemplo? ¿O sobre la Academia Politécnica de la Armada, de la Fuerza Aérea o del Ejército? ¿Quién?



Es sumamente complicado si no se aclara primero –por eso, coincido con el planteamiento hecho en este sentido- si la acreditación es voluntaria u obligatoria, antes de seguir avanzando.



Y está claro entonces que, tal como se encuentra redactada la norma, las Fuerzas Armadas se hallarían sometidas a ella, porque es obligatoria y porque detrás aparece algo que hay que decir claramente. O sea, cuando la Comisión se va a pronunciar sobre el proyecto institucional respectivo –es lo que está en el fondo de esta acreditación institucional- aparece un efecto muy negativo, cual es que se obliga a los institutos y universidades a plantearse la pregunta: ¿Me someto al criterio de la Comisión o me quedo sin alumnos, pues no me van a entregar el crédito estatal?



Aquí hubo una gaffe en la discusión general del proyecto, que consistió en no hacer cuestión de un artículo transitorio de una ley anterior, por medio del cual se dejó abierta la posibilidad de que para recibir el crédito fiscal previamente se exigiera la acreditación.



Eso es un pie forzado -lo digo derechamente-, porque se está atacando la libertad de elegir, la libertad de enseñanza, y constituye una presión para aquellos que se dedican a la educación.



Para mí, el tema de fondo estriba en resolver si la acreditación es obligatoria o voluntaria.

El señor MUÑOZ BARRA.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Están anotados todos los señores Senadores que han pedido intervenir.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo conveniente seguir el camino de pronunciarse primeramente  sobre la acreditación voluntaria u obligatoria.



De no ser así, quiero señalar que una de las interpretaciones que se desprenden de la letra a) del artículo 7º es que, si la Comisión Nacional de Acreditación ya ha participado en el proceso de verificación, no necesita pronunciarse de nuevo, pues quiere decir que esa casa de estudios ya está acreditada. 



Siendo así, lo que corresponde es rechazar la letra a), con discusión sobre la acreditación obligatoria o sin ella.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.-  Señor Presidente, en lo sustantivo, me parece que  esta norma resulta indispensable, porque es evidente que en el proceso de acreditación de calidad de la educación está envuelta la fe pública.



En consecuencia, el organismo responsable de certificar la calidad debe tener entre sus atribuciones la de pronunciarse sobre este proceso.



Ahora, creo que acá se están viendo fantasmas en cuanto a que se estaría imponiendo un modelo único. 



Se ha recordado la Ley sobre Financiamiento de la Educación Superior, que despachamos hace algún tiempo. Si mal no recuerdo, en ella se contempla un pronunciamiento específico acerca de los proyectos institucionales, los cuales podían contener toda la diversidad factibles. Eso es evidente. Y se refleja en los procesos de acreditación que está llevando a cabo la Comisión que ha funcionado de facto en el Ministerio de Educación desde hace muchos años.



Hasta ahora, se ha acreditado a toda clase de universidades: algunas completas, que hacen investigación, y otras, sólo de carácter docente, pues los proyectos institucionales a veces determinan que deben ser  de una forma o de otra. Eso pasa en todo el mundo.



Entonces,  hay gente que está viendo fantasmas al pensar que la intención es imponer un modelo único de universidad, como ocurría en los tiempos en que fui rector, donde el eslogan consistía en que la universidad debía hacer docencia, investigación y extensión. Pero esos conceptos están absolutamente superados por los tiempos.



Además, el inciso primero del artículo 14 del Título II expresa claramente que "Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos se someterán a procesos de acreditación" -creo que ésta es la norma donde se menciona por primera vez el problema de la obligatoriedad; si no es en ésta, debe de ser en la siguiente- "institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional, en especial su capacidad de expansión y diversificación futuras y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad", etcétera.



O sea, el referido artículo sostiene que el pronunciamiento nada tiene que ver con el proyecto institucional y que carece de capacidad para intervenir en él, sino que dice relación al cumplimiento de ese proyecto, en cuanto al aseguramiento de la calidad de las materias que se impulsen a partir de él.



Yo propuse inicialmente alterar el orden de la votación, no porque tuviera alguna duda respecto de la necesidad de aprobar la norma en debate, sino porque me parecía que  facilitaba la discusión, por el tipo de observaciones que se estaban haciendo, respecto del tema de la imposición a aquellas entidades educacionales que quisieran pagar el precio de no acreditarse. Pero esa discusión la tendremos en un momento más.



Por consiguiente, los fantasmas que algunos ven a propósito de esta norma no tienen absolutamente ningún asidero.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, cuando se habla de que puede haber un peligro de atentado a la libertad de enseñanza, yo considero necesaria la existencia de un ente regulador.



En este momento, en el país hay 52 universidades aproximadamente...

El señor MORENO.-  ¡Sesenta y cuatro!

El señor MUÑOZ BARRA.- Efectivamente: sesenta y cuatro, en 540 sedes universitarias.



Cada universidad tiene un padrón de ocho, nueve o diez sedes y -como alguien señalaba- algunas han logrado la acreditación; pero hay otras, tanto públicas como privadas, que no la han conseguido.



Lo que digo es que esta entidad regula tanto a las instituciones de educación pública como a las privadas. O sea, no inclina su sesgo hacia un sector determinado.



En este minuto hay 149 planteles de educación superior -lo digo porque las sedes son universidades- que imparten carreras como Psicología, Periodismo, Derecho, Contador Auditor o Ingenierías en Administración Financiera y Bancaria. O sea, estamos sorprendiendo y engañando a la familia chilena con una proliferación de carreras universitarias que ofrecen títulos que posteriormente no tienen ninguna factibilidad en el mercado.



Una encuesta que se realizó hace tres años revela, por ejemplo, que aproximadamente 50 mil jóvenes, de entre 25 y 30 años, que poseen títulos universitarios aún no encuentran trabajo.



Entonces, ¿de qué se trata? Se hace indispensable un ente que regule la calidad de estas instituciones -ya sean universidades, institutos profesionales o centros de formación técnica-, para que ofrezcan calidad en cuanto al producto que están vendiendo, que en este caso es la educación.



Por eso, estimo que eliminar la exigencia de acreditación institucional es un fuerte golpe a la seriedad de esta iniciativa legal.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Pilar Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, el proceso que realiza la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado incluye diferencias entre las instituciones de educación superior. De hecho, por una parte acredita obligatoriamente docencia y gestión, pero también investigación y vinculación con el medio, lo que permite distinguir entre universidades únicamente docentes y otras de investigación. Es decir, eso desde ya reconoce la diversidad.



La norma señala que corresponderá a la Comisión pronunciarse sobre aquellos procedimientos en los que haya participado, desde el punto de vista de que el proceso de acreditación cuenta con tres etapas. La primera es la fase de autoevaluación que realiza la Comisión; la segunda, la etapa de juicio de pares evaluadores; y la tercera corresponde al pronunciamiento del fallo de la Comisión. A eso se refiere esta disposición. Culminado el proceso de acreditación institucional en los procedimientos donde la Comisión hubiese participado, le corresponde hacer el pronunciamiento del fallo final de un proceso que consta de las tres etapas que he mencionado.



Ahora bien, esto claramente se relaciona con la obligatoriedad o la voluntariedad de la acreditación. En todo caso, sea voluntaria o no lo sea, la Comisión debe pronunciarse respecto de aquellos procedimientos en los que haya participado.



La verdad es que esto no prejuzga acerca de la voluntariedad u obligatoriedad del proceso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, éste es un tema central del proyecto. 



Querámoslo o no, las certificaciones ISO y otras de carácter mundial hoy día exigen una acreditación de la calidad del profesional mismo. Cuando vinieron a nuestro país a otorgar la certificación ISO, los representantes nos preguntaron por nuestros profesionales, revisaron la academia, calificaron los programas, su institucionalidad, e incluso, la infraestructura y la calidad de los trabajadores y técnicos.



Entonces, más tarde o más temprano, la universidad que desee tener profesionales en proyectos de desarrollo de orden nacional e internacional va a estar sometida inevitablemente a certificación. Constituye una demanda.



Otro ejemplo: una plantación de arándanos. De Inglaterra, que compraba el producto, se llegó a inspeccionar el packing y, sencillamente, sometieron a revisión desde el dueño hasta el último obrero, incluidos los técnicos: dónde se habían preparado, cuáles eran las calificaciones de cada uno, y en qué lugar se había construido aquél.



O sea, más tarde o más temprano, la institución de educación superior deberá acreditarse. Obviamente, es algo voluntario. Y participo de ello. Sé que certificar la acreditación de la calidad es importante en todas sus áreas. Y otra cosa es si es voluntaria o no. Cada cual decidirá en qué momento se halla capacitado para someterse al proceso. Porque éste es sumamente largo, debe prepararse con mucha antelación y es preciso buscar asesores que ayuden a cubrir todas las áreas que serán revisadas y certificadas. Representa un alto costo. Por lo tanto, no es cuestión de decir: “Esto será obligatorio mañana”. Toma su tiempo.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que debiéramos discutir y votar primero la voluntariedad de la acreditación, quedando el resto de los incisos coordinados en forma absolutamente natural.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez, y luego se votará.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, resulta indispensable, en materia legal, tener presentes dos elementos centrales: uno es la teleología o finalidad de la ley, y el otro, la posibilidad de integrar esta última al sistema jurídico nacional y, fundamentalmente, al ordenamiento al cual la normativa se refiere.



En ese sentido, en primer lugar, estimo que no se halla en discusión que la ley en proyecto busca –y pareciera ser que el Honorable Senado estuviese de acuerdo al respecto- el aseguramiento de la calidad de la educación superior. Y a partir de ese principio se deberá concluir que es necesario encontrar las mejores fórmulas para que no sólo logre tal finalidad, sino también sea integradora y lógica en sí misma, conforme a las normas de interpretación de los artículos 19 a 24 del Código Civil.



Sobre esa base, deseo consignar que ya dos artículos aprobados indican hacia dónde se dirige la disposición de la letra en debate. El primero de ellos se refiere a cómo se integra la Comisión. No se trata de una entidad compuesta por funcionarios públicos, como tampoco por cualquiera: se halla conformada básicamente por académicos designados por las propias instituciones de educación superior. Ello asegura, entre paréntesis, una visión de diversidad, porque participarán en las decisiones, no sólo las universidades, sino también los institutos profesionales y los centros de formación técnica.



Pero, por otro lado, además de lo expresado por el Honorable señor Boeninger -a lo que me sumo, para no alargar la discusión-, ya fue aprobada la letra d) del artículo 1º, conforme a la cual corresponderá a la Comisión la “acreditación de carreras o programas, que consistirá en el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior,”. Y agrega en qué forma: “en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.”.



Si efectuamos un análisis sistemático de la legislación chilena, deberemos concordar en que la pretensión de uniformar un solo tipo de universidad va expresamente en contra de la disposición recién citada. Y, en consecuencia, existirán mecanismos, incluido el recurso de protección, para representar un intento de afectar la teleología de la ley.



Por ello, es lógico que en este momento votemos favorablemente la norma en debate, en función de que ya se cuenta con un marco jurídico que asegura a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que su acreditación se verifique al interior de sus propios proyectos, definidos por su comunidad fundamentalmente académica. De modo que la discusión sobre el alcance de la letra aludida y el que lleve necesariamente a una visión única de universidad, instituto profesional o centro de formación técnica me parece centralmente equivocada, dados  los artículos ya aprobados en la Sala.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El Comité Socialista ha pedido el aplazamiento de la votación. Por lo tanto, concluido el asunto a que ella se refiere, doy por cerrado el debate, y el pronunciamiento respectivo queda para la sesión ordinaria del martes próximo.

El señor NARANJO.- ¿Y la petición de segunda discusión sobre el resto, señor Presidente?

El señor CHADWICK.- Si no se cuenta con los votos necesarios para la aprobación, es mejor decirlo de inmediato.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Estoy aplicando el procedimiento reglamentario, nada más. Se ha aplazado la votación y se ha pedido segunda discusión, por lo que el asunto queda para la oportunidad ya señalada.

El señor NARANJO.- ¡Son técnicas legislativas que se usan…!

El señor LARRAÍN.- ¡Para cuando cuenten con más votos…!

El señor CHADWICK.- ¡Para marzo…!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es siempre una alternativa, señor Senador. Pero reitero que la Mesa se ciñe al Reglamento.



--El proyecto queda para segunda discusión.

----------------
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señores Fernández, Horvath, Larraín, Viera-Gallo y Andrés Zaldívar que establece la obligación del Estado de retribuir la carga pública de desempeñarse como vocal en los actos de votaciones populares.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La declaro inadmisible, no obstante compartir su contenido.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin perjuicio de que se podría coincidir con la resolución de Su Señoría, también me parece muy importante tener presente -sin entrar al análisis y discusión de esa iniciativa- que un proyecto de acuerdo, en una línea similar, pide una colación para los vocales de mesa que participen en el próximo proceso eleccionario.



A mi juicio, deberíamos sentar un criterio permanente. Por ello, se apunta a incorporar una norma en la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios para que, con motivo de la designación de esas personas, se les otorgue una compensación económica incorporada a la carga que se les asigna.



Hemos conversado con varios Honorables colegas acerca de la idea de presentar el proyecto, entendiendo que sería declarado inadmisible, pero para que la Sala, por unanimidad –y no solamente en nombre de los firmantes-, pida el patrocinio del Ejecutivo, con urgencia de “discusión inmediata”, de manera que para la elección del 15 de enero se alcance a incorporar dicho beneficio.



Todos concordamos en  que se trata de una carga excesiva para gente que no recibe ninguna compensación por concepto de traslado o de una alimentación básica. Lo que se plantea es una asignación -el Ejecutivo podrá revisarla, por cierto- de 0,3 unidad de fomento, que representa poco más de cinco mil pesos. De manera que no constituye una medida económica gravosa, pero sí responde al clamor que los Parlamentarios recibimos permanentemente de los vocales, quienes no obtienen ningún reconocimiento en relación con el gasto que enfrentan. Y me parece que la finalidad perseguida, en justicia, corresponde.



Por lo tanto, solicito a la Mesa recabar el acuerdo unánime de la Sala para pedir al Ejecutivo el patrocinio de la iniciativa, con urgencia de “discusión inmediata”, a fin de que la situación pueda ser considerada en el próximo proceso electoral del 15 de enero.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Lo explicado por el Senador señor Larraín es claro. Se ha presentado un proyecto de ley de artículo único que establece, efectivamente, una asignación de 0,3 unidad de fomento como retribución por la carga pública que implica ser vocal, suscrito por Senadores de distintas bancadas.



Si no hubiera objeciones, se acordaría por unanimidad enviar la iniciativa al Ejecutivo y solicitar su patrocinio para que sea ley antes de la segunda vuelta de la elección presidencial.



Si le parece a la Sala, se procederá de esa manera.



--Así se acuerda.
MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y 
ACUICULTURA EN MATERIA DE ACUICULTURA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura; certificado de la misma Comisión y de la de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de “suma”. (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3892-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Intereses Marítimos (segundo), sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Certificado de Hacienda y de Intereses Marítimos, unidas, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Discusión:



Sesión 43ª, en 19 de octubre de 2005 (se aprueba en general).
El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto fue aprobado en general en sesión del 19 de octubre próximo pasado.



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 3, 6, 7, 8, 10, 12, 13 y 14 del artículo 1º, y los artículos 1º a 5º transitorios, disposiciones que, por  conservar el mismo texto aprobado en general, y  de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, por la unanimidad de la Sala, solicite su  discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Las restantes constancias reglamentarias se consignan en el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y en el certificado de las Comisiones unidas.



Las modificaciones de la Comisión de Intereses Marítimos fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente.



Las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, conociendo de  las indicaciones presentadas al proyecto en el día de hoy, les dieron su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, reemplazando el artículo 6º transitorio.



Cabe recordar que las enmiendas acogidas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador, antes del inicio de la discusión particular, contradiga la proposición o que se renueve indicación, lo que no ha ocurrido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le pareciera a la Sala, daríamos por aprobadas todas las modificaciones acordadas por unanimidad en la Comisión.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas, que consignan los artículos pertinentes de la Ley General de Pesca y Acuicultura; el proyecto aprobado en general; las enmiendas de las dos Comisiones, y el texto que resultaría si éstas se aprobaran.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión particular.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los señores Senadores tienen que dirigirse al boletín comparado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Secretario, no puedo seguir la discusión sin el informe.

El señor HORVATH.- Todavía no se ha distribuido el comparado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Tiene toda la razón, señor Senador.



El texto impreso no ha llegado a la Sala aún. De hecho, el certificado fue emitido hace pocos minutos.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero recordar que el acuerdo de la Sala fue que la Comisión de Hacienda rindiese un informe verbal. La de Pesca emitió su informe.



El problema se habría suscitado como consecuencia de las dos indicaciones presentadas por el Honorable señor Ruiz De Giorgio, que luego retiró. 



Por lo tanto, la Comisión de Hacienda solamente analizó una proposición del Senador señor Páez, tendiente a condonar deudas a pescadores artesanales algueros -por así decir- por concepto de patentes que no pudieron pagar y que arrastran desde hace mucho tiempo, porque la ley que ahora se modifica los obligaba  a responsabilizarse por una hectárea, aunque ocuparan un décimo de ella. Esto se corrige en la iniciativa.



Lo anterior es lo nuevo que debemos considerar. Y, si le pareciera a la Sala, yo podría dar un informe verbal sucinto, para después proceder a votar la iniciativa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Aunque ello nos pareciera adecuado, señor Senador, sería inútil, pues no hay quórum para tomar acuerdos.

El señor HORVATH.- Habría que tocar los timbres.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así se hará.



Pido la anuencia de la Sala para que ingrese a ella el señor Subsecretario de  Pesca.



--Se autoriza.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Solicito a los señores Senadores presentes, ya que hemos reunido el quórum necesario, que permanezcan en el Hemiciclo hasta despachar el proyecto. Son sólo dos enmiendas, que votaremos sobre la base de la lectura que haga el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, se trata de dos modificaciones, las cuales no fueron aprobadas por unanimidad, porque se opuso el Honorable señor Ríos.



En la letra a) del número 1) del artículo 1º se propone la siguiente definición: “Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona derechos de uso y goce, para fines de acuicultura, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.



Votaron a favor de esta norma los Senadores señores Arancibia, Ávila y Sabag, y en contra, el Honorable señor Ríos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En la letra c) del número 4) del artículo 1º se agrega el siguiente inciso final: “Se prohíbe la transferencia de solicitudes de concesiones  y autorizaciones de acuicultura y la celebración de todo acto o contrato preparatorio de transferencias, arriendos u otra forma de explotación por terceros, en forma previa al otorgamiento de la concesión o autorización de acuicultura, según corresponda.”.



Votaron a favor los Senadores señores Arancibia, Ávila y Sabag, y se opuso el Honorable señor Ríos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba y queda despachado el proyecto en este trámite.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda y de Salud, dándoles a conocer DESMEDRADA SITUACIÓN LABORAL DE FUNCIONARIOS PARAMÉDICOS DE POSTAS DE SALUD RURALES, y a los señores Ministros de Hacienda y de Agricultura, y Director de CONAF, informándoles acerca de DECLARACIÓN DE INADMISIBILIDAD DE INDICACIÓN QUE NIVELA REMUNERACIONES DE TRABAJADORES DE CONAF EN PROYECTO SOBRE BOSQUE NATIVO.

-------------


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, a los Comités Demócrata Cristiano, Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1 y Mixto (Partidos Por la Democracia y Radical Social Demócrata), ningún señor Senador hace uso de ella.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Por no haber más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:53.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS
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ACTAS APROBADAS

SESION 46ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE NOVIEMBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic, el señor Director de Presupuestos, don Mario Marcel y el señor Subdirector de Presupuestos, don Sergio Granados.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima segunda, ordinaria, de 18 de octubre de 2005, y cuadragésima tercera, ordinaria, de 19 de octubre de 2005, que no han sido observadas.



El acta de la sesión cuadragésima cuarta, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (Boletín N° 3.627-03), y



4) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 4 y 5 de noviembre del año en curso, con el propósito de participar en la 4ª Cumbre de Las Américas, en la ciudad de Mar del Plata, República Federal de Argentina.



Agregó que, durante su ausencia, sería subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que ha prestado su aprobación al proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006, con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos (Boletín Nº 3.993-05).



-- Queda para tabla.



De la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual emite su parecer respecto del proyecto de ley sobre declaración de muerte presunta de personas desaparecidas en período que indica (Boletín N° 3.985-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las normas ambientales y medidas de fiscalización aplicadas al Relleno Sanitario Santa Marta.



Del señor Intendente de la Región del Bío-Bío, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Parra y Viera-Gallo, con la adhesión de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Prokurica y Sabag, solicitando su apoyo para la construcción del Teatro Pencopolitano, en la ciudad de Concepción. 



Del señor Presidente de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas, por medio del cual remite el texto del décimo sexto informe de dicha entidad, que da cuenta de las actividades realizadas en el tercer trimestre del año en curso.



Del señor Presidente del BancoEstado, por medio del cual da respuesta a tres oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativos a los sistemas de crédito y asesoría técnica para fomentar el desarrollo turístico en las comunas de Curacautín y Lonquimay, y para apoyar locatarios del Mercado de Traiguén, respectivamente. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado (Con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.867-07).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación (Boletines números 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01, refundidos).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en dos proyectos de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establecen la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07, refundidos). 



Segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.674-01).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes  (Boletín N° 4.008-02).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados (Boletín Nº 3.285-15).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que establece sanción para el caso de inasistencia de los parlamentarios a las sesiones de la Cámara respectiva (Boletín N° 4.039-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Sabag, con la que presenta un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.234, que estableció beneficios previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos políticos en el lapso que indica, a fin de incorporar entre sus beneficiarios a las personas que se encontraban en la situación que señala. 



-- Se declara inadmisible, por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 4º. y 6°. del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ominami y Sabag, con la que presentan un proyecto de ley que amplía el plazo establecido para solicitar a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas, y modifica los requisitos para que constituya tales derechos.



-- Se declara inadmisible, por referirse a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, en relación con el N° 10 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, y en el número 2°. del inciso cuarto del referido artículo 65 de la Carta Fundamental. 

o o o



Durante su lectura, se agrega a la Cuenta de la presente sesión el siguiente asunto:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 4.035-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de la Moción del Honorable Senador señor Sabag, con la que presenta un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.234, que estableció beneficios previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos políticos en el lapso que indica, a fin de incorporar entre sus beneficiarios a las personas que se encontraban en la situación que señala, propone a la Sala que se remita el oficio correspondiente a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre del señor Senador, para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la referida Moción.



La Sala así lo acuerda.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente propone a la Sala adoptar el mismo acuerdo respecto de la declaración de inadmisibilidad efectuada acerca de la Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ominami y Sabag, por medio de la cual presentan un proyecto de ley que amplía el plazo establecido para solicitar a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas, y modifica los requisitos para que constituya tales derechos.



Sobre esta materia, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien deja constancia que, en sesión del día 18 de octubre del año en curso, presentó una Moción de tenor semejante, que fue declarada inadmisible, enviándose el oficio correspondiente a S. E. el Presidente de la República.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Ríos, el que expresa su adhesión a la solicitud dirigida a S. E. el señor Presidente de la República, en cuanto a que se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la Moción presentada por los Honorables Senadores señores Naranjo, Ominami y Sabag.



La Sala acuerda enviar el oficio correspondiente, en nombre de los señalados señores Senadores.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien le solicita recabe el acuerdo de la Corporación para que la Comisión de Hacienda, una vez despachado el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2006, pueda sesionar en forma paralela a la Sala con la finalidad de discutir la iniciativa que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.035-05 y efectuar un informe verbal sobre el mismo, de manera de poder tratarlo, en la medida de lo posible, en esta sesión.



Consultada la Sala, así se acuerda.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Otorgar seis minutos a cada Comité para la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006 (Boletín N° 3.993-05).



2.- Colocar en segundo lugar de la Tabla de esta sesión, la elección de dos Ministros del Tribunal Constitucional, cuyos nombres, a proposición de los Comités, serán dados a conocer por el señor Presidente de la Corporación.

________________



El señor Presidente, respecto del segundo acuerdo adoptado por los Comités, propone a la Sala ocuparse inmediatamente de la elección de dos Ministros del Tribunal Constitucional.



Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Designación de los señores Raúl Bertelsen Repetto y Hernán Vodanovic Schnake como 

Ministros del Tribunal Constitucional



El señor Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y a lo dispuesto en el artículo 92 de la Constitución Política de la República, en relación con la Disposición Décimocuarta Transitoria de la misma Carta Fundamental, propone a la Corporación los nombres de los señores Raúl Bertelsen Repetto y Hernán Vodanovic Schnake para que integren el Tribunal Constitucional.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, quien solicita que se efectúe votación electrónica respecto de esta materia.



En votación la proposición de integración del Tribunal Constitucional por los señores Raúl Bertelsen Repetto y Hernán Vodanovic Schnake, es aprobada por 34 votos a favor y 4 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Sabag, Stange, Valdés, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Parra, Silva y Vásquez.



El señor Presidente expresa que, en consecuencia, han sido designados como Ministros del Tribunal Constitucional los señores Raúl Bertelsen y Hernán Vodanovic.

Proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2006, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión 

Especial Mixta de Presupuestos



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2006, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, correspondiente al Boletín Nº 3.993-05.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos deja constancia que el artículo 3º de la iniciativa de ley debe ser aprobado con rango de ley de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el número 7) del artículo 63 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006, por unanimidad, efectuando, respecto de las diversas Partidas presupuestarias y del articulado del proyecto, la siguiente proposición:

“PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Senado

Programa 01 : Senado

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”  

Ítem 01

 

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal

 

Sustituir la cantidad de “10.112.468” por “9.610.883”

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo

 

Sustituir la cantidad de “6.626.722” por “5.947.296”

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

 

Sustituir la cantidad de “3.370.438” por “4.675.134” 

Ítem 01 Al Sector Privado

 

Sustituir la cantidad de “3.331.832” por “4.636.528”  

Asignación 010 A Personas

 

Sustituir la cantidad de “3.204.079” por “4.508.775”

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros

 

Sustituir la cantidad de “215.373” por “307.873”

Ítem 06 Equipos Informáticos

 

Sustituir la cantidad de “89.301” por “181.801”

Capítulo 02 : Cámara de Diputados

Programa 01 : Cámara de Diputados

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295” 

Ítem 01

 

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal

 

Sustituir la cantidad de “16.508.232” por “17.508.232”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo

 

Sustituir la cantidad de “9.449.123” por “10.269.838”.

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

 

Sustituir la cantidad de “3.583.769” por “4.383.769”

Ítem 01 Al Sector privado

 

Sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270”

Asignación 010 A Personas

 

Sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270”.

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros

 

Sustituir la cantidad de “407.527” por “607.527”

Ítem 06 Equipos Informáticos

 

Sustituir la cantidad de “138.889” por “338.889”.

Capítulo 03 : Biblioteca del Congreso

Programa 01 : Biblioteca del Congreso

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737”

Ítem 01

 

Sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo

 

Sustituir la cantidad de “1.014.156” por “1.264.215”.

PARTIDA 03

PODER JUDICIAL

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 04

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA

 

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

En el numeral 19 de la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales:

 

Sustituir el guarismo “1%” por “2%”, e

 

Intercalar a continuación de la palabra “municipalidades” la siguiente frase: “,incluido el funcionamiento de los teatros municipales que operen,”.

En la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales.

 

Agregar los siguientes numerales:

 

“21. En los proyectos de desnivelaciones de cruces de calles o caminos con vías férreas de uso de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o de sus filiales, que decidan financiar los gobiernos regionales, la unidad técnica será la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o la filial que dicha empresa designe.

 

22. Con estos recursos se podrá financiar la adquisición de vehículos destinados al funcionamiento de las municipalidades, incluso de camiones aljibe, maquinaria y otros vehículos que requiera el municipio para la conservación de calles y caminos incluidos en el ámbito de su competencia.”

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 02 : Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales

Programa 02: Promoción de Exportaciones

Glosa 01

 

Incorporar las siguientes letras a) y b), pasando la actuales letras a) y b) a ser c) y d), respectivamente:

“a) Dotación máxima de personal                                                              115

      No regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.

b) Horas extraordinarias año                                                                  53.653

- Sustituir en la letra b), que pasó a ser d), la cantidad “1.438.469” por “340.803.”.

Capítulo 05 Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Programa 01 Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”

Ítem 01

 

Reemplazar la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

 

Sustituir la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”

Ítem 01 Al Sector Privado

 

Reemplazar la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”

Asignación 548 Proyecto de Cooperación Técnica entre Países en Desarrollo

 

Sustituir la cantidad de “1.253.156” por “1.484.288”

Glosa 05

 

Reemplazar las cantidades “493.937 miles” por “725.069 miles” y “$231.132 miles” por “$462.264 miles”.

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 16 : Servicio de Cooperación Técnica

Programa 02: Chile Emprende

 

Reemplazar la Glosa 02 por el siguiente texto:

 

“02 La transferencia de estos recursos se efectuará a través de convenios entre SERCOTEC y los organismos ejecutores, para el cofinanciamiento de iniciativas contempladas en los Planes de Desarrollo Económico Territorial de aquellos territorios que hayan sido definidos como tales por el Directorio del Programa Chile Emprende a propuesta del Intendente Regional. Cuando SERCOTEC actúe como ejecutor, tales estipulaciones constarán en la resolución de dicho organismo.

 

Las Instituciones que participen en el Programa, en cada región, deberán rendir cuentas conjuntamente, del grado de avance de las metas territoriales comunes definidas para el mismo.”.

Capítulo 01 : Secretaría y Administración General

Programa 07: Programa Fondo de Innovación para la Competitividad

 

En la columna Glosa N°, 

 

Suprimir el número “04” asociado al ítem 02 e incorporar el mismo “04” asociado al ítem 03, ambos del Subtítulo 24 Transferencias Corrientes.

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA

 

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 04: Servicio Nacional de Aduanas

Programa 01 : Servicio Nacional de Aduanas

Subtítulo 31, Ítem 02

 

Incorporar asociada a este ítem la siguiente Glosa N° 04: 

 

“04 Incluye $ 107.779 miles para el proyecto “Construcción de aplicaciones para la modernización del sistema de comercio exterior”. La aplicación de estos recursos sólo podrá efectuarse previa suscripción del compromiso con la Dirección de Presupuestos para aplicar las recomendaciones formuladas en la evaluación del proyecto efectuada el año 2005.”. 

Capítulo 08: Superintendencia de Valores y Seguros

Programa 02 : Apoyo a Cuerpos de Bomberos

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Ítem 01 Al Sector Privado

Asignación 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos

 

Sustituir la cantidad de “2.668.500”  por “3.168.500”

Asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos

 

Sustituir la cantidad de “2.166.043” por “1.629.387”

Asignación 003 Funcionamiento de la Junta Nacional y Organismos Dependientes

 

Sustituir “613.344” por  “650.000”.

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

Ítem 01 Al Sector Privado

Asignación 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos

 

Sustituir la cantidad de “1.064.242” por “1.426.330”

Asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Adquisiciones y Construcciones Menores de Cuarteles de Cuerpos de Bomberos, monto y glosa 07 asociados.

 

Eliminarla, en consecuencia, las asignaciones 003 y 004 pasan a ser 002 y 003, respectivamente.

Glosa 02, su texto y asociación a nivel de Programa Apoyo a Cuerpos de Bomberos

 

Eliminarla.

 

Crear una nueva Glosa 02 asociada a las asignaciones 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos, 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos y 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos, como sigue:

 

“02 Los recursos incluidos en este Programa se distribuirán entre los Cuerpos de Bomberos, constituidos conforme a lo dispuesto por el Art.17 de la Ley N° 18.959, mediante resolución de la Superintendencia, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. Dicha proposición se basará en procedimientos y criterios acordados entre la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y la Superintendencia de Valores y Seguros, los cuales deberán quedar establecidos y publicados en las respectivas páginas web en el mes de diciembre de 2005. 

 

Los aportes serán entregados a los Cuerpos de Bomberos por la Superintendencia de Valores y Seguros, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre. En el caso de la ayuda extraordinaria, los fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en la oportunidad que sea requerida dentro del período presupuestario, a los respectivos Cuerpos de Bomberos que hayan solicitado dicha ayuda a través de los Consejos Regionales.”

Sustituir las Glosas 01, 03, 04, 05 y 06, respectivamente, por las siguientes:

Glosa 01
“a) De las Rendiciones de Cuentas

 La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y los Cuerpos de Bomberos de Chile, deberán rendir cuenta anual del uso y destino de los fondos que les sean asignados o transferidos por ley. 

La rendición de cuenta de los Cuerpos de Bomberos, deberá efectuarse mediante un estado de ingresos y gastos, que se presentará a la Intendencia Regional o a la Gobernación Provincial que corresponda, dentro del primer trimestre del año 2007. Copia de esta última deberá remitirse dentro de igual plazo a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y a la Superintendencia de Valores y Seguros. 

La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile efectuará su rendición mediante la confección de estados financieros auditados por auditores externos inscritos en el Registro que al efecto lleva la Superintendencia, los que deberán ser presentados dentro del primer cuatrimestre del año siguiente, ante la Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Justicia. 

Los estados financieros y de ingresos y gastos, serán confeccionados de acuerdo con los principios y normas de contabilidad de aceptación general y las normas que sobre el particular imparta la Superintendencia de Valores y Seguros, mediante Circulares de acceso público, sea en papel o en soporte digital, previa consulta a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, disposiciones que deberán establecer mecanismos que fortalezcan la transparencia en el uso de los recursos fiscales.

b) De las Adquisiciones y Proveedores

- La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile elaborará los procedimientos de asignación, adquisición y contratación de bienes y servicios, así como los Registros de Proveedores de Material Mayor y Menor que correspondan, los cuales deberán velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones deberán ser consultados en forma previa con la Superintendencia de Valores y Seguros, y deberán publicarse en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente.

c) De las Ayudas Extraordinarias

- Las solicitudes de Ayudas Extraordinarias que no hayan sido resueltas por el Consejo Regional, dentro del plazo de 30 días siguientes a su presentación, o cuando en el documento mediante el cual se rechace o posponga la ayuda, no contenga los fundamentos de la resolución, podrán ser sometidas por el Cuerpo de Bomberos al conocimiento de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, quien deberá resolver dentro de los 15 días contados desde su presentación. Si dentro del plazo señalado, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, no aprueba o no expresa los fundamentos del rechazo o posposición de la ayuda solicitada, el Cuerpo de Bomberos podrá recurrir ante la Superintendencia de Valores y Seguros, quien solicitará a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile se pronuncie al respecto. Si la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile no se pronuncia o no expresa los fundamentos de su rechazo o posposición, dentro del plazo de 7 días contados desde su notificación, se tendrá por aprobada la ayuda solicitada.

Una vez recibida la solicitud de ayuda por la Superintendencia, ésta deberá pronunciarse al respecto informando a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile en un plazo máximo de quince días.”

Glosa 03
“Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos para el buen cumplimiento del servicio, comprendiendo gastos de operación y equipamiento menor.”

Glosa 04
“Estos fondos están destinados a financiar reparaciones y mantenciones de material bomberil mayor y menor y reparaciones y ampliaciones menores de cuarteles de Cuerpos de Bomberos.”

Glosa 05
“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. 

Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de la referida Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de sus organismos dependientes.

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

Glosa 06
“Estos fondos están destinados a cubrir las necesidades de adquisición de bienes de inversión para el funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos, incluido material mayor, menor y construcciones menores de cuarteles.”

 

Se sustituyen las Glosas 08 y 09, que pasan a ser 07 y 08, respectivamente, por lo que sigue:

Glosa 07
“Estos recursos serán entregados a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Dichos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de compromisos en moneda extranjera, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en moneda extranjera convertida a dólares estadounidenses, debiendo la suma total no ser inferior a US$ 6.077.000.”

Glosa 08

“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Estos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de obligaciones generadas por tal concepto, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Dichos recursos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

En la Glosa 10 que pasó a ser 09,

 

Sustituir “del Cuerpo” por “de los Cuerpos”.

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACION

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 03: Mejoramiento de la Calidad de la Educación:

 

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 08:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

 

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 09:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 11: Recursos Educativos:

 

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 02:

“Antes del mes de octubre de cada año se informarán a la Comisión Permanente de Presupuestos los resultados de los procesos de licitación especificando los criterios de elección, además el nombre de los autores, las empresas editoriales e imprentas que participaron en el proceso de elaboración de los textos escolares seleccionados.”.

Capítulo 01:  Subsecretaría de Educación

Programa 20: Subvenciones a los Establecimientos Educacionales

Glosa 03

 

Agregar los siguientes párrafos, luego del punto final que pasa a ser punto aparte:

“Con cargo a estos recursos, aquellas municipalidades o corporaciones municipales que no tengan disponibilidad inmediata para solventar íntegramente las indemnizaciones que proceda pagar por aplicación de los artículos 37, 38 y 39 transitorios del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, podrán solicitar, para estos efectos, anticipos de la subvención de escolaridad a que se refiere el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.  El reintegro de los recursos deberá hacerse a partir del mes siguiente a su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad antes señalada.

Por resolución del Ministerio de Educación, visada por el Ministerio de Hacienda, se fijará el monto del anticipo solicitado, el que no podrá exceder del total de las indemnizaciones a pagar; el valor y número de cuotas mensuales en las cuales deberá ser devuelto, el cual no podrá ser inferior a 24 meses ni superior a 36 meses, sin perjuicio que las municipalidades o corporaciones municipales puedan solicitar al Ministerio de Educación que la devolución del anticipo que se les haya otorgado, pueda efectuarse en un plazo menor al mínimo señalado.

Con todo, los descuentos señalados no podrán exceder, en conjunto, para una misma municipalidad o corporación municipal, de un 3% del monto de la subvención que tenga derecho a percibir en el mes de enero de 2006, hasta completar el pago del total anticipado.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 30, Educación Superior:

Glosa 04, letra b)

 

Sustituir, la frase “ instituciones de educación superior privadas que hayan alcanzado la plena autonomía”, por “instituciones de educación superior privadas autónomas y acreditadas por la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado”.

 

Agregar al primer párrafo de la letra b), luego del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: ”Se podrán otorgar becas a estudiantes extranjeros provenientes de América Latina y el Caribe de comprobada necesidad socioeconómica, que se matriculen en las instituciones de educación mencionadas, que cumplan con los requisitos de admisión relativos a calidad académica asimilables a los puntajes de la Prueba de Selección Universitaria de las universidades chilenas, en la forma que establezca el reglamento.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 30 : Educación Superior

Subtítulo 30 Adquisición de Activos Financieros

Ítem 01 Compra de Títulos y Valores

 

Incorporar la siguiente Glosa N° 08:

“08 Estos recursos se podrán destinar exclusivamente a las adquisiciones a que se refiere el número 2.- del artículo 5° de la ley N° 20.027 y su reglamento.

Para  efectos  de  lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.027, el monto máximo de garantía estatal que el Fisco podrá otorgar durante  el  año  2006,  será  de $ 20.000.000 miles”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 31, Gastos de Operación de Educación Superior:

Glosa 02

 

Agregar, la siguiente letra e), nueva:

“e) Autorización máxima para cumplimiento artículo septuagésimo tercero de la Ley N° 19.882, Asignación por Funciones Críticas:

-N° de personas                      3

- Miles de $                     20.270”.

Capítulo 05: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

Programa 01: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Ítem 01 Libre

 

Sustituir la cantidad  de “12.040.247” por “12.082.247”

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “1.395.790” por “1.437.790”

Ítem 03 A Otras Entidades Públicas

 

Sustituir “1.337.383” por “1.379.383”

Asignación 156 Consejo de Monumentos Nacionales

 

Sustituir la cantidad de “279.441” por “321.441”.

Glosa 05

 

Agregar después del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Con cargo a estos recursos se podrán solventar gastos en inmuebles o monumentos relacionados con la difusión o reconocimiento de los derechos humanos.”. 

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA

 

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

 

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 02 Dirección General de Obras Públicas

Programa 04 Dirección de Vialidad

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “422.117.040” por “420.117.040”.

Ítem 01 Libre

 

Sustituir la cantidad de “417.515.906” por “415.515.906”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

 

Sustituir la cantidad de “379.851.696” por “377.851.696”.”.

Ítem 02 Proyectos

 

Sustituir la cantidad “379.749.724” por “377.749.724”.”.

Programa 08 Administración Sistema Concesiones

Glosa 02

 

Eliminar la coma (,) que sigue a la palabra “Presupuestos”.

 

Agregar después de la frase “Dirección de Presupuestos” la siguiente: “y a la Quinta Subcomisión Especial de Presupuestos del Congreso Nacional,”.

Programa 11 Dirección de Planeamiento

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “82.039.817” por “81.539.817”.”.

Ítem 01 Libre

 

Sustituir la cantidad de “81.933.691” por “81.433.691”.”.

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

 

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Ítem 01 Al Sector Privado

 

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Asignación 026 Empresa Metro S.A.

 

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Programa 12 Agua Potable Rural

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Ítem 01 Libre

 

Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

 

Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

Ítem 02 Proyectos

 

Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

 

Como consecuencia de esta Indicación se entienden modificados los rubros superiores de agregación.

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA

 

Aprobarla, con la siguiente enmienda.

Capítulo 03: Instituto de Desarrollo Agropecuario

Programa 01: Instituto de Desarrollo Agropecuario

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 01: Al Sector Privado

Asignación 385: Subsidio Enlace Banca Comercial

 

Agregar la siguiente Glosa 12, nueva:

“12. Redúcense a 60 días corridos los plazos para la asignación de créditos de enlace para la reforestación. Se informará trimestralmente dicha asignación a la Comisión Mixta Especial de Presupuestos durante el año.”.

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 15

MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

 

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD



Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERIA

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO



Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

 

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Programa 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.

Ítem 01 Libre

 

Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

 

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.

Ítem 01 Al Sector Privado

 

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”. 

Asignación 511 Subsidios al Transporte Regional

 

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.”.

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

 

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01: Secretaría General de Gobierno,

Programa 01: Secretaría General de Gobierno

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 03: A Otras Entidades Públicas

Asignación 316: Programas de Difusión e Información.

 

Incorporar la siguiente Glosa Nº 05:

 

“05 La Subsecretaría deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de la aplicación de los recursos de esta asignación, especificando las características de los programas de difusión realizados, el monto utilizado y su ejecutor. Dicha información será remitida dentro de los treinta días siguientes al de término del respectivo trimestre.”.

Capítulo 01  Secretaría General de Gobierno

Programa 01  :Secretaría General de Gobierno

Glosa N° 03 letra c)

 

Sustituirla por la siguiente:

 

“c) Los resultados de estudios, encuestas y sondeos de opinión pública que se financien con estos recursos, de ser solicitados, deberán ser proporcionados a los medios de difusión, salvo que la autoridad ministerial los defina como parte de su análisis político estratégico.”.

Capítulo 03 : Instituto Nacional de Deportes

Programa 02 : Fondo Nacional para el Fomento del Deporte

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

 

Incorporar la siguiente Glosa N° 04:

 

“04 Al menos un 70% del total de estos recursos, descontados aquellos sobre los que deciden los Consejos Regionales, serán asignados mediante concurso público. Si los proyectos postulados y/o seleccionados son insuficientes en relación a los recursos dispuestos para el concurso, éstos se destinarán a proyectos que postulen a financiamiento por asignación directa, cumpliendo con todos los requerimientos que se establecen en los instructivos que rigen dicha asignación.”.

PARTIDA 21

MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN 

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones. 

Capítulo 03 : Servicio Nacional del Adulto Mayor

Programa 01 :Servicio Nacional del Adulto Mayor

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

 

Sustituir la cantidad de “3.390.828” por “3.490.828”

Ítem 01

 

Sustituir la cantidad de “3.328.467” por “3.428.467”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

 

Sustituir la cantidad de “1” por  “3.450.989”

Asignación 700 Fondo Nacional del Adulto Mayor

 

Incrementar en la  cantidad de “100.000”. 

Glosa 05

 

Incorporar el  siguiente párrafo final: 

“Incluye $ 100.000 miles, para el desarrollo de un proyecto piloto  de asesoría técnica a municipios de menores recursos, para la presentación de proyectos al Fondo.”. 

PARTIDA 23

MINISTERIO PÚBLICO

 

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO.

 

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Fisco

Programa 01: Ingresos Generales de la Nación

Subtítulo 08, Ítem 99, Asignación 008, y

Programa 03: Operaciones Complementarias

Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 042; y

Subtítulo 33, Ítem 03, Asignaciones 414 y 415:

 

Sustituir el número “20.052” por 20.063”.  

- - - -

Capítulo 01 : Fisco

Programa 02: Subsidios

Glosa 11

 

Sustituir su texto por el siguiente:

“11 Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula por orden del Presidente de la República, podrá disponerse la suspensión del procedimiento de concesión del subsidio forestal que correspondería aplicar conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de decreto ley N° 701, de 1974 y mantener el aplicado durante el año 2005. Lo anterior, de acuerdo a las recomendaciones que se consignen en el informe de evaluación de impacto del programa.”.

Programa 03: Operaciones Complementarias

En el Subtítulo 35 Saldo Final de Caja

 

Sustituir la cantidad de “5.000.000” por “4.858.000”. 

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

 

Sustituir el texto de la Glosa 14 por el siguiente:

“14 Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público, definidos en el decreto ley N° 1.263, de 1975, e incluidos en la presente ley, que determine el Ministerio de Hacienda, hasta el 31 de julio de 2006, extinguiéndose esta autorización respecto del monto que no conste en decretos ingresados a la Contraloría General de la República hasta dicha fecha inclusive. 

No regirán las limitaciones anteriores respecto de los recursos de este ítem que se consideren como fuente de financiamiento en los respectivos informes financieros de proyectos de ley ingresados al Congreso Nacional hasta el 31 de Julio de 2006, que irroguen gastos durante el ejercicio.”.

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

Asignación 120 Programa Contingencia Contra el Desempleo

 

Incorporar  la siguiente  Glosa 19, nueva: 

“19 Excedible mediante decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, por el monto de recursos necesarios para financiar un número tal de empleos que, sumados a los generados a través de los programas y proyectos incluidos en los presupuestos institucionales incorporados en la presente ley, permita alcanzar 180.000 empleos durante el tercer trimestre del año. Los decretos sólo podrán dictarse, siempre que la tasa nacional de desocupación determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas supere el 10% o cuando dicha tasa sea superior al 9% y el Ministerio de Hacienda prevea que en el transcurso de los próximos tres meses la tasa pudiere mantenerse por sobre ese nivel. Con todo, los aludidos decretos podrán dictarse sin sujeción  a las condiciones y plazos antes señalados, cuando en una o más regiones determinadas se registre una tasa de desocupación igual o superior al 10%, con el objeto de aplicar los recursos en las comunas de la correspondiente región que presenten las tasas más altas y cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región sea inferior a éste.

El monto de incremento efectivo que se disponga para el fondo conforme al inciso anterior, se considerará utilización de la autorización de aumento de gasto de 10% contenida en el inciso tercero del artículo 4° de esta ley.

Los excesos que se produzcan por aplicación de lo señalado precedentemente deberán ser regularizados dentro de los treinta días siguientes al de tramitación del decreto que los disponga con reasignaciones presupuestarias, con mayores ingresos tributarios, con el producto de la venta de activos y con la incorporación de mayor saldo inicial de caja de la Partida Tesoro Público.

Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público para desarrollar programas o proyectos de inversión intensivos en uso de mano de obra y al Programa Proempleo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La Dirección de Presupuestos elaborará mensualmente una nómina de los decretos que se dicten con cargo a este ítem, la que se remitirá a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.”.

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 03.104: Provisión para Financiamientos Comprometidos

 

Reducirlo en la cantidad de $ 3.286.959 miles

Capítulo 01 : Fisco

Programa 05: Aporte Fiscal Libre

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre

09 Ministerio de Educación

Asignación 005 Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos

 

Sustituir la cantidad de “14.088.531” por “14.130.531”.

Programa 05: Aporte Fiscal

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre

Ítem 22 Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República

 

Sustituir la cantidad de “17.671.459” por 17.771.459” 

Asignación 003 Servicio Nacional del Adulto Mayor

 

Sustituir la cantidad de “3.328.467” por 3.428.467”

Programa 05: Aporte Fiscal Libre

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre

Ítem 02 Congreso Nacional

 

Sustituir la cantidad de “55.264.682” por “58.551.641”

Asignación 001 Senado

 

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”

Asignación 002 Cámara de Diputados

 

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”

Asignación 003 Biblioteca del Congreso

 

Sustituir la cantidad de “4.721.390” por “4.971.449”.

- - -

ARTICULADO DEL PROYECTO

 

Aprobarlo, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

 

Sustituirlo por el siguiente:

I.- CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS



Artículo 1º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2006, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	IMPUESTOS
	11.835.979.503
	
	11.835.979.503

	IMPOSICIONES PREVISIONALES


	989.366.384
	
	989.366.384

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	177.403.916
	134.597.358
	42.806.558

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	253.610.308
	5.299.242
	248.311.066

	INGRESOS DE OPERACION


	372.910.061
	
	372.910.061

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	275.291.329
	
	275.291.329

	VENTA  DE   ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	21.527.894
	
	21.527.894

	VENTA  DE  ACTIVOS  FINANCIEROS
	285.117.960
	
	285.117.960

	RECUPERACION  DE  PRESTAMOS
	221.533.050


	
	221.533.050

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	429.701.402
	393.665.797
	36.035.605

	ENDEUDAMIENTO


	406.261.488
	
	406.261.488

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.791.957
	
	28.791.957

	
	
	
	

	GASTOS
	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	2.509.340.017
	
	2.509.340.017

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	1.014.316.790
	
	1.014.316.790

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	4.009.459.766
	
	4.009.459.766

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.046.937.255
	130.205.376
	3.916.731.879

	INTEGROS AL  FISCO


	18.319.557
	9.691.224
	8.628.333

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	361.934
	
	361.934

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	103.365.040
	
	103.365.040

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS FINANCIEROS
	615.284.658
	
	615.284.658

	INICIATIVAS   DE  INVERSION


	1.098.202.151
	
	1.098.202.151

	PRESTAMOS


	191.583.031
	
	191.583.031

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.458.446.921
	393.665.797
	1.064.781.124

	SERVICIO DE LA DEUDA


	217.610.841
	
	217.610.841

	SALDO FINAL DE CAJA


	14.267.291
	
	14.267.291


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los                          Presupuestos de   las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	IMPUESTOS


	1.298.300
	
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.098
	
	1.098

	RENTAS  DE  LA  PROPIEDAD


	1.093.600
	
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	3.262
	
	3.262

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	58.988
	
	58.988

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	1.657
	
	1.657

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	31.493
	
	31.493

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	939
	
	939

	ENDEUDAMIENTO


	23.485
	
	23.485

	SALDO INICIAL DE CAJA


	6.300
	
	6.300


	GASTOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	122.212
	
	122.212

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	161.555
	
	161.555

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	760
	
	760

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	62.516
	
	62.516

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	8.740
	
	8.740

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	718.065
	
	718.065

	INICIATIVAS DE INVERSION


	10.970
	
	10.970

	PRESTAMOS


	939
	
	939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	524.521
	
	524.521

	SERVICIO DE LA DEUDA


	904.726
	
	904.726

	SALDO FINAL DE CAJA


	4.118
	
	4.118


Artículo 2º

 

Sustituirlo por el siguiente:



Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2006, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:


	
	

	IMPUESTOS


	11.835.979.503
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.814.776
	98

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	138.538.922
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	5.568.901
	3.228

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	67.776.333
	19.878

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	58.472
	

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	5.390.483
	

	ENDEUDAMIENTO


	324.000.000
	20.900

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	12.387.127.390
	2.438.004

	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	7.405.773
	

	Congreso Nacional


	58.551.641
	

	Poder Judicial


	189.429.390
	

	Contraloría General de la República


	24.993.228
	

	Ministerio del Interior


	324.074.316
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	27.289.616
	131.726



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	93.420.250
	

	Ministerio de Hacienda


	162.599.126
	

	Ministerio de Educación


	2.433.098.762
	

	Ministerio de Justicia


	312.332.594
	

	Ministerio de Defensa Nacional


	973.502.954
	157.276

	Ministerio de Obras Públicas


	633.823.584
	

	Ministerio de Agricultura


	159.628.783
	

	Ministerio de Bienes Nacionales


	5.646.591
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.412.639.386
	

	Ministerio de Salud


	949.750.066
	

	Ministerio de Minería


	20.787.145
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo


	438.147.952
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	41.516.552
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	29.518.198
	

	Ministerio de Planificación


	166.076.743
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	17.771.459
	

	Ministerio Público


	74.974.250
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	- Subsidios


	421.232.761
	

	- Operaciones    Complementarias


	1.224.226.724
	1.244.296

	- Servicio de la Deuda Pública


	184.689.546
	904.706

	TOTAL  APORTES


	12.387.127.390
	2.438.004


Artículo 16

 

Sustitúyense en los números 3 y 4, los vocablos “cuarenta y cinco” por “treinta”.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que la Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, efectuó enmiendas a las Partidas del Ministerio del Interior, en lo que respecta a los Gobiernos Regionales; del Ministerio de Educación, en lo atinente a las Becas de la Educación Superior; del Ministerio de Defensa Nacional, en lo que se refiere a la Subsecretaría de Guerra, Conducción Superior y a la Partida Tesoro Público. Asimismo, efectuó una modificación al artículo 6º de la iniciativa de ley, que consistió en agregarle un inciso final referido a las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimiento de las leyes laborales y previsionales.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Director de Presupuestos y el señor Subdirector de Presupuestos.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 31 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, respecto del artículo 3º, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente expresa que, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento del Senado, y a la forma en que se ha procedido en oportunidades anteriores, se darán por aprobados todos los artículos del proyecto de ley y las correspondientes Partidas presupuestarias, con excepción de aquéllas materias respecto de las cuales se presenten indicaciones o se solicite votación separada.



Quedan, en consecuencia, aprobados todos los artículos del proyecto de ley y aquellas Partidas presupuestarias respecto de los cuales no se presentaron indicaciones ni se solicitó votación separada, con el mismo resultado precedentemente señalado, dándose cumplimiento, respecto de la norma de quórum calificado, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la indicación presentada por los Honorables Senadores señores García y Orpis, dirigida a la Partida 01, “Presidencia de la República”, Capítulo 01, Programa 01, para suprimir la Glosa 01.



En discusión la indicación, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor García, el señor Director de Presupuestos y los Honorables Senadores señores Orpis, Ríos y Sabag.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 17 votos en contra y 16 votos a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Páez, Sabag, Valdés, Vásquez y Viera-Gallo.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Stange y Zurita.



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la indicación presentada por los Honorables Senadores señores García y Orpis, dirigida a la Partida 05, “Ministerio del Interior”, Capítulo 05, Programa 01, “Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”, para agregar al Subtítulo 33 “Transferencias de Capital”, una glosa 21, del siguiente tenor:



“Los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional no podrán ser utilizados para viáticos, gastos de representación o traslado. En consecuencia, estos gastos deberán atenerse a los límites establecidos en la glosa correspondiente en cada uno de los gobiernos regionales.”.



En discusión esta indicación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Orpis y Sabag, el señor Director de Presupuestos y los Honorables Senadores señores Ríos, Viera-Gallo y García.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por 20 votos a favor, 14 en contra, 2 abstenciones y un pareo del Honorable Senador señor Cariola.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Canessa, Coloma, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Naranjo, Ominami, Páez, Ríos, Sabag y Vásquez.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Parra.



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la indicación presentada por el Honorable Senador señor Prokurica, dirigida a la Partida 12, “Ministerio de Obras Públicas”, Capítulo 02, “Dirección General de Obras Públicas”, Programa 11, “Dirección de Planeamiento”, Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 026 “Empresa Metro S. A.”, para reemplazar la cifra Miles de $ 79.129.712 por Miles de $ 9.629.712.



En discusión la indicación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Ríos y Zaldívar (don Andrés), el señor Ministro de Hacienda, la Honorable Senadora señora Matthei, los Honorables Senadores señores Parra, Sabag, Zurita, Orpis, Muñoz Barra, Núñez, Ruiz-Esquide, Larraín, Novoa y Boeninger.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se produce el siguiente resultado: 18 votos a favor, 17 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Flores.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos y Stange.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto, Ávila, Boeninger, Foxley, Gazmuri, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Romero, Sabag, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



El señor Presidente expresa que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.



Repetida la votación, se obtiene el siguiente resultado: 18 votos a favor, 18 en contra y 3 pareos de los Honorables Senadores señores Cariola, Fernández y Pizarro.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Flores, García, Horvath, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos y Stange.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto, Ávila, Boeninger, Foxley, Gazmuri, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Romero, Ruiz-Esquide, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



El señor Presidente manifiesta que la indicación queda rechazada.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala para poder agregar en la indicación, precedentemente aprobada por el Senado, que crea una Glosa 21 en el Subtítulo 33, del Programa 01, Partida 05 “Ministerio del Interior”, la frase “de los Consejeros Regionales”, a continuación de la expresión “traslado”, de manera de precisar que su objetivo es evitar que los Consejeros Regionales obtengan viático para viajar al extranjero.



Consultada la Sala, se acuerda efectuar la enmienda correspondiente.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“I.- CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS



Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2006, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	15.297.533.252
	533.562.397
	14.763.970.855

	IMPUESTOS
	11.835.979.503
	
	11.835.979.503

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	989.366.384
	
	989.366.384

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	177.403.916
	134.597.358
	42.806.558

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	253.610.308
	5.299.242
	248.311.066

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	372.910.061
	
	372.910.061

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	275.291.329
	
	275.291.329

	VENTA  DE   ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	21.527.894
	
	21.527.894

	VENTA  DE  ACTIVOS  FINANCIEROS
	285.117.960
	
	285.117.960

	RECUPERACION  DE  PRÉSTAMOS
	221.533.050


	
	221.533.050

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	429.701.402
	393.665.797
	36.035.605

	ENDEUDAMIENTO


	406.261.488
	
	406.261.488

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.829.957
	
	28.829.957

	
	
	
	

	GASTOS
	15.297.533.252
	533.562.397
	14.763.970.855

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL
	2.509.340.017
	
	2.509.340.017

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	1.014.354.790
	
	1.014.354.790

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	4.009.459.766
	
	4.009.459.766

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.046.937.255
	130.205.376
	3.916.731.879

	INTEGROS AL  FISCO
	18.319.557
	9.691.224
	8.628.333

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	361.934
	
	361.934

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	103.365.040
	
	103.365.040

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS FINANCIEROS
	615.284.658
	
	615.284.658

	INICIATIVAS  DE 

INVERSIÓN
	1.098.202.151
	
	1.098.202.151

	PRÉSTAMOS
	191.583.031
	
	191.583.031

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.458.446.921
	393.665.797
	1.064.781.124

	SERVICIO DE LA DEUDA


	217.610.841
	
	217.610.841

	SALDO FINAL DE CAJA


	14.267.291
	
	14.267.291


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	IMPUESTOS


	1.298.300
	
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.098
	
	1.098

	RENTAS  DE  LA  PROPIEDAD


	1.093.600
	
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	3.262
	
	3.262

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	58.988
	
	58.988

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	1.657
	
	1.657

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	31.493
	
	31.493

	RECUPERACION DE PRÉSTAMOS


	939
	
	939

	ENDEUDAMIENTO


	23.485
	
	23.485

	SALDO INICIAL DE CAJA


	6.300
	
	6.300

	GASTOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	122.212
	
	122.212

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	161.555
	
	161.555

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	760
	
	760


	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	62.516
	
	62.516

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	8.740
	
	8.740

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	718.065
	
	718.065

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	10.970
	
	10.970

	PRÉSTAMOS


	939
	
	939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	524.521
	
	524.521

	SERVICIO DE LA DEUDA


	904.726
	
	904.726

	SALDO FINAL DE CAJA


	4.118
	
	4.118




Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2006, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	IMPUESTOS


	11.835.979.503
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.814.776
	98


	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	138.538.922
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	5.568.901
	3.228

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	67.776.333
	19.878

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	58.472
	

	RECUPERACION DE PRÉSTAMOS


	5.390.483
	

	ENDEUDAMIENTO


	324.000.000
	20.900

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	12.387.127.390
	2.438.004

	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	7.405.773
	

	Congreso Nacional


	58.551.641
	

	Poder Judicial


	189.429.390
	

	Contraloría General de la República


	24.993.228
	

	Ministerio del Interior


	324.074.316
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	27.289.616
	131.726



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	93.420.250
	

	Ministerio de Hacienda


	162.599.126
	

	Ministerio de Educación


	2.433.098.762
	

	Ministerio de Justicia


	312.332.594
	

	Ministerio de Defensa Nacional


	973.502.954
	157.276

	Ministerio de Obras Públicas


	633.823.584
	

	Ministerio de Agricultura


	159.628.783
	

	Ministerio de Bienes Nacionales


	5.646.591
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.412.639.386
	

	Ministerio de Salud


	949.750.066
	

	Ministerio de Minería


	20.787.145
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo


	438.147.952
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	41.516.552
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	29.518.198
	

	Ministerio de Planificación


	166.076.743
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	17.771.459
	

	Ministerio Público


	74.974.250
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	- Subsidios


	421.232.761
	

	- Operaciones    Complementarias


	1.224.226.724
	1.244.296

	- Servicio de la Deuda Pública


	184.689.546
	904.706

	TOTAL  APORTES


	12.387.127.390
	2.438.004


II Disposiciones Complementarias



Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda  nacional  o  en  monedas  extranjeras,  hasta por la cantidad de US$ 620.900 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.



Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 179.100 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.



Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2006 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, conviniéndose a plazos que no podrán exceder en cinco años al promedio que reste para el servicio de las deudas que se extinguirán, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2006, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.



La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.



Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera  convertida a dólares.



No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.



Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.



Artículo 5°.- La identificación previa a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, se aplicará respecto de los fondos aprobados en la presente ley para el ítem 02 del subtítulo 29, rigiendo al afecto lo dispuesto en dicho artículo y su reglamento.



Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a la disposición citada en el inciso precedente. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.



Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2006, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos. 



Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N°151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.



Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.



Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.



Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, mediante documento interno de administración del respectivo Servicio, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La emisión del referido documento y su visación podrán efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. 

 

Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.



Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.



Artículo 9°.- Los órganos y servicios públicos, regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante el sistema de contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar contratos de arrendamiento de inmuebles cuya renta mensual y/o plazo superen los que fije el referido Ministerio. 



Los organismos regidos por la ley N° 18.695 podrán requerir las autorizaciones previas a que se refiere el inciso anterior cuando acrediten que a la fecha de la solicitud, no adeudan aportes al Fondo Común Municipal ni registran ellos mismos o las corporaciones a través de las cuales administran los servicios traspasados en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1-3063, de 1979, del Ministerio del Interior, deudas por concepto de cotizaciones previsionales. Tratándose de operaciones de venta de inmuebles con pacto de recompra en un plazo determinado mediante contratos del sistema señalado en el inciso anterior, no podrá incluirse bienes inmuebles de uso público y áreas verdes sin valor comercial o sin uso alternativo para el que financia, tales como plazas, parques y similares.



Artículo 10.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación a el o los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 



Artículo 11.- Durante el año 2006, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N°19.882.



Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.



Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.



El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.



Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.



No obstante lo anterior, tales contrataciones estarán afectas a las autorizaciones previas, procedimientos y límites que se establezcan mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda.



Artículo 13.- Para los efectos de proveer durante el año 2006 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web  institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.



Artículo 14.- Los órganos y servicios públicos de la administra​ción civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.



Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.



Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motoriza​dos a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.



La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.



En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.



Artículo 15.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2006 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2005, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se  destinarán a los siguientes objetivos:



65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;



10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y



25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.



La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente, ni respecto de las enajenaciones que se efectúen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 17.174, en el decreto ley N° 2.569, de 1979 y en la ley N° 19.229.



No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes  inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del  plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.



Artículo 16.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:



1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.



2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos y a la asignación Provisión para Distribución  Suplementaria,  de la Partida  Tesoro Público, totalmente tramitados en el período,  dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.



3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.



4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurada en presupuesto inicial; presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.



5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 



6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.



7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 



8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.



Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial de Presupuestos.



Artículo 17.- Durante el año 2006, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$ 2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.



Artículo 18.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.



Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.



Artículo 19.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos.



Artículo 20.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 



Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N°3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley  N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.



Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.



La fijación de montos y plazos a que se refiere el artículo 9° de esta ley, se efectuará por oficio del Ministro de Hacienda. 


Artículo 21.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2006, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.”.

______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 2.950-07.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en general, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 44ª, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005.



Previene el señor Secretario General que los números 1), 2), 3), 4), 6) y 7) del artículo 1º, y los artículos primero y segundo transitorios deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. 



Agrega que el proyecto de ley, en su discusión en particular, debe ser informado, además, por la Comisión de Hacienda.



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 44ª, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005, la Sala acordó realizar la discusión en general de la iniciativa de ley, cerrando el debate y dejando pendiente la votación en general para esta sesión.



Puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 35 votos a favor, y una abstención del Honorable Senador señor Frei (don Eduardo), de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Sabag, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 12 de diciembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del tenor siguiente

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 



1) Modifícase el artículo 198 en la forma que se indica:



a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:



 “Artículo 198. Las causales de implicancia o recusación de los jueces, serán aplicables a los abogados llamados a integrar la Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones.”.



b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:



 “Además, será causal de recusación respecto de los abogados a que se refiere el inciso anterior, la existencia de relaciones laborales, comerciales o societarias, con el abogado o procurador de alguna de las partes, que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.



2) Modifícase el artículo 215 de la siguiente manera:



a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “por el orden de su designación en la lista de su nombramiento” por la siguiente: “según el orden o distribución que establezca la Corte respectiva, una vez oído a los nombrados.”.



b) Agrégase el siguiente inciso final:



 “Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.



3) Modifícase el artículo 217 de la siguiente manera: 



a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:



 “El llamamiento de los abogados a integrar preferentemente una misma sala se hará según el orden que, luego de oído el interesado, se le asignó en la lista de nombramiento. Sin embargo, la Corte podrá alterar dicho orden por razones de buen servicio. Igual procedimiento se utilizará para llamar a los demás abogados integrantes cuando no sea posible hacerlo con los que hubieren sido asignados preferentemente a la sala de que se trate, o cuando la Corte así lo disponga.”.



b) Agrégase al artículo 217 el siguiente inciso final:



 “Los abogados integrantes señalados en este artículo estarán sujetos a la calificación a que se refiere el artículo 273.”.



4) Modifícase el artículo 219 en la forma que se indica:



a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:



 “Artículo 219. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de este Código, el Presidente de la República designará ocho abogados para la Corte Suprema; trece para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y San Miguel; ocho para la Corte de Apelaciones de Concepción; cinco para la Corte de Apelaciones de Rancagua; cuatro para la Corte de Apelaciones de Talca; tres para las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Temuco, Valdivia y Puerto Montt; y dos para las demás Cortes de Apelaciones, previa formación por la Corte Suprema de las respectivas ternas.  El respectivo decreto de nombramiento deberá ser publicado en el Diario Oficial. 



Los abogados designados para integrar las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema, lo serán por un periodo de cinco años, efectuándose el nombramiento en el mes de enero del año en que comienza el quinquenio respectivo.”.



b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma:



Reemplázase, en el párrafo primero, la expresión “de cada año”, por “del año respectivo”, y elimínase la frase “,con excepción del límite de edad establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República de Chile,”.



c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:



 “Estas listas contendrán el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas por la Corte Suprema.  Para las referidas listas, la Corte de Apelaciones respectiva llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.



d) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:



 “Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte.  Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria.   A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.  No podrán participar en dicho concurso público quienes hubieren ejercido cargos de confianza exclusiva del Presidente de la República, hubieren servido como Diputado o Senador o hubieren militado en algún partido político, durante los dos años previos al concurso.”.



e) Intercálase, a continuación del inciso sexto, el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:



“Sin perjuicio de las acciones emanadas de los delitos que pudieren configurarse, de incurrir los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, en alguna de las conductas señaladas en el artículo 544 de este Código, de oficio o a petición de parte, el pleno de la Corte Suprema conocerá de los hechos sin forma de juicio, escuchando a las partes, y determinará la existencia o no de las conductas allí señaladas. De ser así, el abogado integrante será removido de su cargo. Contra la resolución que dicte el Pleno removiendo al abogado integrante sólo procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.



f) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, la frase “Si por cualquiera causa alguno de los abogados designados para la Corte Suprema”, por la expresión: “Si a consecuencia de lo señalado en el inciso anterior, o por cualquier otra causa, alguno de los abogados designados para la Corte Suprema o para las Cortes de Apelaciones”.



g) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, por el siguiente:



 “La Corte Suprema remitirá al Presidente de la República las ternas, y adjuntará las copias autorizadas de los antecedentes invocados en las postulaciones para abogados integrantes que sirvieron de base  para la elaboración de las respectivas listas y ternas, tanto en la Corte Suprema como en las Cortes de Apelaciones, según sea el caso.”. 



h) Agréganse, al final del artículo, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo:



 “A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar la Corte Suprema, les está prohibido patrocinar causas que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 



A los abogados designados por el Presidente de la República para integrar una Corte de Apelaciones, les está prohibido patrocinar juicios que se ventilen ante la Corte respectiva o que sean de competencia de tribunales que ejerzan jurisdicción dentro del territorio de dicha Corte, desde el juramento a que se refiere el inciso segundo del artículo 303 y mientras se mantengan en el cargo. 



Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, los abogados integrantes podrán ejercer las actividades señaladas cuando se trate de causas personales o de sus cónyuges o convivientes, ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos, y en asuntos que sean de competencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales o de los tribunales militares en tiempos de guerra.”.



5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 221, la expresión “treintava” por la siguiente: “veinteava”.



6) Introdúcese, a continuación del artículo 221, el siguiente artículo 221 bis:



 “Artículo 221 bis. Los abogados integrantes mencionados en los artículos anteriores no podrán desempeñar funciones en empresas públicas creadas por ley, y en sociedades en que el Estado, en forma directa o a través de órganos o servicios públicos, tuviere una participación mayor del 50% en su capital, administración o utilidades.”.



7) Agrégase, en el artículo 323 bis, el siguiente inciso final: 



 “La obligación señalada en este artículo regirá también respecto de los abogados integrantes a que se refieren los artículos 215 y 217. El abogado integrante que no haya dado cumplimiento a este requisito no podrá integrar sala en la Corte que haya sido nombrado.”.



Artículo 2º.- La presente ley comenzará a regir el 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.



Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que irrogue en su primer año de aplicación la presente ley, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos considerados para dicho año en el presupuesto del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, en su caso.

Disposiciones transitorias



Artículo primero transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley, el concurso público que se introduce en el inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales por la modificación contenida en la letra c) del numeral 4) del artículo 1º, se llevará a efecto en el mes de septiembre inmediatamente siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o, en su caso, dentro de los quince días siguientes si se publicare en dicho mes o en uno posterior.



Artículo segundo transitorio.- Las personas que hubieren sido nombradas por el Presidente de la República como abogados integrantes de la Corte Suprema a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán en dichas funciones hasta el fin del periodo por el cual fueron designados. En todo caso, les será aplicable lo dispuesto en los incisos décimo y duodécimo del artículo 219 y en el artículo 221 bis del Código Orgánico de Tribunales, ambos incorporados por la presente ley en la letra h) del numeral 4) del artículo 1º  y por el numeral 6) del mismo artículo, respectivamente.



De esta forma, el primer concurso público para proveer los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, que se establece en el inciso quinto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, conforme a la modificación que introduce la letra d) del numeral 4) del artículo 1º de la presente ley, se llevará a cabo en el mes de septiembre del año anterior al término de dicho periodo.



Las vacantes que se produzcan en los cargos de abogados integrantes de la Corte Suprema, entre la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la fecha en que se debe llevar a cabo el primer proceso de nombramiento conforme lo dispuesto en el inciso precedente, no serán provistas con una nueva designación. 



Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar en caso que el número de cargos de abogado integrante de la Corte Suprema que se encontraren siendo servidos sea inferior a seis, debiendo en tal caso procederse a la realización del concurso a que se refiere el inciso segundo del presente artículo para proveerlo de inmediato. La persona que fuere designada en aplicación de lo dispuesto en el presente inciso, permanecerá en su cargo por el periodo que faltare por cumplir a la vacante proveída, entendiéndose de pleno derecho nombrado como abogado integrante por el quinquenio siguiente.”.

_____________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.493-07.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en general, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 44ª, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los artículos 161 I y 161 J que se incorporan al Código Penal deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. 



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 44ª, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005, la Sala acordó realizar la discusión en general de la iniciativa de ley, cerrando el debate y dejando pendiente la votación en general para esta sesión.



Puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 30 votos a favor y un pareo del Honorable Senador señor Cariola, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 19 de diciembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del tenor siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único: Incorpórase en el Código Penal, a continuación del artículo 161, el siguiente Título III-A, nuevo, del Libro Segundo:

“TITULO III-A

(Artículos 161 A a 161 M)

DE LOS CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS CONTRA LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

1.- Del genocidio

(Artículos 161 A a 161 B)



Artículo 161 A. El que con la intención de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal, cometa cualquiera de los actos que a continuación se señalan, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.



a) Homicidio de miembros del grupo en los términos señalados en el artículo 391 del Código Penal. Si concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado;



b) Agresiones sexuales de aquéllas referidas en los artículos 361, 362, 363, 365 bis y 366 ter o lesiones o mutilaciones a los miembros del grupo de las aludidas en los artículos 395 a 398 del Código Penal, o



c) Lesiones graves a la integridad mental de los miembros del grupo.



Artículo 161 B. El que, con los mismos fines señalados en el artículo precedente, someta intencionalmente a los miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial o les imponga medidas destinadas a impedir nacimientos en su seno será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio.

2.- De los crímenes de lesa humanidad

(Artículo 161 C)



Artículo 161 C. El que, como parte de un ataque sistemático o generalizado contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización o para promover esas políticas, cometa cualquiera de los delitos o actos señalados en el inciso primero del artículo 161 A, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. Si se hubiera cometido homicidio y concurrieren dos o más agravantes se impondrá siempre el presidio perpetuo, simple o calificado.



Será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, el que con los fines anteriores realice algunas de las conductas siguientes:



a) Someta intencionalmente a la población civil a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;



b) Someta a uno o más de sus miembros a la esclavitud, ejerciendo a su respecto los atributos del derecho de propiedad, incluido el ejercicio de éstos en el tráfico de personas;



c) Practique deportaciones o traslados forzosos, desplazando a una o más personas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que están legítimamente presentes a otro Estado o lugar dentro del territorio de la República, sin motivos autorizados por el Derecho Internacional;



d) Encarcele o prive en forma grave e ilegal de la libertad, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional;



e) Aprehendiere, detuviere o secuestrare a una persona, seguida de la negativa a informar sobre dicha privación de libertad o sobre la suerte o el paradero de la víctima, con la intención de dejarlo fuera del amparo de la ley;



f) Ejecute actos de tortura como los descritos en el artículo 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar;



g) Imponga a otro el ejercicio de la prostitución en forma forzada o a través de engaño o abuso de autoridad;



h) Prive a una persona de su capacidad reproductiva contra su voluntad y sin justificación en un tratamiento médico o clínico o forzare el embarazo de una mujer con la intención de modificar la composición étnica de la población;



i) Cause cualquiera otra clase de lesiones no comprendidas en la letra b) y c) del inciso primero del artículo 161 A, o



j) Prive a otro, en forma intencional y grave, de sus derechos fundamentales en razón de su pertenencia a un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros.



Los actos ejecutados en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno más grupos raciales y con la intención de mantener este régimen se considerarán siempre como un ataque de aquéllos referidos en el Inciso primero.

3.- De los crímenes de guerra

(Artículos 161 D a 161 H)



Artículo 161 D. Para los efectos de este Párrafo se entenderá por:



a) Conflicto armado de carácter internacional: Los casos de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o más Estados, aunque uno de ellos no haya reconocido el estado de guerra, así como los casos de ocupación total o parcial del territorio de un Estado, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar.



b) Conflicto armado de carácter no internacional: Aquél que tiene lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos, cuando dichos grupos armados tengan un control territorial. No constituyen conflicto de este carácter las situaciones de disturbios y tensiones internas que constituyan actos aislados y esporádicos, como los motines.



c) Personas protegidas:



1) Los heridos, enfermos o náufragos y el personal sanitario o religioso, protegidos por el I y II Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



2) Los prisioneros de guerra protegidos por el III Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



3) La población civil y las personas civiles protegidas por el IV Convenio de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



4) Las personas fuera de combate y el personal de la Potencia Protectora y de su sustituto, protegidos por los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional del 8 de junio de 1977;



5) Los parlamentarios y las personas que los acompañen, protegidos por el Convenio II de La Haya de 29 de Julio de 1899;



6) El personal de Naciones Unidas y personal asociado, protegidos por la Convención sobre la Seguridad del Personal de Naciones Unidas y del Personal Asociado, de 9 de Diciembre de 1994;



7) En el caso de los conflictos armados de carácter no internacional, las personas que no participen directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en ellas, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, amparadas por el artículo 3º común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo II Adicional del 8 de junio de 1977, y



8) En general, cualquiera otra persona que tenga dicha condición en razón de algún tratado internacional suscrito por Chile.



Artículo 161 E. El que, con ocasión de un conflicto armado de cualquier tipo, realice alguna de las conductas que se detallan a continuación, sufrirá, además de la pena que correspondiere por los resultados lesivos producidos, la pena de presidio mayor en su grado mínimo:



a) Capturar, detener o mantener a una persona protegida, amenazando con matarla, herirla o mantenerla detenida con el objeto de obligar a un Estado, a una organización internacional, una persona natural o jurídica o un grupo de personas a que actúen o se abstengan de actuar como condición expresa o tácita de la seguridad o la puesta en libertad de esa persona;



b) Practicar en contra de una persona protegida actos de tortura, en los términos descritos en los artículos 150 A del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar; causarle deliberadamente grandes dolores o sufrimientos físicos o mentales; atentar gravemente contra su integridad física o salud o someterle a experimentos biológicos que pongan en grave peligro su vida e integridad y que no se hayan realizado con fines terapéuticos o no estuvieran justificados por razones médicas ni se hayan llevado a cabo en interés de la persona;



c) Utilizar como escudo a una persona protegida, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;



d) Detener ilegalmente a una persona protegida, en violación de normas fundamentales de Derecho Internacional, deportarla o trasladarla ilegalmente, desplazándosele, por expulsión u otro actos coactivos, de la zona en que legítimamente está presente, a otro Estado o lugar dentro del territorio, sin motivos autorizado por el Derecho Internacional;



e) Condenar o ejecutar a una persona protegida sin sentencia previa pronunciada por un tribunal constituido regularmente y que haya ofrecido todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables o, en cualquier circunstancia, denegarles su derecho a un juicio justo;



f) Obligar a una persona protegida a participar en operaciones bélicas contra su país o sus fuerzas armadas o a servir en las fuerzas de una potencia extranjera, o



g) Destruir o apropiarse de bienes de una persona protegida, por causas no justificadas por necesidades militares y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente.



Artículo 161 F. Se aplicará, asimismo, adicionalmente a la pena que corresponda por el resultado lesivo de las conductas, la de presidio mayor en su grado medio al que en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:



a) Lance un ataque contra una población civil en cuanto tal o contra personas que no participen directamente en las hostilidades; contra bienes de carácter civil, esto es que no sean objetivos militares; contra ciudades, aldeas, pueblos o edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares; contra un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido o, en general, contra cualesquiera de los objetivos anteriores, a sabiendas de que causará pérdida de vidas y lesiones a civiles o daños a objetos de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio natural, manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa del conflicto que se prevea;



b) Utilizare como escudo a una población civil, buscando la seguridad de un objetivo o zona militar;



c) Privare a personas civiles de objetos indispensables para su supervivencia con la intención de hacerlos padecer hambre como método de guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo;



d) Ordene, directa o indirectamente, el traslado de parte de su propia población a un territorio ocupado o la deportación, expulsión o traslado de la población civil del territorio ocupado fuera o dentro de ese territorio;



e) Lance un ataque contra una persona, edificio, unidad o medios de transporte sanitario u otros bienes que utilicen de conformidad con el derecho internacional un emblema distintivo u otro método de identificación que indique que gozan de protección con arreglo a los Convenios de Ginebra o contra el personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y que tengan derecho a la protección a la otorgada a las personas civiles o bienes de carácter civil con arreglo al derecho internacional, o



f) Ataque uno o más edificios dedicados a la religión, instrucción, artes, ciencias o beneficencia, monumentos históricos, hospitales o lugares en que se agrupe a enfermos y heridos que no sean objetivos militares.



La misma pena, además de aquélla previstas por el resultado de las conductas lesivas cometidas, se aplicará al que, en el marco del conflicto armado:



a) Actúe a traición, ganándose la confianza de una o más personas pertenecientes a la nación o ejército enemigo, haciéndoles creer que tenía derecho a protección o que estaba obligado a protegerlos en virtud de las normas del derecho internacional aplicable a los conflictos armados, cometiere homicidio o lesiones en contra de ellos;



b) Ordene o haga una declaración en el sentido que no hayan sobrevivientes para amenazar a un adversario u ordene proceder a las hostilidades de manera que no quedasen sobrevivientes;



c) Destruya o se apropie de un bien de la parte enemiga protegido por el Derecho Internacional de los conflictos armados y que no esté justificado por necesidades militares;



d) Disponga la abolición, suspensión o inadmisibilidad de las acciones y derechos de los nacionales de la potencia extranjera ante un tribunal, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a máximo;



e) Obligue a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio de su país antes del inicio de la guerra, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, o



f) Se apropie, sin la voluntad de su dueño, de un bien del enemigo para su uso personal o privado.



Artículo 161 G. Se aplicará, además de la que corresponda por el resultado lesivo de sus conductas, la pena de presidio mayor en su grado máximo al que, en el marco de un conflicto armado de cualquier tipo:



a) Use armas que descarguen sustancias que, como resultado de su uso, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, causen la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades tóxicas;



b) Emplee gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo que, siguiendo el curso normal de los acontecimientos, cause la muerte o un grave daño para la salud por sus propiedades asfixiantes o tóxicas;



c) Use, conociendo sus resultados, balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a máximo, o



d) Reclute o aliste a una o más personas menores de quince años en las fuerzas armadas nacionales o grupos armados o las haya utilizado para participar activamente en las hostilidades.



Artículo 161 H. Será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo el que en el marco de un conflicto armado:



a) Use la bandera blanca para fingir una intención de negociar cuando no se tenía esa intención;



b) Use la bandera, insignia o uniforme enemigo en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, mientras se lleva a cabo un ataque;



c) Use la bandera, insignia o uniforme de las Naciones Unidas en una forma prohibida por el Derecho Internacional de los conflictos armados, o



d) Use los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de 12 de Agosto de 1949 para fines de combate en forma prohibida por el derecho internacional de los conflictos armados.

4.- Disposiciones comunes a los párrafos anteriores

(Artículos 161I a 161 M)



Artículo 161I. Además de los casos señalados en el artículo 6º del Código Orgánico de Tribunales y en leyes especiales, serán sometidos a la jurisdicción chilena los delitos a que se refieren los párrafos anteriores, cuando hayan sido cometidos por chilenos o sus víctimas fueran connacionales, aún cuando hubieran ocurrido en el extranjero.



Sin embargo, en dichos casos tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 13º del Código Procesal Penal.



Artículo 161 J. Cuando se encontrare en territorio chileno o en lugares sometidos a su jurisdicción una persona sospechosa de haber cometido alguno de los delitos tipificados en los párrafos precedentes, deberán adoptarse todas las medidas necesarias para ejercer la jurisdicción respecto de dicho crimen si así lo permitieran los tratados internacionales ratificados por Chile o, en su defecto, ponerlo a disposición de los tribunales penales extranjeros o internacionales correspondientes.



Artículo 161 K. El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será responsable como autor por los delitos tipificados en esta ley que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:



a) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos, y



b) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.



En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el inciso anterior, el superior será penalmente responsable como autor por los crímenes que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:



a) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;



b) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo, y



c) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.



Artículo 161 L. Quien hubiere cometido un crimen establecido en esta ley en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, será eximido de responsabilidad penal si estuviere obligado por ley a obedecer dichas órdenes y no supiera que la orden era ilícita.



No procederá la eximente de responsabilidad anterior en el caso que la orden fuera manifiestamente ilícita. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra son siempre manifiestamente ilícitas.



Artículo 161 M. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por el crimen.



El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen previsto en esta ley no se considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por ese crimen o si queda comprendido en el artículo anterior.”.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Perquenco, sobre decisión de cerrar las escuelas rurales Novoa G-395, Pitraco G-332, Necul G-331 y Los Quiques G-327.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, respecto a trabajos de consolidación con ripio del camino que une los sectores rurales de Contranco y Lolco, comuna de Lonquimay.



--Del Honorable Senador señor Moreno, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Sexta Región, acerca del problema habitacional que aqueja a 127 familias de la comuna de Malloa, Sexta Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



--Del Honorable Senador señor Vásquez, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, sobre licitación de los trabajos para la recuperación y mantenimiento de la línea férrea desde Santiago a Puerto Montt.



Al respecto, el Honorable Senador señor Vásquez solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala para poder enviar los oficios pertinentes en nombre de la Corporación.



Consultada la Sala, así se acuerda.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), deja constancia que la decisión adoptada es de carácter excepcional, puesto que existe un procedimiento contemplado en el Reglamento de la Corporación, en orden a que cada señor Senador debe solicitar el envío de oficios, en su propio nombre.



El señor Presidente manifiesta que lo acordado por la Sala no constituye un precedente.

_________________

HOMENAJE



El señor Presidente anuncia que, a solicitud del Comité Partido Renovación Nacional, corresponde rendir homenaje en memoria del Teniente de Carabineros señor Hernán Merino Correa, fallecido en cumplimiento de su deber el 6 de noviembre de 1965, en el sector de Laguna del Desierto, y saluda a las personas que se encuentran en las tribunas acompañando este recuerdo.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien rinde homenaje en memoria del Teniente de Carabineros señor Hernán Merino Correa.



A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Stange, Cordero y Naranjo, quienes adhieren al homenaje, en sus nombres y en el de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Institucionales 1 y Partido Socialista, respectivamente.



El señor Presidente hace presente que los demás Comités del Senado han hecho llegar su adhesión al homenaje en memoria del Teniente de Carabineros señor Hernán Merino Correa.



El señor Presidente declara terminado el homenaje.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Vásquez, quien realiza una explicación de los oficios que ha solicitado y que se refieren a la licitación de los trabajos para la recuperación y mantenimiento de la línea férrea desde Santiago a Puerto Montt.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la situación que afecta a más de un centenar de docentes y paradocentes de establecimientos educacionales municipalizados de la comuna de Tierra Amarilla.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado para que, si lo tiene a bien, analice la situación descrita.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Asimismo, el Honorable Senador señor Prokurica se refiere a la licitación de la construcción del tramo de la Ruta 5 Norte, que va desde La Serena hasta Caldera.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 2 e Institucionales 1 y los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Socialista.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 47ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE NOVIEMBRE DE 2.005



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTA



Se da por aprobada el acta de la sesión cuadragésima cuarta, ordinaria, de 2 de noviembre de 2005, que no ha sido observada.

___________________________

CUENTA

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (Boletín Nº 3.367-13);



2) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el fin de exigir licencia especial clase “F” para conducir vehículos de emergencia de bomberos (Boletín Nº 3.556-15), y



3) Proyecto de ley que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia (Boletín N° 3.989-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el cuarto y con el quinto, comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego (Boletín N° 3.336-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



2) El que modifica el Código Sanitario respecto de la receta médica (Boletín N° 3.915-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Con el sexto, somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a don Mario Adolfo Fernández Baeza como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional.



-- Por acuerdo de la mayoría de los Comités, queda para tabla de la presente sesión.



Dos del señor Ministro del Interior, mediante los cuales responde los correspondientes oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a los efectos del cese de funciones de la empresa ASALCO, contratista del Ministerio de Obras Públicas, y a la situación de aislamiento de los habitantes del margen sur del Río Simpson, en el sector El Farellón.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Certificado



Certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 4.035-05).



-- Queda para tabla.

___________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, 

con certificado de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, con certificado de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 4.035-05, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que el proyecto de ley debe ser discutido en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de discusión inmediata, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Hacienda aprobó tanto en general como en particular esta iniciativa de ley, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general y en particular del proyecto de ley, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2005, un reajuste de 5,0% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.



El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean establecidas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.



Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, fijadas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2005.



Artículo 2º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.



El monto del aguinaldo será de $ 28.837 para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2005 sea igual o inferior a $ 350.000 y de $ 15.299, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.



Artículo 4º.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.



Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Artículo 5º.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.



El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Artículo 6º.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las corporaciones de asistencia judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.



El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.



Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



Artículo 7º.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.



Artículo 8º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2006 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2006, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de esta ley.



El monto del aguinaldo será de $ 37.835 para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2006, sea igual o inferior a $ 350.000, y de $ 26.355, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



En los casos a que se refieren los artículos 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.



Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.



Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles.



Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.



Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.



La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.



Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; y a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980 y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo de entre cinco y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 37.280, el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 18.640 cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2006. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.



En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.



Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2006, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 15.595 por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $ 350.000, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.



Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.



Artículo 15.- Concédese durante el año 2006, a los trabajadores no docentes que se desempeñen en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.



Iguales beneficios tendrán los trabajadores no docentes que tengan las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñen en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.



Artículo 16.- Durante el año 2006 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $64.799.



El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.



Artículo 17.- Increméntase en $ 2.327.014 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2005. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.



La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2005.



Artículo 18.-  Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2006, los montos de “$ 158.068”, “$ 179.260” y “$ 192.818”, a que se refiere el artículo 21 de  la ley  Nº  19.429, por “$ 165.971“, “$ 188.223“ y “$ 202.458”, respectivamente.



Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $ 1.300.000, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.



Artículo 20.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2006, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:



“Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2006, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Unico de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:



- De $ 4.126 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 128.445;



- De $ 4.014 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 128.445 y no exceda los $ 251.585;



- De $ 1.307 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 251.585 y no exceda los $ 392.387, y



- Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 392.387 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores; dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.".



Artículo 21.- Fíjase en $ 4.126 a contar del 1 de julio del año 2006, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.



Artículo 22.- Concédese por una sola vez en el año 2006, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, un bono de invierno de $ 32.862.



El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2006, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.



No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.



Artículo 23.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2006, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2006, de $ 10.372.  Este aguinaldo se incrementará en $ 5.339 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.



Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho a los aguinaldos a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho a los aguinaldos en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.



Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2006 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129.



Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8º de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, líquidas.



Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles.



Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga este artículo o el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.



Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 25 de diciembre del año 2006, un aguinaldo de Navidad del año 2006 de $ 11.896. Dicho aguinaldo se incrementará en $ 6.715 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.



Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión.



En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de este artículo.



Artículo 24.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.



Artículo 25.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2006, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $137.336 trimestrales.



Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.



La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 3.975 personas.



En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.



Artículo 26.- Durante el año 2006, el porcentaje de la asignación establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.041, no podrá ser inferior al determinado para el año 1999.



Artículo 27.- Modifícase la ley Nº 19.464 en la siguiente forma:



a) Reemplázase en el inciso primero del artículo 7º la frase “y enero del año 2005” por “, enero del año 2005 y enero del año 2006,” y



b) Sustitúyese en el artículo 9º, el guarismo “2006” por “2007”.



Artículo 28.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en los artículos 2°, 3°, 5° y 6°, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2005, cuyo monto será de $ 55.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2005 sea igual o inferior a $ 350.000, y de $ 27.500 para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de $1.300.000 de remuneración líquida.



Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley.



Artículo 29.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2005 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.



El gasto que irrogue durante el año 2006 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2006, dispuestas por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los que podrán ser dictados en el mes de diciembre de 2005.



Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo trigésimo cuarto de la ley N° 19.882:



a.- Al inciso primero:



a.1.- Suprímese la frase siguiente: “, durante los años 2003 al 2006,”, y sustitúyese el guarismo “25%” por “40%”.



a.2.- Agrégase antes de la coma (,) que sigue a la oración “de los establecimientos antes indicados”, las palabras “de cada región”. 



a.3.- Agrégase al final del punto (.) aparte que pasa a ser punto (.) seguido la oración siguiente: “Además, tendrán derecho a este incentivo los funcionarios que ejerzan sus funciones en las dependencias centrales de las direcciones regionales, siempre que pertenezcan a las cinco regiones cuyos establecimientos en promedio obtengan los mejores resultados comparativos conforme al procedimiento que establezca el reglamento.”.



b.- Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente: “El incentivo que trata este artículo sólo podrá concederse hasta el monto de los recursos financieros que contemple para estos efectos la Ley de Presupuestos de cada año. Durante el año 2006, este incentivo sólo podrá concederse hasta un monto total ascendente a $ 306.189.000.”.



Lo dispuesto en el presente artículo, entrará en vigencia a contar del 1 de enero de 2006.



Artículo 31.- Concédese, por una sola vez, un bono de $ 20.000, al personal no docente señalado en el artículo 2° de la ley N° 19.464, que haya desempeñado funciones durante los meses de marzo a octubre del año 2005 y que en el mes de octubre de 2005 haya percibido una remuneración bruta igual o inferior a $ 200.000, siempre que desempeñe una jornada de trabajo de 45 ó 44 horas semanales, según corresponda. Para aquellos que se desempeñen por jornadas parciales de trabajo, la remuneración y el monto del bono se calcularán proporcionalmente a una jornada laboral de 45 horas.



Este bono no será imponible ni tributable y se pagará a partir del mes siguiente al de la publicación de la presente ley al personal señalado en el inciso anterior, siempre que se encuentre en funciones a la fecha de su pago.



La cantidad máxima de personal no docente que tendrá derecho a este bono será de 18.000 personas, priorizándose a aquellos de menor remuneración.



Este bono será de cargo fiscal y el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales subvencionados, tanto del sector municipal como particular, y de los establecimientos de educación técnico profesional regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, y además determinará  los mecanismos de resguardo de su aplicación para su pago. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.



Artículo 32.- Reemplázase en la letra c) del inciso primero del artículo 10 de la ley N°19.933, las cantidades “$ 7.400” y “$ 7.788” por las siguientes: “$ 7.437” y “$ 7.826”, respectivamente.



Artículo 33.- Concédese, por una única vez, un bono no imponible de $ 135.000, a los profesionales de planta y a contrata, nombrados o asimilados a la planta de profesionales, entre los grados 17° al 10° de la escala de sueldos base del decreto ley N° 249, de 1973, que se desempeñen en unidades de apoyo clínico terapéutico y diagnóstico de los establecimientos asistenciales dependientes de los Servicios de Salud, y que no perciban la asignación de turno a que se refiere el decreto ley N° 2.763, de 1979, en sus artículos 72 al 75.



El pago del bono se efectuará en una sola cuota en el curso del mes de diciembre de 2005. Será percibido por aquellos funcionarios formalmente destinados a prestar servicios en las unidades de trabajo mencionadas, a lo menos a contar del 1° de mayo de 2005 y que, además, se encuentren en servicio a la fecha del pago.



El derecho a este bono estará limitado a una cantidad máxima de 550 profesionales. El Ministerio de Salud, por resolución, asignará el cupo máximo de profesionales beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud. 



Artículo 34.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.059, antes del punto (.) seguido la oración siguiente: “o se hayan acogido a dicho beneficio entre el 1 de enero de 2004 y el 1 de octubre de 2005, ambas fechas inclusive.”.



Artículo 35.- El Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá contratar, según las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, al personal que se desempeña en la Orquesta de Cámara de Chile y el Ballet Folclórico Nacional, hasta el máximo de trabajadores que autorice la Ley de Presupuestos. 



Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, durante el año 2006 el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá contratar hasta 87 trabajadores cuyo gasto será imputado al ítem 09-16-01-24-03.098, de la Partida Presupuestaria del Ministerio de Educación.



El mayor gasto fiscal que representa el pago de las cotizaciones de previsión y salud del personal señalado en el inciso anterior para dicho año, será con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.



Artículo 36.- Establécese un bono pro calidad de la dotación docente, para los profesionales de la educación que presten servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal, administrados ya sea directamente por las municipalidades o a través de las corporaciones municipales, que habiendo sido evaluados de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, hayan dejado de pertenecer a la dotación docente por encontrarse en la situación señalada en el inciso séptimo del artículo antes mencionado. Este bono ascenderá a los montos siguientes, según corresponda:



a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.



b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.



c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.



d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.



Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en el inciso anterior, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable y será de cargo del empleador.



Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.



Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviere por tercer año consecutivo de evaluación y cualquiera de ellos se deba a la aplicación de la presunción antes referida, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, a mas tardar al término del año laboral docente, sin derecho a percibir el bono a que se refiere este artículo.



Durante el año 2006, el bono del presente artículo se financiará con cargo al ítem 09-01-04-24-03.519 de la Ley de Presupuestos de dicho año, y su monto ascenderá a las cantidades establecidas en el inciso primero de este artículo según sea el promedio de remuneraciones indicada en dicha Ley de Presupuestos.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Orpis y Ominami.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por 36 votos a favor.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre agricultura orgánica, con segundo informe de la Comisión de Agricultura, e 

informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con segundo informe de la Comisión de Agricultura, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.674-01, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Agricultura efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la supresión del artículo 5º, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cariola, Coloma y Vega, y el voto en contra del Honorable Senador señor Moreno, y la enmienda realizada al artículo 6º, que pasa a ser artículo 5º, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cariola, Coloma y Moreno, y el voto en contra del Honorable Senador señor Naranjo.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Agricultura deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1º, 2º, 4º, 7º, 9º, 10 y 11.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 2, 3 y 4.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo.  



4.- Indicaciones rechazadas: la número 1.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Agricultura somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 5º



Suprimirlo.

Artículo 6°



Pasa a ser 5°, con la siguiente enmienda:



Suprimir en el inciso primero el vocablo “procedimientos” y la coma (,) que le sigue.

Artículo 7°



Pasa a ser 6°, sin enmiendas.

Artículo 8°



Pasa a ser artículo 7°, sustituido por el siguiente:



“Artículo 7º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán  a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.”.

Artículos 9°, 10 y 11



Pasan a ser artículos 8°, 9° y 10, respectivamente, sin modificaciones.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que, por su parte, la Comisión de Hacienda, de acuerdo con su competencia, se pronunció respecto de los artículos 8º, 9º y 10 del proyecto, dándole la aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Páez, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Agricultura.

- - -



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Agricultura y en el informe de la Comisión de Hacienda, esto es, los artículos 1º, 2º, 4º, 7º, que pasa a ser artículo 6º, 9º, 10 y 11, que pasan a ser artículos 8º, 9º y 10, respectivamente, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que se renovara una indicación o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir las proposiciones de la Comisión.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señor Gazmuri, señora Frei (doña Carmen) y señores Horvath, Moreno, Naranjo, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva y Viera-Gallo, la que tiene por objetivo agregar un inciso segundo, nuevo, al artículo 3º del proyecto de ley, del siguiente tenor:



“En el caso de comercialización directa a los consumidores, ya sea en ferias, tiendas, mercados locales u otros, por parte de agricultores ecológicos (pequeños productores, familiares, campesinos e indígenas), insertos en procesos propios de organización y control social, previamente registrados en el organismo fiscalizador, éstos podrán tener sistemas propios y alternativos de certificación, una vez esté asegurada a los consumidores y al órgano fiscalizador, la rastreabilidad del producto y el libre acceso a los locales de producción o procesamiento.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma, Gazmuri, Moreno, Martínez, Larraín, Naranjo, Sabag y Vásquez.



Cerrado el debate y puesta en votación esta indicación, es aprobada por 17 votos a favor, 7 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos de los Honorables Senadores señores Fernández y Prokurica.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Parra, Ruiz-Esquide, Silva, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Cariola, García, Larraín, Martínez, Orpis, Romero y Vega.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Espina y Flores.



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Agricultura, respecto a la supresión del artículo 5º, que fue aprobada por 3 votos a favor y un voto en contra.



En discusión la referida proposición, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Agricultura, es aprobada con el voto en contra del Honorable Senador señor Moreno, quien solicita dejar constancia de su desacuerdo con la eliminación de la norma indicada.



Luego, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Agricultura, referida al artículo 6º, que pasa a ser artículo 5º, en cuanto a la supresión, en el inciso primero, del vocablo “procedimientos” y la coma (,) que le sigue, que fue aprobada por 3 votos a favor y un voto en contra.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada proposición de la Comisión de Agricultura, es aprobada con el voto en contra del Honorable Senador señor Moreno.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY



Artículo 1º.-  Esta ley regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, en adelante el Sistema.



El objeto del Sistema es asegurar y certificar que los productos orgánicos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.



Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por “productos orgánicos agrícolas” aquellos provenientes de sistemas holísticos de gestión de la producción en el ámbito agrícola, pecuario o forestal, que fomenta y mejora la salud del agroecosistema y, en particular, la biodiversidad, los ciclos biológicos y la actividad biológica del suelo.



La certificación de productos orgánicos agrícolas se regirá exclusivamente por las disposiciones establecidas en este cuerpo legal y su normativa complementaria.



Artículo 3º.- El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos. Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.

 

En el caso de comercialización directa a los consumidores, ya sea en ferias, tiendas, mercados locales u otros, por parte de agricultores ecológicos (pequeños productores, familiares, campesinos e indígenas), insertos en procesos propios de organización y control social, previamente registrados en el organismo fiscalizador, éstos podrán tener sistemas propios y alternativos de certificación, una vez que esté asegurada a los consumidores y al órgano fiscalizador, la rastreabilidad del producto y el libre acceso a los locales de producción o procesamiento.



Artículo 4º.- El Servicio Agrícola y Ganadero será la autoridad competente encargada de fiscalizar el cumplimiento de esta ley y su normativa complementaria, y de sancionar las infracciones señaladas en los artículos 9º y 10, de acuerdo con el procedimiento de sanción y reclamación contenido en el Párrafo IV, del Título I de la ley N° 18.755.



Asimismo, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero administrar y controlar el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas, pudiendo encomendar la aplicación del mismo a entidades certificadoras inscritas en su registro.



Las atribuciones que esta ley le otorga al Servicio Agrícola y Ganadero serán ejercidas por dicho organismo, sin perjuicio de aquellas que les correspondan a otros organismos públicos.

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO



Artículo 5°.- Los requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  El reglamento y las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.



Dicho reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.



Artículo 6º.- La certificación de los productos que cumplan con las normas a que se refiere esta ley, para ser considerados como productos orgánicos agrícolas, deberán efectuarla entidades acreditadas en certificación de productos.  Dicha certificación se hará de acuerdo con normas internacionales o con normas técnicas chilenas equivalentes, inscritas en el registro que para tal efecto llevará el Servicio Agrícola y Ganadero.



Asimismo, dicho Servicio podrá reconocer, respecto de productos importados, la certificación efectuada de acuerdo con sistemas nacionales de certificación de productos orgánicos de terceros países.



El reglamento establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito señalado en el inciso primero y las exigencias que deberá cumplir el personal de dichas entidades para llevar a cabo la certificación.



Artículo 7º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.



Artículo 8º.- Por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES



Artículo 9°.- Constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.


Artículo 10.- Se sancionará con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:



a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.



b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.



c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.



d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.



En la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.



En caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.”.

____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.867-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de haber discutido solamente en general esta iniciativa, no obstante de tratarse de aquéllas de artículo único, y propone al señor Presidente que la Sala proceda de igual forma.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales si se encontrare en grado de frustrada.”.”.

- - -



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia en su informe que, paralelamente a la tramitación de la presente iniciativa de ley, se encuentra en curso un proyecto, iniciado en moción del Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández, relativo al hurto falta, correspondiente al Boletín Nº 3.969-07, el que actualmente cumple su primer trámite constitucional en el Senado, cuyas disposiciones serán integradas al articulado del proyecto en discusión por la vía de una indicación, y que se propondrá el archivo del referido boletín, una vez despachada la discusión en particular del presente proyecto de ley.



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación en general esta iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 12 de diciembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación, con segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01, refundidos.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, la primera referida a la modificación del artículo 448 quáter introducido al Código Penal, que fue aprobada por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Espina y Viera-Gallo, y la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide; y la segunda relativa al inciso segundo, nuevo, que se agrega al artículo 206 del Código Procesal Penal, que fue acordada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick y Espina, y 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:



 1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones o modificaciones: ninguno.

 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 5 y 8.

 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2 y 9.



 4.- Indicaciones rechazadas: 3, 4, 6 y 7.

 

5.- Indicaciones retiradas: 1.

 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo único



Sustituir el enunciado del artículo por “Artículo 1º” 

Letra d)



- Sustituir el inciso primero del artículo 448 ter, contenido en este literal, por el siguiente:



“Artículo 448 ter. Una vez determinada la pena que correspondería a los autores, cómplices y encubridores de abigeato sin el requisito de tratarse de la sustracción de animales y considerando las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal concurrentes, el juez deberá aumentarla en un grado.”. 



- Sustituir, en el inciso tercero del mismo artículo 448 ter, la frase “con prescindencia de la expresada circunstancia”, por “con prescindencia del requisito de tratarse de la substracción de animales”. 



- Sustituir, en el inciso primero del artículo 448 quáter, introducido al Código Penal por la letra d) del artículo 1º del proyecto, las palabras “o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas y no puedan justificar razonablemente su porte”, reemplazando la coma (,) que le antecede por un punto (.) seguido, por la siguiente oración final: ”El porte, en dichas circunstancias, de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas, se castigará de conformidad con lo establecido en el artículo 445.”.



- Sustituir, en el inciso segundo del citado artículo 448 quáter, la palabra “autocrotales” por “Dispositivos de Identificación Individual Oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero”. 



- Sustituir, en el inciso tercero del artículo 448 quáter, la expresión “por abigeato”, por “que proceda”. 



- Agregar el siguiente artículo 2º, nuevo:



“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 206 del Código Procesal Penal:



“Tratándose del delito de abigeato, la policía podrá ingresar a los predios cuando existan fundadas sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito, siempre que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez, en su caso, facilitará la concreción del mismo o la impunidad de sus hechores.”.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a la sustitución de una oración, en el inciso primero del artículo 448 quáter que se introduce al Código Penal, que fue aprobada por 4 votos a favor y una abstención.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



El señor Presidente, atendidas las explicaciones sobre la materia expresadas por el Honorable Senador señor Espina, solicita al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide que modifique su voto de abstención.



El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifiesta que cambia su voto por una postura favorable a la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General indica que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, referida a la sustitución del inciso segundo, nuevo, que se agrega al artículo 206 del Código Procesal Penal, enmienda que fue acordada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Cariola, Viera-Gallo, Espina y Aburto.

_____________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Aburto señala que la forma más apropiada de redacción de la norma sería reemplazar la expresión “fundadas sospechas” por “indicios o sospechas”, en atención a que la palabra “indicios” se utiliza en la normativa penal como sinónimo de presunción.

_____________



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Aburto, resultando aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:



a) Modifícase el artículo 449 en los siguientes términos:



- En el inciso primero, elimínanse las frases “, de caballos o bestias de silla o carga, de ganado mayor, menor o porcino,” y “sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.



- Deróganse los incisos tercero y quinto.



- En el inciso cuarto, suprímese la expresión “beneficie o”.



b) Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 454.



c) En el artículo 456 bis A, reemplázase la frase “especies hurtadas o robadas” por la siguiente: “especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato”.



d) Intercálase, en el Título IX del Libro segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, a continuación del artículo 448, el siguiente párrafo 4 bis, nuevo.



“4 bis. Del Abigeato



Artículo 448 bis. El que robe o hurte uno o más caballos o bestias de silla o carga, o especies de  ganado mayor, menor o porcino, comete abigeato y será castigado con las penas señaladas en los párrafos 2, 3 y 4.



Artículo 448 ter. Una vez determinada la pena que correspondería a los autores, cómplices y encubridores de abigeato sin el requisito de tratarse de la substracción de animales y considerando las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal concurrentes, el juez deberá aumentarla en un grado.  



Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.



Si la pena consta de dos o más grados, el aumento establecido en el inciso primero se hará después de determinar la pena que habría correspondido al imputado, con prescindencia del requisito de tratarse de la substracción de animales.



Será castigado como culpable de abigeato el  que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.



La regla del inciso primero de este artículo se observará también en los casos previstos en el artículo 448, si se trata de animales comprendidos en el artículo anterior.



Artículo 448 quáter. Se presumirá autor de abigeato aquel en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos, referidos en este párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte, en dichas circunstancias, de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas, se castigará de conformidad con lo establecido en el artículo 445.



Las marcas registradas, señales conocidas, Dispositivos de Identificación Individual Oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.



Para los efectos previstos en el inciso primero, en los casos de traslado de animales o de partes de los mismos, realizado en vehículos de transporte de carga, Carabineros de Chile deberá exigir, además de la guía de libre tránsito, la boleta, factura o guía de despacho correspondiente, a efectos de acreditar el dominio, posesión o legítima tenencia de las especies.  Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación que proceda y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.



Artículo 448 quinquies. El que se apropie de las plumas, pelos, crines, cerdas o cualquier elemento del pelaje de animales ajenos, por cualquier medio que ello se realice, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.



e) Reemplázase el epígrafe del párrafo 5 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, por el siguiente: “Disposiciones comunes a los cuatro párrafos anteriores.”.



Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo al artículo 206 del Código Procesal Penal:



“Tratándose del delito de abigeato, la policía podrá ingresar a los predios cuando existan indicios o sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito, siempre que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez, en su caso, facilitará la concreción del mismo o la impunidad de sus hechores.”.”.

__________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para analizar la iniciativa signada con el número 5 en el Orden del Día, correspondiente al proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07, refundidos), en la próxima sesión ordinaria, en consideración al interés manifestado por el señor Ministro de Educación de estar presente cuando aquél sea tratado.



Consultada la Corporación, así se acuerda.

__________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.588-08.



El señor Secretario General expresa que el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia de que, con fecha 4 de agosto de 2005, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, texto respecto del cual se realizó la correspondiente discusión en general.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Arancibia, Flores, Moreno, Parra y Vega, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto corresponde a la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

De la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad



Artículo 1º.- El Presidente de la República establecerá una estrategia nacional de innovación para la competitividad, en adelante “la estrategia de innovación”, que abarque los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. Para tales fines deberá considerar la propuesta que le presente el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.



Artículo 2º.- La estrategia de innovación deberá ser diseñada para un período de doce años, debiendo ser revisada y actualizada cada cuatro años.



La estrategia de innovación y sus actualizaciones serán aprobadas mediante decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación. Los decretos supremos deberán dictarse dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha en que el Presidente del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad presente las propuestas respectivas al Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 9° de la presente ley.



El Secretario Ejecutivo del Consejo deberá remitir, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, una copia de los decretos supremos a que se refiere el inciso precedente a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.



Artículo 3º.- La estrategia de innovación deberá abarcar, al menos, lo siguiente:



a) Diagnóstico de la posición competitiva del país y sus regiones;



b) Visión de desarrollo de largo plazo;



c) Objetivos estratégicos;



d) Líneas de acción;



e) Metas; y,



f) Criterios de evaluación del cumplimiento de las mismas.

TÍTULO II

Del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad

Párrafo 1°

Naturaleza, Objeto y Funciones del Consejo



Artículo 4º.- Créase el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Consejo”, con el objeto de asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en dicho ámbito, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología; y constituir una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad.



Artículo 5º.- El Consejo tendrá, en especial, las siguientes funciones:



a) Proponer, cada doce años, una estrategia nacional de innovación para la competitividad, que contenga lo señalado en el artículo 3° de la presente ley;



b) Revisar, cada cuatro años, la estrategia de innovación vigente y proponer las medidas necesarias para su actualización, considerando para tal efecto una evaluación de la estrategia realizada por uno o más organismos internacionales competentes;



c) Proponer, anualmente y de manera fundada, los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito;



d) Proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad;



e) Proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad;



f) Proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación y para sensibilizar a la población, en particular al sector empresarial, acerca de su relevancia para el desarrollo competitivo nacional;



g) Conocer, e informar al público y al Congreso Nacional, acerca del seguimiento y control de la ejecución de la estrategia de innovación que anualmente realice la Secretaría Ejecutiva del Consejo;



h) Conocer, e informar al público, los resultados de las evaluaciones de los programas a que se refiere el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, cuando estos correspondan al campo de la innovación para la competitividad y, de ser necesario, proponer perfeccionamientos a los mismos a fin de darles coherencia con la estrategia de innovación;



i) Establecer instancias de participación en las cuales considere a actores privados y públicos, nacionales y regionales, incluyendo al menos a las instituciones ejecutoras de la política de innovación para la competitividad y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional; 



j) Estudiar temas emergentes y tendencias que puedan impactar el perfil competitivo del país; y,



k) Las demás que le correspondan en el cumplimiento de su objeto.



Artículo 6º.- El Consejo estará compuesto por los siguientes siete miembros:



a) Un experto en políticas públicas;



b) Un experto en ciencias;



c) Un empresario con vasta experiencia innovadora;



d) Un experto en políticas de formación de capital humano especializado;



e) Ministro de Hacienda;



f) Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; y



g) Ministro de Educación.



El Presidente de la República nombrará directamente, previo acuerdo del Senado, al consejero señalado en la letra a) precedente, quien presidirá el Consejo. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) precedentes serán designados por el Presidente de la República a propuesta en quinas, respectivamente, de la Academia Chilena de Ciencias, del conjunto de empresarios que han utilizado en forma exitosa instrumentos de fomento a la innovación de la Corporación de Fomento de la Producción, y del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas a que se refiere el DFL N° 2 de 1985 del Ministerio de Educación. El procedimiento de formulación de cada una de las quinas propuestas, así como los requisitos que deban cumplir los consejeros señalados en el presente inciso, deberán sujetarse a lo que para tales efectos determine el reglamento.



Asistirán como invitados permanentes a las sesiones del Consejo, el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción y el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, quienes sólo tendrán derecho a voz. 



Artículo 7º.- El consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, será designado en su cargo por un período de cuatro años, renovable. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior serán designados en sus cargos por un período de seis años, renovable por un período adicional. La integración del Consejo se formalizará por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.



Durante el ejercicio de sus funciones, el consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, percibirá una dieta equivalente a dieciocho unidades tributarias mensuales por sesión asistida, pudiendo percibir hasta un máximo de ciento ocho unidades tributarias mensuales dentro de un trimestre. En el caso de los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior, la dieta ascenderá a nueve unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, no pudiendo percibir más de cincuenta y cuatro unidades tributarias mensuales dentro del trimestre. 



Para efectos de lo señalado en el inciso precedente se consideran como sesiones las ordinarias, extraordinarias y especiales.



Artículo 8º.- La calidad de miembro del Consejo, respecto de los consejeros a que se refiere el artículo anterior, se pierde por cualquiera de las siguientes causales:



a) Renuncia aceptada por el Presidente de la República; 



b) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas o a cinco sesiones durante un año calendario; o,



c) Remoción por parte del Presidente de la República, causal que será sólo aplicable al consejero señalado en la letra a) del artículo 6°.



Artículo 9º.- En caso que cualquiera de los consejeros pierda dicha calidad, se procederá a la designación de un nuevo consejero, de acuerdo al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, por el período que restare.



Los consejeros a que se refiere el artículo 7° se encontrarán sujetos a las normas de probidad a que se refieren los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley N° 1 /19.653, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y a las incompatibilidades a que se refiere el artículo 80 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño de cargos docentes y la participación en consejos o juntas directivas de organismos estatales, siempre que estos últimos no administren recursos públicos orientados al fomento de la innovación.



El Consejo deberá reunirse en sesión ordinaria una vez al mes y podrá sesionar de manera extraordinaria de acuerdo con lo que disponga el reglamento. El quórum de funcionamiento será la mayoría de sus miembros, sus acuerdos deberán ser adoptados por la mayoría de sus miembros en ejercicio, y en caso de empate decidirá el voto del presidente del Consejo.



Una vez al año, el presidente del Consejo convocará a una sesión especial en la cual se invitará al Presidente de la República. En la sesión especial que se realice durante los años en que corresponda establecer una nueva estrategia de innovación o una actualización de la misma de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la presente ley, el presidente del Consejo entregará al Presidente de la República las propuestas del Consejo a este respecto.



Asimismo, una vez al año, el Secretario Ejecutivo del Consejo remitirá un informe acerca del estado de avance en la implementación de la estrategia de innovación, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.



Todas las actas de las sesiones del Consejo y las propuestas que éste presente serán públicas.



Artículo 10.- La constitución y el funcionamiento del Consejo se reglamentarán por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.

Párrafo 2°

De la Secretaría Ejecutiva del Consejo.



Artículo 11.- El Consejo contará con una Secretaría Ejecutiva que le servirá de apoyo técnico y administrativo, la que estará radicada en la Subsecretaría de Economía. Esta Subsecretaría destinará el personal y los recursos que se requieran, con cargo a sus disposiciones presupuestarias. Asimismo, esta Subsecretaría pagará con cargo a los recursos que para estos efectos se consulten en su presupuesto, la dieta que corresponda a los miembros del Consejo, así como la contratación, cada cuatro años, por uno o más organismos internacionales competentes para que realice la evaluación de la estrategia de innovación a que hace referencia la letra b) del artículo 5° de la presente ley.



La labor de Secretario Ejecutivo será desempeñada por el Subsecretario de Economía. Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo organizar y dirigir la Secretaría Ejecutiva, realizar las tareas que le encomiende el Consejo y, en general, desempeñar todas aquellas actividades que sean necesarias para implementar los acuerdos del Consejo.



Para el adecuado cumplimiento de las funciones de la Secretaría Ejecutiva, los Ministros de Hacienda y de Educación nombrarán representantes ante la misma, los que se coordinarán en la forma que determine el reglamento.



Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario Técnico del Consejo en la planta de la Subsecretaría de Economía, el cual será parte de la planta de directivos con grado 4° E.U.S. y que tendrá el carácter de Jefe de División para todos los efectos legales.

TÍTULO III

Del Fondo de Innovación para la Competitividad



Artículo 13.- Créase el Fondo de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Fondo”, el que tendrá por objeto financiar iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y sus regiones. Estos recursos se aplicarán a ciencia, formación de recursos humanos especializados, desarrollo, transferencia y difusión de tecnología incluyendo el fortalecimiento de las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, todo de acuerdo a la Estrategia Nacional de Innovación a que se refiere el artículo 1°.



Todos los recursos serán asignados a instituciones ejecutoras de programas públicos que contemplen un proceso transparente de asignación a beneficiarios finales, preferentemente competitivo, y que estén sujetos a evaluaciones periódicas.



Artículo 14.- El Fondo a que se refiere el artículo precedente estará constituido por:



a) Los recursos que, para este objeto, contemple anualmente la Ley de Presupuestos, y



b) Los recursos aportados por personas naturales o jurídicas, u organismos internacionales que sean recibidos, a cualquier título, para este propósito.



Con todo, el conjunto de los recursos públicos destinados al fomento de la innovación se incorporará gradual y crecientemente al Fondo.



Artículo 15.- El Fondo será administrado por la Subsecretaría de Economía, la cual, de acuerdo con lo que establezca la Ley de Presupuestos de cada año, deberá transferir, mediante convenios, los recursos del mismo a las instituciones encargadas de ejecutar programas públicos en el ámbito de la innovación para la competitividad con las características señaladas en el inciso final del artículo 13° precedente.



Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los convenios que se suscriban con la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, éstos deberán destinar parte de los recursos a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad según lo determine la Ley de Presupuestos de cada año. En estos casos, para disponer de estos recursos estas instituciones deberán suscribir, en conjunto, convenios con uno o más Gobiernos Regionales, obligándose en ellos a un aporte igual a tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por región establecido en la Ley de Presupuestos.



En todo caso, la Secretaría Ejecutiva del Consejo verificará que los programas específicos considerados en los convenios a que se refiere el inciso precedente sean coherentes con la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad vigente y tengan por objeto únicamente lo siguiente:



1) Realizar diagnósticos sobre ventajas competitivas, fortalezas y debilidades y estrategias de desarrollo regionales; y/o,



2) Fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad; y/o, 



3) Financiar proyectos regionales en los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. 



Con todo, los recursos del Fondo que la Ley de Presupuestos de cada año destine a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad deberán distribuirse regionalmente de la siguiente forma:



1) Un 60% de ellos deberá distribuirse entre aquellas regiones que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural. 



Los recursos que se destinen a cada una de las regiones señaladas en este numeral, se determinarán de acuerdo a un indicador construido anualmente como el promedio ponderado de las siguientes variables, donde la primera de ellas se ponderará el cuádruple que la segunda:



a) los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N° 19.175; y, 



b) la participación de la actividad minera de cada región en el total de la actividad minera del conjunto de regiones a que se refiere este numeral, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural.



2) El 40% restante deberá distribuirse entre aquellas regiones no incluidas en el numeral anterior, de acuerdo a los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N° 19.175.



Todas las variables señaladas en el inciso anterior serán determinadas cada año por el Ministerio de Hacienda. El reglamento establecerá el procedimiento para la determinación de las variables y su difusión.



Si al 31 de marzo del año correspondiente existiesen recursos del Fondo que, debiendo ser destinados por la Corporación de Fomento de la Producción o la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, no hayan sido convenidos con el o los Gobiernos Regionales correspondientes, éstos quedarán disponibles para complementar los convenios vigentes con los restantes Gobiernos Regionales en la proporción que corresponda según el presente artículo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 7°, en la conformación del primer Consejo a partir de la vigencia de esta ley, los consejeros a que hacen referencia las letras a) y d) del artículo 6° serán designados por un período de dos años, mientras que el consejero a que hace referencia la letra c) de dicho artículo será designado por un período de cuatro años.



Artículo 2º transitorio.- El Consejo deberá elaborar la primera propuesta de estrategia nacional de innovación dentro de los primeros 12 meses siguientes a su constitución. Con todo, dentro de los primeros 6 meses siguientes a su constitución deberá establecer orientaciones para las políticas de innovación para la competitividad, mediante las cuales proponga los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito, así como medidas administrativas tendientes a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad.



Artículo 3º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14°, la Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar al Fondo, en los primeros ocho años de vigencia del mismo, al menos el monto, en miles de unidades de fomento, que se señala en el siguiente cuadro: 

	Año
	Monto 

	1
	2.411

	2
	2.734

	3
	4.007

	4
	4.205

	5
	4.256

	6
	4.256

	7
	4.256

	8
	4.256




Artículo 4º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15°, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, en los primeros cuatro años de vigencia del Fondo, al menos los montos por región, en miles de unidades de fomento, que se señalan en el siguiente cuadro: 

	        Año

Región
	1
	2
	3
	4

	I
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	II
	77,3
	87,6
	128,4
	134,8

	III
	45,8
	51,9
	76,0
	79,8

	IV
	52,3
	59,3
	86,9
	91,2

	V
	44,7
	50,7
	74,2
	77,9

	VI
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	VII
	38,5
	43,6
	63,9
	67,1

	VIII
	38,9
	44,1
	64,7
	67,9

	IX
	40,8
	46,3
	67,8
	71,2

	X
	43,6
	49,5
	72,5
	76,1

	XI
	46,0
	52,1
	76,4
	80,2

	XII
	33,3
	37,8
	55,3
	58,1

	Metropolitana
	39,3
	44,6
	65,4
	68,6




Artículo 5º transitorio.- Para cada uno de los siguientes cuatro años de vigencia del Fondo, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, al menos 1.064.000 unidades de fomento.



Artículo 6º transitorio.- Sin perjuicio de los demás requisitos establecidos en el artículo 15° de la presente ley, durante el primer año de vigencia del Fondo los convenios a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo podrán contemplar aportes de la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica con independencia de los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos. Durante el segundo año de vigencia del Fondo el aporte al que se obligan la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica en el inciso segundo del artículo 15° será igual a cinco veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por Región establecido en la Ley de Presupuestos.”.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien solicita segunda discusión para este proyecto, en nombre del Comité Partido Socialista, señalando que el Honorable Senador señor Naranjo, representante del Comité así lo confirma.



Sobre el particular, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Parra.



El proyecto de ley queda para segunda discusión, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

___________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares de paz o misiones equivalentes, 

con informe de la Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares de paz o misiones equivalentes, con informe de la Comisión de Defensa Nacional, correspondiente al Boletín Nº 4.008-02.

 

Agrega que la Comisión de Defensa Nacional, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Zaldívar (don Adolfo), cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Agrégase una nueva letra e) al artículo 198 del DFL Nº 1 (G) de 1997 que se transcribe a continuación, pasando la actual letra e) a constituirse en letra f:



“e) El personal comisionado al extranjero que participa como unidad en operaciones de paz, mandatadas o autorizadas por Naciones Unidas, o en misiones equivalentes, percibirá, adicionalmente a su remuneración en el país, el cincuenta por ciento de la remuneración en el exterior a que tuviere derecho según el artículo 197 precedente.”.



Artículo 2º.- Los gastos que irrogue la aplicación de esta ley se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas instituciones.



Artículo transitorio.- La presente ley no se aplicará al personal que, a la fecha de su entrada en vigencia, se encuentre desplegado como unidad en operaciones de paz o misiones equivalentes. 



La asignación reajustada del costo de vida será aplicada al personal de las Fuerzas Armadas que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días.



El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1º de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el período que corresponda a la comisión de servicios.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Fernández, Vega, Foxley y Arancibia.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 23 votos a favor, 3 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Foxley.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Ávila, Boeninger, Canessa, Cariola, Fernández, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Martínez y Vega.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 12 de diciembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

___________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.285-15.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Prokurica, Muñoz Barra y Novoa. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una serie de modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, las que fueron acordadas por la misma unanimidad anteriormente señalada.



En consecuencia, expresa el señor Secretario General, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1



- Suprimirlo.

Nº 2



- Pasa a ser Nº 1, sin enmiendas.

Nº 3



- Suprimirlo.

Nº 4



- Pasa a ser Nº 2, sustituido por el siguiente:



“2.- Agrégase, a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 201 de la ley Nº 18.290, la siguiente oración: “Será sancionado con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales el propietario o la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción a que alude el inciso cuarto del artículo 34.”.

- - -



Agregar, a continuación del Nº 4 que pasó a ser Nº 2, el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo transitorio.- La facultad prevista en el inciso segundo del artículo 37, permitirá, con los mismos requisitos y condiciones, la eliminación de todos aquellos documentos y antecedentes que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan fundado inscripciones con más de 5 años de antigüedad. La destrucción de estos instrumentos,  sólo podrá cumplirse transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.
- - -



En discusión en general el proyecto de ley, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 12 de diciembre de 2005, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:



1.- Añádese en el artículo 37, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Sin embargo, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a la base de datos computarizada del Servicio de Registro Civil e Identificación, ellos podrán ser eliminados. Mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación. Dentro de este procedimiento se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida.”.



2.- Agrégase, a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 201 de la ley Nº 18.290, la siguiente oración: “Será sancionado con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales el propietario o la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción a que alude el inciso cuarto del artículo 34.”.

Artículo transitorio



“Artículo transitorio.- La facultad prevista en el inciso segundo del artículo 37, permitirá, con los mismos requisitos y condiciones, la eliminación de todos aquellos documentos y antecedentes que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan fundado inscripciones con más de 5 años de antigüedad. La destrucción de estos instrumentos,  sólo podrá cumplirse transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina: 

 

1) A los señores Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, Secretario General de Gobierno, y de Economía, Fomento y Reconstrucción, a la señora Ministra de Planificación, a los señores Ministros de Educación, de Justicia, del Trabajo y Previsión Social, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, y de Salud, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a los señores Ministros de Agricultura, de Minería y Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes y a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, acerca del monto del gasto efectuado durante el año en curso, en campañas de difusión, publicidad o promoción de políticas públicas.



2) A los señores Ministros de Hacienda y de Agricultura, respecto de las medidas que el Gobierno pretende adoptar para la temporada triguera 2005-2006.



3) Al señor Director de Vialidad de la Región de La Araucanía, sobre el estado de tramitación del proyecto de pavimentación de la Ruta 49, en el tramo Curaco-Pemehue.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Planificación y al señor Ministro de Salud, respecto de la asignación de fondos para el Centro de Rehabilitación y Apoyo Sicosocial de la Región de Aysén.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de la obra vial por concesión Variante Vespucio-El Salto-Kennedy, Región Metropolitana.



--Del Honorable Senador señor Moreno, al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre situación de la Cooperativa Campesina Estrecho de Magallanes.



--Del Honorable Senador señor Prokurica, al señor Ministro de Obras Públicas, reiterando oficios números 25.149, 25.808 y 26.009.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la presencia en nuestro país del señor Alberto Fujimori.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 1, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, e Institucionales 2.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE HACE APLICABLE PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO Y FRANQUICIA DE ARANCEL A TODO CONTRATO EN QUE SE APLIQUE CUALQUIER TIPO DE SUBSIDIO HABITACIONAL ESTATAL A ADQUISICIÓN DE UNA VIVIENDA SOCIAL

(3992-14)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único. - Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.833, de 1979:


1) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “y por los certificados y copias que entreguen, relacionados con ellas.” por la siguiente: “y por los certificados de dominio vigente, de hipotecas, de gravámenes, de prohibiciones y de bien familiar y las copias que se entreguen en el momento de efectuar las mencionadas inscripciones y anotaciones.”.


2) Agrégase, en el artículo 4°, el siguiente párrafo final:


“Esta normativa se aplicará igualmente respecto de los contratos que se celebren con beneficiarios del subsidio habitacional del Estado y que sean destinados a la adquisición o construcción de las viviendas sociales definidas en los artículos 3° del decreto ley N° 2.552, de 1979, y 40 de la ley N° 19.537, según corresponda.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 5°: 


“Artículo 5°.- La contravención de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° será sancionada disciplinariamente con la medida de censura por escrito. En caso de reincidencia, la sanción será la suspensión de funciones por un lapso no inferior a un mes.”.


Artículo transitorio.- Decláranse válidas las inscripciones practicadas por los Conservadores de Bienes Raíces con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, conforme al decreto ley N° 2.833, de 1979, respecto de los contratos a que se refiere el número 2) del artículo único, salvo que la nulidad de dichos actos hubiere sido declarada por sentencia firme dictada con anterioridad a la fecha de su entrada en vigencia.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

(3224-04)

Certifico que el día de hoy, 14 de diciembre de 2005, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación, sesionó la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, a fin de revisar la redacción del texto del proyecto de ley que establece un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior. (Boletín N° 3.224-04).

El proyecto se encuentra con urgencia calificada de “suma” por S. E. el Presidente de la República.

Además de sus miembros asistieron los Honorables Senadores señores Boeninger y Martínez Bush.

Del Ejecutivo asistieron la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señora Pilar Armanet, los asesores jurídicos del Ministerio de Educación señores Cristián Inzulza y Rodrigo González, el Secretario Regional Ministerial de Educación de la Quinta Región señor Fernando Pérez y su Jefe de Gabinete señor Fernando Cáceres.

Asimismo, asistió el Abogado del Instituto del Libertad y Desarrollo, señor Daniel Correa.

Se deja constancia, que la Comisión por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Moreno, Larraín, Parra y Vega, aprobaron las siguientes modificaciones:

MODIFICACIONES

ARTÍCULO 1°

Reemplazar el encabezamiento del artículo 1º, por el siguiente:





“Artículo 1º.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones:.”.

(Unanimidad 4x0)

Letra a)





Reemplazarla por la siguiente:





“De información que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.”.

(Unanimidad 4x0)

Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:





“De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.

(Unanimidad 4x0)

Letra c)

Reemplazarla por la siguiente:





“De acreditación institucional, que consistirá en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.”.

(Unanimidad 4x0)

Letra d)

Reemplazarla por la siguiente:





“De acreditación de carreras o programas, que consistirá en el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.”.

(Unanimidad 4x0)

ARTÍCULO 9°

(QUE PASÓ A SER 8°)

Letra h)





“Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;.”.

(Unanimidad 4x0).

- - - 


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

"Capítulo I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

Título I

Normas Generales





Artículo 1º.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones: 





a) De información que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.





b) De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.





c) De acreditación institucional, que consistirá en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.





d) De acreditación de carreras o programas, que consistirá en el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.





Artículo 2º.- El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación o al Ministerio de Educación, si procediere, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.





La información pública y la acreditación institucional y de carreras o programas son reguladas en la presente ley.

TÍTULO II

Del Comité de Coordinación





Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Vicepresidente del Consejo Superior de Educación;

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, y

c) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.





Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación actuar como secretario de este comité.





Artículo 4º.- Con el objeto de cautelar el funcionamiento armónico del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior, corresponderá al Comité la coordinación de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.





El reglamento de la ley definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.
Capítulo II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas

Título I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º

De la Comisión





Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.





La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.





Artículo 6º.-  La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:





a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;


b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;





c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;





d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;





e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;





f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT;





g) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;





h) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;




i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y





j) El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.





Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.





Los miembros de la Comisión no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.





Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.





La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.





Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.





Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.





Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.





Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.





Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.





Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.





Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.





Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.





Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.





Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.





Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834. 





Artículo 7º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;

b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;

c) Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;

d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley;

e) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 29 de la presente ley;

f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;

g) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;

h) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y

i) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.





Artículo 8-º.- Serán atribuciones de la Comisión:
a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11;

b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;

c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;

d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;

e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;

f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;

g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;

h) Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;

i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;

j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y

k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.

Párrafo 2º

De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión




Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:

a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;

b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;

c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y

d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de  las funciones de la Comisión así lo requiera.





Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.





El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.





Artículo 11.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.





Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.





Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.





Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.





Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.





En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Párrafo 3

Del Patrimonio





Artículo 12. El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;

b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;

c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;

d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;

e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y

f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán  exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exento de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.





La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen funcionamiento.





Artículo 13.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.





En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.

TÍTULO II

De la acreditación institucional




Artículo 14.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos se someterán a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional, en especial su capacidad de expansión y diversificación futuras y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.

El proceso de acreditación será obligatorio y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes. 





Artículo 15. El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:

a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.

b) Evaluación Externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.

c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.





En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.





El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.





Artículo 16.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.




Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.




Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará  el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.




Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 





Dichos criterios sólo podrán considerar las siguientes exigencias, y no se podrán exigir requisitos adicionales:

1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:

a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orientan adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.

b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.

c) Debe evidenciar resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.

d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.

b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.

d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.

e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos. 

f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.

3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados. 





Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.

Artículo 18.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15, inciso primero, letra b) será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por entidades probadamente idóneas, en adelante agencias de evaluación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.




Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos  una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.




Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.





Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de evaluación institucional, por su parte, deberán ser entidades probadamente idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.




Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.





Las entidades probadamente idóneas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.





La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.  Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces.  En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores.  La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.





En el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una entidad probadamente idónea, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la entidad probadamente idónea que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.





En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.





Tratándose de pares evaluadores que sean entidades probadamente idóneas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 





Artículo 19.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla sustancialmente y en un nivel de excelencia con los criterios de evaluación establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley. 




Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento bueno o muy bueno, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación que, a su juicio, ésta presente.





En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación otorgado. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación. 





Artículo 20.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 15 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 18. 





Artículo 21.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas. 





En todo caso, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 20 la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.





Artículo 22.- La institución de educación superior afectada por una decisión negativa de la Comisión, adoptada en conformidad a los artículos anteriores, podrá presentar un recurso de reposición ante la propia Comisión dentro del plazo de quince días hábiles.





La Comisión deberá pronunciarse sobre dicho recurso previo informe de un Comité asesor de acreditación de pregrado en un plazo de 30 días hábiles, contados desde la presentación del recurso. El eventual rechazo de dicho recurso deberá tomarse por acuerdo fundado de la comisión con el voto favorable de la mayoría absoluta de sus miembros.




Artículo 23.- Si como resultado del proceso de acreditación, la Comisión toma conocimiento de que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda, deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación a fin de que este organismo proceda en conformidad con lo dispuesto en dichas normas.





Artículo 24.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas  sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado

Párrafo 1º

Del objeto de la acreditación




Artículo 25.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.





Dicha acreditación tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.





La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado será obligatoria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.





Artículo 26.- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:

a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa. 

La definición del perfil de egreso deberá considerar, por una parte, el estado de desarrollo  y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.

b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo  a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.





Artículo 27.- Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación, a  fin de que dicho organismo proceda de acuerdo con lo dispuesto en dichas normas.




Artículo 28.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida. La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.




Artículo 29.- En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado y postgrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión, con consulta previa no vinculante a dicha institución, proceder a designar un comité de pares evaluadores integrado por no menos de 5 miembros, elegidos de entre profesionales y académicos, nacionales o extranjeros, de reconocido prestigio en el área correspondiente, no vinculados directa ni indirectamente a la institución solicitante ni afectos a alguna otra causal de inhabilidad, en el marco de lo establecido en el artículo 25, inciso segundo.




En este caso particular, la institución podrá, en caso de una decisión desfavorable, presentar un recurso fundado ante la propia Comisión, dentro del plazo de treinta días. La Comisión resolverá en un plazo de treinta días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.


Artículo 30.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará  precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.





Artículo 31.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.

Párrafo 2º

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación





Artículo 32.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:

a) La definición explícita por parte de la agencia  de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una  actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.





Artículo 33.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si éstos existieran. 





Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado.





Artículo 34.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 5 años.





En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación, la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.





Artículo 35.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.





Artículo 36.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes. 





Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3°

De las obligaciones y sanciones





Artículo 37.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento.

b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado y postgrado que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;

c) Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión;

d) Subsanar las observaciones que les formule la Comisión;

e) Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación, y

f) Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.





Artículo 38.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales;

c) Suspensión de la autorización, y 

d) Término anticipado de la autorización.





Artículo 39.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 37.





Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 37.





Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 





Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas.  En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine, como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.





Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.





Artículo 40.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de los cargos.


De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante la Comisión dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. La referida Comisión tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno, sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.





Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días hábiles contado desde la notificación de la resolución respectiva.





Artículo 41.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado





Artículo 42.- La acreditación de programas de postgrado correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación, tendrá por objeto certificar la calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.





La acreditación de programas de postgrado será obligatoria.





Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.





Artículo 43.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de postgrado.





Artículo 44.- La acreditación de programas de magíster será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.





Por su parte, la acreditación de programas de doctorado será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación contemplada en el Capítulo II Título I de esta ley.





En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es bueno, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.





La acreditación de programas de magíster se extenderá por un plazo de 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.





Por su parte, la acreditación de programas de doctorado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.





Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de doctorado, presentar un recurso de reposición ante la Comisión, dentro del plazo de 30 días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. La Comisión resolverá en un plazo de 30 días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo fundado de la mayoría de sus miembros, previo informe de un Comité asesor de postgrado.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones





Artículo 45.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado.





Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.





Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.





Artículo 46.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a) Si se encuentran participando en el proceso de acreditación. 

b) Áreas en las que postuló a la acreditación.

c) Resultado del proceso de acreditación.





La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.

CAPÍTULO III

Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior





Artículo 47.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.





Artículo 48.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios  y directivos, a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.





Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.





Artículo 49.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.





Artículo 50.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito, y

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá triplicar la multa.





Artículo 51.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan  en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.





Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.





Artículo 52.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL




Artículo 53.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión "Sistema de Acreditación", por la frase "Sistema de Licenciamiento". 

2.- Sustitúyese la palabra "acreditación" por "licenciamiento", que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 

3.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 35, por el siguiente: 

"Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.".

4.- Reemplázase en el artículo 37 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales la frase “y centros de formación técnica".

5.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 

6.- Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 

7.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 39 por el siguiente:

 “Las instituciones de educación superior que hayan obtenido su total autonomía y que en ejercicio de ella abrieren nuevas sedes deberán cumplir las exigencias que se señalan en los artículos siguientes y quedarán sometidas al licenciamiento en la misma forma que si se tratara de una nueva institución.”.

8.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

9.- Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “o técnicos de nivel superior”.

10.- Reemplázase en el artículo 53 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.

11.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 53: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.

12.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 53:

“Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva  y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.

13.- Reemplázase en el artículo 63 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”.

14.- Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 63: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.

15.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Consejo Superior de Educación”.

16.- Intercálase en el inciso primero del artículo 65 entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora”.

17.- Elimínase la parte final del inciso primero del artículo 65 a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.

18.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 65, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.

19.- Elimínase en el inciso cuarto del artículo 65 la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”. 

20.- Elimínase en el inciso primero del artículo 66 la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.

21.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 66 la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

22.- Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:

“Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”.

23.- Reemplázase el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:

a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 65;

b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 

c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.

24.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 

Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.

25.- Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación y”.

26.- Elimínase la letra b) del inciso primero del artículo 70, modificándose la numeración correlativa subsiguiente. 

27.- Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 70: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.





Artículo 54.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículos transitorios





Artículo 1°.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 6º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.





Artículo 2°.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por el decreto N° 225, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.




Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.





Artículo 4°.- Sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a los criterios de evaluación en actual aplicación, aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.





Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación de los programas de postgrado, a que se refiere el artículo 43, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas.





Artículo 5°.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, del Ministerio de Educación, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.





Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contado desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 





En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

- - 
(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,
Secretario.

Valparaíso, 14 de diciembre de 2005.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA EN MATERIA DE ACUICULTURA

(3892-21)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E el Presidente de la República, con urgencia calificada de simple.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Horvath, el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Jorge Rodríguez; la Subsecretaria de Pesca subrogante señora Edith Saa; la Jefa de la División Jurídica de esa Subsecretaría señora Jessica Fuentes, y el Jefe de la División de Acuicultura, también de esa Subsecretaría, señor Ricardo Norambuena.

° ° °


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 1, números 3, 6, 7, 8, 10, 12, 13, 14; y artículos 1, 2, 3, 4 y 5, transitorios.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 1, 2, 6, 8, 9, 11, 12 y 13.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las identificadas con los números 3 y 5.


4. Indicaciones rechazadas: las de los números 4 y 7.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: la signada con el número 10.


6. Indicaciones retiradas: no hay.

° ° °

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES

Artículo 1º


El artículo 1° del proyecto despachado por la Honorable Cámara introduce diversas modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. A continuación, consignamos los numerales de este artículo que fueron objeto de indicaciones, el contenido de éstas y los acuerdos adoptados.

Nº 1


En lo pertinente, el literal a) de este numeral reemplaza el número 10 del artículo 2° de la Ley General de Pesca, que define el acto administrativo denominado “autorización de acuicultura”.


El texto de reemplazo precisa que es tal el acto administrativo por el que la Subsecretaría (se refiere a la Subsecretaría de Pesca) otorga a una persona los derechos de uso y goce, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional.


La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Núñez propone enmendar esta definición incorporando en ella, entre las expresiones “derechos de uso y goce,” y “por tiempo indefinido”, las palabras “para fines de acuicultura”.


Esta indicación fue aprobada en los mismos términos propuestos con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila y Sabag. Se pronunció en contra de ella el Honorable Senador señor Ríos. 


En su literal b), este numeral 1 agrega un nuevo número 50 al artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, mediante el cual se define como “centro de matanza” el establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos para su posterior transformación. Se entenderá también por “centro de matanza” los pontones destinados a los objetos antes destinados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.


(El mencionado precepto, en lo que respecta a esta norma, prohíbe la operación de barcos madres o nodrizas donde se procese la pesca, con o sin propulsión, en los espacios de mar que indica)


La indicación N° 2, de S.E el Presidente de la República sugiere reemplazar la frase final de la definición “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”, por la oración “sólo respecto de recursos hidrobiológicos provenientes de cultivo, quedando los demás sometidos a lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”, y fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag.

N° 2


Este numeral del artículo 1° aprobado por la Honorable Cámara de Diputados introduce enmiendas al inciso tercero del artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, precepto que dispone que en determinados ríos y lagos (los no navegables por buques de más de 100 toneladas) para establecer áreas de acuicultura se requerirá de autorización de la Subsecretaría de Pesca. Agrega que se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en cursos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad. No obstante, los que realizan actividades de acuicultura en ellos habrán de inscribirse en el registro nacional de acuicultura.


El numeral 2 del proyecto sugiere la intercalación entre las expresiones “heredad” y “No obstante” de este inciso, de una norma que también exceptúa de tal exigencia (es decir, de la autorización de la Subsecretaría de Pesca) a los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente. 


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Arancibia, sugiere agregar al final de esta enmienda la frase “sin perjuicio de las restricciones de distancia mínima que establece el Reglamento, cuyo cumplimiento deberá ser fiscalizado por el Servicio Nacional de Pesca.”. 


Esta indicación que tiene su fundamento en la necesidad de evitar superposiciones de autorizaciones de acuicultura, se aprobó enmendada en el sentido de suprimir la frase “cuyo cumplimiento deberá ser fiscalizado por el Servicio Nacional de Pesca”.” Se pronunciaron por su aprobación en la forma dicha, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag.

° ° °


En seguida, el Honorable Senador señor Núñez, en la indicación Nº 4, propone enmiendas al inciso final del artículo 67 de la ley vigente. Este precepto dispone que los decretos que fijen áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán delimitar sus deslindes claramente especificando su perímetro. La indicación en análisis sugiere agregar una oración final a este inciso que señala que en la determinación de estas áreas deberán establecerse resguardos para proteger la diversidad biológica del medio acuático y evitar conflictos por los usos alternativos de los espacios marítimos o el cultivo de recursos que queden afectados por el cultivo de otros recursos. 


Esta indicación fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag, quienes estimaron que las cautelas propuestas en ella están ya incorporadas en otras normas de esta legislación. 

° ° °

Nº 4


Este numeral del artículo 1° del proyecto despachado por la Honorable Cámara consigna diversas enmiendas al artículo 69 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, precepto que fija el objeto de las concesiones o autorizaciones de acuicultura; autoriza su modificación y establece la obligación de sus titulares de inscribirse en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca.


En la indicación Nº 5, el Honorable Senador señor Vásquez sugiere la agregación de dos incisos finales para este artículo. Mediante el primero se prohíbe la transferencia de solicitudes de concesiones y autorizaciones de acuicultura así como todo acto o contrato preparatorio de transferencias, arriendos u otras formas de explotación de las concesiones y autorizaciones de acuicultura antes de su otorgamiento.


El segundo inciso propuesto señala que se entenderá por transferencia la cesión de derechos o acciones de la persona jurídica, asociación, comunidad o agrupación de hecho solicitante, que equivalga al 25% o más del capital de la solicitante original.


Con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ríos, la Comisión aprobó en sus mismos términos el primero de los incisos propuestos, y por la unanimidad de los mismos señores Senadores mencionados, optó por el rechazo del segundo de esos incisos. 

Nº 5


Este numeral del texto de la Honorable Cámara de Diputados incorpora a la Ley General de Pesca un nuevo artículo 69 bis, que impone al titular de una concesión o autorización de acuicultura la obligación de iniciar sus operaciones dentro de un año contado desde la entrega material de una u otra. En su inciso tercero, este precepto permite la paralización de operaciones por dos años consecutivos y habilita al titular para solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Agrega que para el efecto de la paralización, se considerará incluido en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra. Este plazo se establecerá en un Reglamento y no podrá ser inferior a 6 meses.


En la indicación Nº 6, el Honorable Senador señor Arancibia sugiere agregar a este inciso una norma que dispone que el tiempo de paralización de la operación de una concesión o autorización no podrá imputarse al plazo mínimo de operación establecido en el artículo 80 bis. (Nuevo artículo que el proyecto propone en un numeral 9).


Esta indicación contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se la prestó con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag.

° ° °


En la indicación Nº 7, el Honorable Senador señor Núñez propone la intercalación de un nuevo numeral, a continuación del número 5, por el que agrega al artículo 74 (declara que es responsabilidad del respectivo titular la alteración de la zona concedida por trabajos de mantención de limpieza y de equilibrio ecológico) una norma que obliga a los centros de cultivo de especies introducidas, bajo sanción de caducidad, a solicitar la obtención de certificaciones ambientales conforme a estándares internacionalmente reconocidos.


Esta indicación fue rechazada con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ríos y Sabag y el voto a favor del Honorable Senador señor Ávila. El voto de mayoría optó por no incluir esta nueva causal de caducidad en la Ley General de Pesca y Acuicultura, al tiempo que tuvo presente la normativa nacional que permite certificar con niveles de seguridad similares a los extranjeros el buen desempeño de la actividad acuícola.

Nº 9


Este número del proyecto aprobado por la Honorable Cámara agrega un artículo 80 bis a la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece un régimen especial para la operación de concesiones y autorizaciones de acuicultura.


En la indicación Nº 8, S.E el Presidente de la República propone dos enmiendas formales de adecuación a este precepto consistentes en reemplazar en su letra b) y en el inciso final, respectivamente, las expresiones “el inciso segundo” y “refiere el inciso segundo” por “los incisos segundo y tercero” y “ refieren los incisos segundo y tercero”.


Ambas proposiciones de esta indicación contaron con el asentimiento unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Rios y Sabag.

Nº 11


Este número del artículo 1° del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, sugiere diversas enmiendas al artículo 84 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, precepto que establece el pago de una patente única, de beneficio fiscal, que se determina conforme a las modalidades que esta misma norma consigna.


En la indicación Nº 9, S.E el Presidente de la República formula tres enmiendas a este artículo. 


Mediante la primera elimina la expresión “de beneficio fiscal” escrita en el inciso primero a continuación de las palabras “una patente única de acuicultura,”, de modo de atemperar esta norma a las recientes modificaciones introducidas a la Ley de Rentas Municipales.


La segunda enmienda sustituye en la letra b) de este artículo la expresión “inciso tercero” por “inciso cuarto”, y la tercera reemplaza en la letra c) las voces “inciso quinto” por “inciso sexto”.


Las tres modificaciones anotadas fueron aprobadas unánimemente por la Comisión, con los votos de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag. 

° ° °


En seguida, en la indicación Nº 10 el Honorable Senador señor Núñez sugiere intercalar un nuevo número, después del 11, mediante el cual se incorpora un inciso final al artículo 85 de la Ley General de Pesca y Acuicultura que dispone que previo informe técnico del Consejo Zonal de Pesca, la Subsecretaría autorizará la recaptura de recursos escapados de centros de cultivo que amenacen el medio acuático. Para este efecto, abrirá un registro especial de pescadores artesanales. La captura, procesamiento, comercialización y destino de las capturas se ajustarán a las normas del respectivo reglamento.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, pues se estimó que incide en materias cuya iniciativa de ley es privativa del Presidente de la República.

° ° °

Nº 15


Este numeral del artículo 1° del proyecto sugiere enmiendas al artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, precepto que enumera las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura. 


Por lo que hace a la nueva letra h) de dicho artículo, que consagra como causal de caducidad el haber sido sancionado el titular tres veces dentro del plazo de dos años contados desde la primera infracción por la entrega de información falsa, de conformidad con el artículo 113 de esta ley, la indicación Nº 11 de S.E el Presidente de la República sugiere reemplazar la expresión “con el artículo 113” por “con el inciso final del artículo 113”. (Este inciso final sanciona la información falsa acerca de la operación de centros de cultivo que proporcionen personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura).


Esta indicación se aprobó en los mismos términos propuestos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag. 

Artículo 2°


El artículo 2° del proyecto en informe declara vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura cuyos titulares, a la fecha de publicación de esta ley, hubieren incurrido en determinadas causales de caducidad consignadas en el artículo 142, siempre que cumplan las condiciones que el referido artículo 2° enumera.


La letra c) de este artículo 2°, que se refiere a la causal de caducidad consistente en no pagar la patente única de acuicultura, prescribe que para no quedar incurso en caducidad, el titular debe acreditar el pago de las patentes adeudadas o la celebración de un convenio de pago celebrado bajo determinadas modalidades. Agrega que la Tesorería podrá otorgar hasta dos años de plazo para proceder al pago de las patentes atrasadas.


En la indicación Nº 12, S.E el Presidente de la República sugiere intercalar en la frase subrayada, entre los vocablos “podrá” y “otorgar”, la expresión “excepcionalmente”, y reemplazar las palabras “proceder al” por el artículo “el”. 


Esta indicación contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag.

° ° °


Finalmente, en la indicación Nº 13, S.E el Presidente de la República propone la agregación de un artículo 6° transitorio a este proyecto de ley que concede a los titulares de concesiones para el cultivo de algas cuya extensión total sea inferior a una hectárea, que adeuden patentes y que sean beneficiados con el artículo 2° de esta ley, una rebaja de la deuda consistente en la diferencia que resulte de restar a la patente calculada sobre la base de dos unidades tributarias mensuales por fracción de hectárea, la patente calculada proporcionalmente a la superficie concedida.


En un inciso segundo esta norma dispone que se aplicará una rebaja de la patente adeudada a la fecha de esta ley por las organizaciones artesanales concesionarias de algas, cuando la proporción de superficie total dividida por el número de afiliados sea inferior a una hectárea.


En tal caso, preceptúa el inciso tercero, se pagará el monto que resulte de dividir el total de hectáreas de la concesión por el número de afiliados y multiplicar ese valor por el doble del número de hectáreas entregadas en concesión. Si se adeudaren patentes por más de un año, el valor resultante se multiplicará por el número de años de deuda que tenga la organización.


Esta indicación se aprobó en los mismos términos propuestos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Ríos y Sabag.  

° ° °


En virtud de las explicaciones precedentes, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Nº 1

Consignar las siguientes enmiendas:



Uno) Sustituir su letra a) por la siguiente:

a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:


 “10) Autorización de acuicultura es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona derechos de uso y goce para fines de acuicultura, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.”.”.

 (Indicación N° 1, 3x1)

Dos) Reemplazar en el número 50) consignado en la letra b), la frase final “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”, por “sólo respecto de recursos hidrobiológicos provenientes de cultivo, quedando los demás sometidos a lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.

(Indicación Nº 2, 4x0)

Nº 2


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:


“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, sin perjuicio de las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.”.

(Indicación Nº 3, 4x0)

Nº 4



Incorporar el siguiente literal c) a este número:

c) Agrégase el siguiente inciso final: 


“Se prohíbe la transferencia de de solicitudes de concesiones y autorizaciones de acuicultura y la celebración de todo acto o contrato preparatorio de transferencias, arriendos u otra forma de explotación por terceros, en forma previa al otorgamiento de la concesión o autorización de acuicultura, según corresponda.”.

(Indicación Nº 5, 3x1) 

Nº 5


Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 69 bis propuesto en este número:


“El tiempo de paralización de la operación de una concesión o autorización no podrá imputarse al plazo mínimo de operación establecido en el artículo 80 bis.”.

(Indicación Nº 6, 4x0)

Nº 9


Consignar las siguientes enmiendas al artículo 80 bis propuesto en este número:


Uno) En su letra b), reemplazar la expresión “el inciso segundo” por “los incisos segundo y tercero”.


Dos) En su inciso final sustituir la frase “refiere el inciso segundo” por “refieren los incisos segundo y tercero”.

(Indicación Nº 8, 4x0)

Nº 11


Modificarlo en la siguiente forma:


Uno) En el nuevo inciso primero del artículo 84 propuesto en la letra a) de este número, eliminar las expresiones “de beneficio fiscal,”.


Dos) En el literal b), que se refiere al inciso tercero del artículo 84, sustituir las palabras “inciso tercero” por “inciso cuarto”.


Tres) En el literal c), que modifica el inciso quinto del artículo 84, reemplazar la expresión “inciso quinto” por “inciso sexto”.

(Indicación Nº 9, 4x0)

Nº 15


En la nueva letra h) que el literal c) de este número incorpora al artículo 142, reemplazar la expresión “con el artículo 113” por “con el inciso final del artículo 113”.

(Indicación Nº 11, 4x0)

Artículo 2°


Consignar las siguientes enmiendas al literal c) contenido en este artículo:


Uno) Intercalar la expresión “excepcionalmente,” entre los vocablos “podrá” y “otorgar”.


Dos) Reemplazar las palabras “proceder al” por la voz “el”.

(Indicación Nº 12, 4x0)

Artículos transitorios


Incorporar el siguiente artículo 6° transitorio:





“Artículo 6° transitorio.- A los titulares de concesiones de acuicultura otorgadas para el cultivo de algas, cuya extensión total sea inferior a una hectárea, que adeuden patentes de acuicultura y sean beneficiados con lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley, se les rebajará de la deuda la diferencia que resulte de restar a la patente calculada en base a dos unidades tributarias mensuales por fracción de hectárea, la patente calculada proporcionalmente a la superficie otorgada en concesión.

                                         Asimismo, se aplicará una rebaja a la patente de acuicultura adeudada a la fecha de publicación de la presente ley, a las organizaciones de pescadores artesanales que sean titulares de concesiones de acuicultura de algas, cuando la proporción de superficie total, dividida por el número total de afiliados sea inferior a una hectárea.

                                       En tales casos, se deberá pagar el monto que resulte de dividir el total de hectáreas otorgadas en concesión por el número de afiliados de la organización y multiplicar este valor por el doble del número de hectáreas entregadas en concesión. En el caso de adeudar patente por más de un año, el valor resultante se multiplicará por el número de años de deuda que mantenga la organización.”.

(Indicación Nº 13, 4x0)

° ° °


En virtud de las modificaciones consignadas en los párrafos precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1) Modifícase el artículo 2° en la forma que a continuación se indica:
a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:


“10) Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona los derechos de uso y goce, para fines de acuicultura, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.


b) Incorpóranse los siguientes números 49) y 50):


“49) Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación. 


50) Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sólo respecto de recursos hidrobiológicos provenientes de cultivo, quedando los demás sometidos a lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.

c) Elimínase el párrafo 2° del número 13).


2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:


“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, sin perjuicio de las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.

3) Elimínase la primera parte del artículo 68, hasta el punto seguido (.).

4) Modificase el artículo 69 en la forma que se indica:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen.”.


b) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos:


“Toda resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura o la modifique en cualquier forma, quedará inscrita en el registro nacional de acuicultura que llevará el Servicio desde la fecha de publicación del extracto respectivo o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter. El reglamento fijará los procedimientos que normarán la inscripción y funcionamiento del registro.


En el caso que para el ejercicio de la actividad sólo se requiera inscripción de conformidad con el artículo 67, el interesado del centro de cultivo deberá requerir la inscripción al Servicio de conformidad con el reglamento respectivo.


La inscripción en el registro es una solemnidad habilitante para el ejercicio de la actividad de acuicultura.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se prohíbe la transferencia de solicitudes de concesiones y autorizaciones de acuicultura y la celebración de todo acto o contrato preparatorio de transferencias, arriendos u otra forma de explotación por terceros, en forma previa al otorgamiento de la concesión o autorización de acuicultura, según corresponda.”. 


5) Incorpórase el siguiente artículo 69 bis:


“Artículo 69 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura deberá iniciar sus operaciones dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la misma. 


Para los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento.


Asimismo el titular de una concesión o autorización de acuicultura podrá paralizar operaciones por dos años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de  operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Para tales efectos se considerará incluida en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra, el que será fijado por reglamento y no podrá ser inferior a seis meses.


El tiempo de paralización de la operación de una concesión o autorización no podrá imputarse al plazo mínimo de operación establecido en el artículo 80 bis.”.


6) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 77:

“En el caso que el titular de la solicitud opte por que su concesión o autorización quede sometida al régimen establecido en el artículo 80 bis, deberá adjuntar a su solicitud un comprobante de consignación realizada ante la Tesorería General de la República, por un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales. Si no se acompaña el comprobante indicado el Servicio no acogerá a trámite la solicitud.


En el caso que la solicitud se refiera a la ampliación de área de una concesión o autorización de acuicultura otorgada y sometida al régimen previsto en el artículo 80 bis, la consignación deberá considerar exclusivamente la superficie de la ampliación solicitada. En el caso de solicitarse una reducción de área, no se requerirá la consignación.”.


7) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 78:

“Con el mérito de la resolución denegatoria y agotados los recursos administrativos y judiciales o transcurrido el plazo para su interposición, la Tesorería General de la República devolverá al titular el 90% de la suma consignada por el solicitante en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis, cuando corresponda.”.


8) Modifícase el artículo 80 en la forma que se indica a continuación:


a) Incorpórase la siguiente oración final en el inciso segundo:


“La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“El interesado deberá publicar un extracto de la resolución en el Diario Oficial dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación. Asimismo, el titular deberá solicitar la entrega material a la Autoridad Marítima en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, acreditando previamente el pago de la patente a que se refiere el artículo 84.


En el evento que no se cumpla con cualquiera de las obligaciones indicadas en el inciso precedente, se dejará sin efecto la resolución respectiva. No obstante, el titular de la concesión o autorización, según corresponda, podrá acreditar, pendiente el plazo original, que no cumplió por caso fortuito o fuerza mayor. En dicho caso el titular contará con un nuevo plazo que no podrá exceder de tres meses, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que acogió dicho caso fortuito o fuerza mayor, para realizar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.”.


9) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura que haya optado por someterse al régimen previsto en el presente artículo de conformidad con el inciso segundo del artículo 77, tendrá los siguientes derechos:


a) Transferir o celebrar otro negocio jurídico que tenga por objeto la concesión o autorización de acuicultura. Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.


b) Pedir la restitución de la mitad del monto que hubiere consignado de conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77.


c) Obtener la ampliación del plazo establecido en el artículo 69 bis para iniciar actividades, por el plazo máximo de cuatro años adicionales. En casos calificados, podrá otorgarse una nueva ampliación por el plazo de un año. 


Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante tres años consecutivos dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual. 


Para ejercer los derechos señalados precedentemente respecto de la primera concesión o autorización sometida al régimen de este artículo, se entenderá por acuicultor habitual el titular de dos o más concesiones o autorizaciones de acuicultura que hayan operado durante un mínimo de tres años consecutivos cada una. Para el ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones, el acuicultor habitual deberá acreditar haber operado tres años consecutivos una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo para estos efectos la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.


Se considerará dentro de los años de operación a que se refieren los incisos anteriores, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Quedarán sometidas al régimen previsto en el presente artículo, sin que requieran realizar la consignación a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 77, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas para el desarrollo del cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a media hectárea y cuyo titular sea una persona natural que no posea más concesión o autorización que aquella que le permita acogerse a esta excepción.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 80 ter:


“Artículo 80 ter. En el caso que el titular de la concesión o autorización de acuicultura no haya ejercido la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrá transferir o arrendar  la concesión o autorización de acuicultura, previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, cuando concurran las siguientes condiciones:


a) que hayan transcurrido seis años desde su entrega material, como mínimo, y 


b) que las concesiones o autorizaciones hayan sido operadas por su titular en forma directa y en interés propio por tres años consecutivos, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento. Se considerará dentro de los años de operación, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.

Mientras no se cumplan las condiciones indicadas en las letras a) y b) precedentes, queda prohibido al titular de la concesión o autorización de acuicultura celebrar cualquier negocio jurídico que tenga por objeto directo o indirecto la concesión o autorización o su utilización en beneficio de terceros, a través de arriendos o de cualquier otro acto o contrato que tenga como finalidad ceder directa o indirectamente la tenencia, uso, beneficio o dominio de la misma, sea a título oneroso o gratuito.


La celebración de cualquier acto o contrato en contravención a esta norma será sancionada en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la presente ley.”.


11) Modifícase el artículo 84 en la forma que a continuación se indica:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura pagarán anualmente una patente única de acuicultura, correspondiente a dos unidades tributarias mensuales por hectárea. Por las concesiones y autorizaciones de acuicultura de superficie inferior a una hectárea se pagará la patente antes indicada en la proporción que corresponda.”.


b) Elimínase en el inciso cuarto, la oración “y aquellas otorgadas sobre cuerpos de agua situados en propiedad privada, de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.”.


c)  Intercálase en el inciso sexto, a continuación de la palabra “concesiones” la siguiente frase “,cualquiera sea el tipo de cultivo,”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Se exceptúa asimismo del pago de la patente a los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura afectados por catástrofes naturales a que se refiere el artículo 142 letra e), por el término que dure este evento.”.


12) Agréganse los siguientes artículos 90 bis y 90 ter:


“Artículo 90 bis. Los viveros y los centros de matanza en bienes nacionales de uso público requerirán de una autorización de la Subsecretaría para su funcionamiento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental que sean previstos en los reglamentos dictados conforme al procedimiento establecido en los artículos 86 y 87 de esta ley. Deberán dar cumplimiento, asimismo, durante su operación, cualquiera sea el régimen de propiedad de los bienes en que se encuentran, a las obligaciones y prohibiciones establecidas en los reglamentos señalados.


Los requisitos y el procedimiento para otorgar la autorización a que se refiere el inciso precedente se establecerán en el reglamento.


Los permisos o concesiones sobre bienes nacionales de uso público que se requieran para el ejercicio de estas actividades se regirán por las disposiciones sobre concesiones marítimas.


Artículo 90 ter. Las resoluciones que autoricen la operación de viveros o centros de matanza en bienes nacionales de uso público o que las modifiquen en cualquier forma serán inscritos por el Servicio en el registro. Los titulares de centros de matanza en terrenos privados deberán inscribirlos de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental señalados en el artículo anterior.


Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.


Los titulares de viveros y centros de matanza deberán informar respecto del abastecimiento, existencias y cosechas de las especies, según  corresponda, de conformidad con el reglamento.


El Servicio eliminará del registro la inscripción de las pisciculturas, los centros de cultivo que utilizan cursos o cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en la misma heredad y los centros de matanza en terrenos privados, que no informen operación por el plazo de cuatro años en las condiciones señaladas en el reglamento, pudiendo ampliarse por un año en el evento de caso fortuito o fuerza mayor. 


Asimismo, será dejada sin efecto la autorización otorgada para la operación de viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público en los casos en que sus titulares no hubieren informado la operación por un plazo de cuatro años.”.


13) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 113:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que sean titulares a cualquier título, serán sancionados con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


14) Reemplázase el inciso primero del artículo 118, por los siguientes incisos:


“El que ejerciere actividades de acuicultura a cualquier título u otra de las actividades sometidas a los reglamentos establecidos de conformidad con los artículos 86 y 87 y no adoptare las medidas de protección dispuestas en ellos, será sancionado con una multa de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales. Si la infracción se refiere al incumplimiento de las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


El titular de una concesión o autorización de acuicultura que infringiere la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 80 ter será sancionado con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales. La misma multa se aplicará a quien celebre con el titular de la concesión o autorización de acuicultura cualquier negocio jurídico prohibido de conformidad con el artículo 80 ter.”.

15) Modifícase el artículo 142 de la siguiente forma:


a) 
Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Incurrir, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas de conformidad con el inciso primero del artículo 118.”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) No iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la concesión o autorización, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis. 


Para estos efectos, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.


En el caso de acreditarse la fuerza mayor o caso fortuito, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, podrá autorizar por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año.


Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos precedentes, en los casos de catástrofes naturales que afecten un área determinada, declaradas por la autoridad competente y que impidan la realización de actividades de cultivo sobre una o más especies, la Subsecretaría de Marina o Pesca, según corresponda, otorgarán de oficio una prórroga para iniciar o reanudar las actividades en los centros de cultivo afectados. En estos casos los titulares de las concesiones o autorizaciones respectivas estarán exentos del pago de la patente única de acuicultura durante el período de prórroga decretada.


El titular de la concesión o autorización de acuicultura sólo podrá acreditar la instalación de estructuras y las actividades señaladas en los incisos precedentes a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63.”.


 c) Agréganse las siguientes letras g) y h):

“g) Haber sido sancionado por infringir la prohibición a que se refiere el inciso segundo del artículo 80 ter.


 h) Haber sido sancionado tres veces, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la comisión de la primera infracción, por la entrega de información falsa, de conformidad con el inciso final del artículo 113 de esta ley.”.


Artículo 2°.- Decláranse vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura que a la fecha de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales de caducidad establecidas en las letras a), b), c), e) y f) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura sólo cuando cumplan con las siguientes condiciones:


a) Que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere declarado la caducidad por resolución de la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, o no se hubiere resuelto el recurso administrativo establecido en el artículo 142 de la citada ley interpuesto en contra de la resolución que declara la caducidad. 


b)

 Que hubieren informado abastecimiento, existencia o cosecha durante los años 2001, 2002, 2003 ó 2004, a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este requisito no será exigible a las concesiones y autorizaciones de acuicultura que hubieren sido publicadas a partir del año 2004.

c) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra b) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, deberá además acreditarse el pago de las patentes de acuicultura adeudadas o la celebración de un convenio de pago dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. La Tesorería podrá, excepcionalmente, otorgar hasta dos años de plazo para el pago de las patentes atrasadas.

d) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra f) del artículo 142, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la sucesión deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82 de la misma ley en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo 1°.- Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto administrativo de otorgamiento no hubiere sido publicado o se hubiere efectuado la publicación fuera del plazo establecido por la normativa vigente a su fecha y no hubieren sido dejados sin efecto o se encontrare pendiente el recurso administrativo interpuesto por este motivo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. El no cumplimiento de dicha obligación importará la extinción del acto administrativo correspondiente.


Artículo 2°.- En el caso de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren dentro del primer año de su vigencia contado desde la publicación del extracto de la respectiva resolución en el Diario Oficial, el plazo de inicio de operaciones se contará a partir de la fecha de la entrega material. Para estos efectos, deberán cumplir con la obligación de requerir la entrega material dentro del plazo de tres meses contados desde la publicación de la presente ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.


Artículo 3°.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas podrán ser objeto de transferencias y arriendos de conformidad con el régimen vigente a dicha fecha. Al mismo régimen quedarán sometidas las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca hasta el 1 de junio de 2004, por el término de un año contado desde la fecha de publicación de la resolución de la Subsecretaría de Pesca o de Marina, según corresponda, que otorga la concesión o autorización.


Serán autorizadas por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, conforme al régimen señalado en el inciso anterior, sólo las solicitudes para transferir y arrendar presentadas dentro de los plazos indicados.

Vencidos los plazos antes señalados las concesiones o autorizaciones de acuicultura indicadas en el inciso anterior quedarán sometidas al régimen establecido en el artículo 80 bis.  

Los solicitantes de concesiones de acuicultura ingresadas al Servicio Nacional de Pesca a partir del 2 de junio de 2004 y que a la fecha de la presente ley no hubieren obtenido concesión o autorización de acuicultura, podrán optar por quedar sometidos al régimen establecido en el artículo 80 bis pagando, dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley, un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77. Si el solicitante no realiza el pago, lo realiza fuera de plazo o por un monto inferior al señalado, se entenderá que renuncia definitivamente a esta opción, quedando sometida la solicitud al régimen del artículo 80 ter.


Las solicitudes de autorización de acuicultura para operar pisciculturas que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley y que cumplan con los requisitos previstos en los artículos 86 y 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. Las demás serán remitidas a sus titulares con carta certificada que indique la circunstancia por la cual no ha podido procederse a su inscripción.


Se entenderá por pisciculturas, los centros de cultivo instalados en terrenos de propiedad privada que utilizan derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.


Artículo 4°.- Mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área, se aplicará el requisito de operación vigente a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 5°.- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, procederán a declarar la caducidad de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que no sean beneficiadas con la declaración de vigencia prevista en el artículo 2° de la presente ley. 


En los casos en que la causal de caducidad sea la letra e) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar la declaración de caducidad correspondiente, previo informe del Servicio.


Tratándose de concesiones de acuicultura, previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá verificar si se hizo ocupación del sector otorgado en concesión. Si no se hubiere ocupado el sector, no se cobrarán las patentes adeudadas a esa fecha. En este caso, junto con la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá descargar las patentes de acuicultura que se hubieren informado a la Tesorería General de la República.”.

   



“Artículo 6°.- A los titulares de concesiones de acuicultura otorgadas para el cultivo de algas, cuya extensión total sea inferior a una hectárea, que adeuden patentes de acuicultura y sean beneficiados con lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley, se les rebajará de la deuda la diferencia que resulte de restar a la patente calculada en base a dos unidades tributarias mensuales por fracción de hectárea, la patente calculada proporcionalmente a la superficie otorgada en concesión.

                                         Asimismo, se aplicará una rebaja a la patente de acuicultura adeudada a la fecha de publicación de la presente ley, a las organizaciones de pescadores artesanales que sean titulares de concesiones de acuicultura de algas, cuando la proporción de superficie total, dividida por el número total de afiliados sea inferior a una hectárea.

                            En tales casos, se deberá pagar el monto que resulte de dividir el total de hectáreas otorgadas en concesión por el número de afiliados de la organización y multiplicar este valor por el doble del número de hectáreas entregadas en concesión. En el caso de adeudar patente por más de un año, el valor resultante se multiplicará por el número de años de deuda que mantenga la organización.”.”.

° ° °


Acordado en sesión celebrada el día 8 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Ávila (Presidente), Jorge Arancibia, Mario Ríos y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de noviembre de 2005.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión.
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CERTIFICADO DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, UNIDAS,  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA  EN MATERIA DE ACUICULTURA

(3892-21)





Certifico que en el día de hoy sesionaron las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Pesca en materia de acuicultura, Boletín Nº 3.892-21 con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que las Comisiones unidas se ocuparon de este asunto asistieron los integrantes de las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Horvath (como integrante de ambas Comisiones), Ominami, Ruiz De Giorgio, Páez y Sabag.


Concurrieron, asimismo, el Honorable Senador señor Horvath; el Subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval y la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría, señora Jessica Fuentes.


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


Cabe hacer presente que en sesión de fecha 13 de diciembre de 2005 la Sala del Senado abrió un plazo especial para formular nuevas indicaciones a la iniciativa, término dentro del cual se plantearon tres indicaciones, una de S.E. el Presidente de la República y dos del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio. Estas últimas fueron retiradas por su autor en la sesión que celebraron las Comisiones unidas.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 8, 9, 12 e indicación nueva del Ejecutivo.


II.- Indicaciones rechazadas: número 13.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, se pronunciaron respecto del artículo 1° números 6, 7, 9, 11, 13 y 14, y artículo 2°, permanentes, y sobre los artículos 3°, 5° y 6°, transitorios, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, como reglamentariamente corresponde. Además se pronunciaron acerca de la nueva indicación del Ejecutivo formulada en el plazo especial abierto al efecto, aprobándola en forma unánime.

- - -


El informe financiero adjunto a los antecedentes, elaborado por la Dirección de Presupuestos señala:


“La iniciativa legal en comento no representa gasto fiscal, afectando sí la recaudación que percibe el Estado por patentes de acuicultura la cual debería disminuir en un monto estimado en M$ 118.501, provenientes fundamentalmente del menor pago de concesiones de organizaciones de pescadores artesanales.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En virtud de lo anteriormente expuesto, vuestras Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 6° transitorio

Reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 6° transitorio.- Condónase las deudas por concepto de patente única de acuicultura devengadas y no pagadas a la fecha de publicación de la presente ley, a los titulares de una concesión de acuicultura, otorgada exclusivamente para el cultivo de algas, y que se encuentren en alguno de los siguientes casos:

a) Ser persona natural cuya única concesión tenga una extensión total inferior a una hectárea; o

b) Ser una organización compuesta, a la fecha de publicación de esta ley, exclusivamente por pescadores artesanales, cuya única concesión de acuicultura tenga una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas.”.

(Nueva indicación del Ejecutivo. Unanimidad 8x0).


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1) Modifícase el artículo 2° en la forma que a continuación se indica:
a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:


“10) Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona los derechos de uso y goce, para fines de acuicultura, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.


b) Incorpóranse los siguientes números 49) y 50):


“49) Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación. 


50) Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sólo respecto de recursos hidrobiológicos provenientes de cultivo, quedando los demás sometidos a lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.

c) Elimínase el párrafo 2° del número 13).


2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:


“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, sin perjuicio de las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.

3) Elimínase la primera parte del artículo 68, hasta el punto seguido (.).

4) Modificase el artículo 69 en la forma que se indica:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen.”.


b) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos:


“Toda resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura o la modifique en cualquier forma, quedará inscrita en el registro nacional de acuicultura que llevará el Servicio desde la fecha de publicación del extracto respectivo o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter. El reglamento fijará los procedimientos que normarán la inscripción y funcionamiento del registro.


En el caso que para el ejercicio de la actividad sólo se requiera inscripción de conformidad con el artículo 67, el interesado del centro de cultivo deberá requerir la inscripción al Servicio de conformidad con el reglamento respectivo.


La inscripción en el registro es una solemnidad habilitante para el ejercicio de la actividad de acuicultura.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se prohíbe la transferencia de concesiones y autorizaciones de acuicultura y la celebración de todo acto o contrato preparatorio de transferencias, arriendos u otra forma de explotación por terceros, en forma previa al otorgamiento de la concesión o autorización de acuicultura, según corresponda.”.


5) Incorpórase el siguiente artículo 69 bis:


“Artículo 69 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura deberá iniciar sus operaciones dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la misma.


Para los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento.


Asimismo el titular de una concesión o autorización de acuicultura podrá paralizar operaciones por dos años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de  operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Para tales efectos se considerará incluida en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra, el que será fijado por reglamento y no podrá ser inferior a seis meses.


El tiempo de paralización de la operación de una concesión o autorización no podrá imputarse al plazo mínimo de operación establecido en el artículo 80 bis.”.


6) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 77:


“En el caso que el titular de la solicitud opte por que su concesión o autorización quede sometida al régimen establecido en el artículo 80 bis, deberá adjuntar a su solicitud un comprobante de consignación realizada ante la Tesorería General de la República, por un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales. Si no se acompaña el comprobante indicado el Servicio no acogerá a trámite la solicitud.


En el caso que la solicitud se refiera a la ampliación de área de una concesión o autorización de acuicultura otorgada y sometida al régimen previsto en el artículo 80 bis, la consignación deberá considerar exclusivamente la superficie de la ampliación solicitada. En el caso de solicitarse una reducción de área, no se requerirá la consignación.”.


7) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 78:


“Con el mérito de la resolución denegatoria y agotados los recursos administrativos y judiciales o transcurrido el plazo para su interposición, la Tesorería General de la República devolverá al titular el 90% de la suma consignada por el solicitante en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis, cuando corresponda.”.


8) Modifícase el artículo 80 en la forma que se indica a continuación:


a) Incorpórase la siguiente oración final en el inciso segundo:


“La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“El interesado deberá publicar un extracto de la resolución en el Diario Oficial dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación. Asimismo, el titular deberá solicitar la entrega material a la Autoridad Marítima en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, acreditando previamente el pago de la patente a que se refiere el artículo 84.


En el evento que no se cumpla con cualquiera de las obligaciones indicadas en el inciso precedente, se dejará sin efecto la resolución respectiva. No obstante, el titular de la concesión o autorización, según corresponda, podrá acreditar, pendiente el plazo original, que no cumplió por caso fortuito o fuerza mayor. En dicho caso el titular contará con un nuevo plazo que no podrá exceder de tres meses, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que acogió dicho caso fortuito o fuerza mayor, para realizar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.”.


9) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura que haya optado por someterse al régimen previsto en el presente artículo de conformidad con el inciso segundo del artículo 77, tendrá los siguientes derechos:


a) Transferir o celebrar otro negocio jurídico que tenga por objeto la concesión o autorización de acuicultura. Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.


b) Pedir la restitución de la mitad del monto que hubiere consignado de conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 77.


c) Obtener la ampliación del plazo establecido en el artículo 69 bis para iniciar actividades, por el plazo máximo de cuatro años adicionales. En casos calificados, podrá otorgarse una nueva ampliación por el plazo de un año.


Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante tres años consecutivos dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.


Para ejercer los derechos señalados precedentemente respecto de la primera concesión o autorización sometida al régimen de este artículo, se entenderá por acuicultor habitual el titular de dos o más concesiones o autorizaciones de acuicultura que hayan operado durante un mínimo de tres años consecutivos cada una. Para el ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones, el acuicultor habitual deberá acreditar haber operado tres años consecutivos una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo para estos efectos la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.


Se considerará dentro de los años de operación a que se refieren los incisos anteriores, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Quedarán sometidas al régimen previsto en el presente artículo, sin que requieran realizar la consignación a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 77, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas para el desarrollo del cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a media hectárea y cuyo titular sea una persona natural que no posea más concesión o autorización que aquella que le permita acogerse a esta excepción.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 80 ter:


“Artículo 80 ter. En el caso que el titular de la concesión o autorización de acuicultura no haya ejercido la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrá transferir o arrendar  la concesión o autorización de acuicultura, previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, cuando concurran las siguientes condiciones:


a) que hayan transcurrido seis años desde su entrega material, como mínimo, y


b) que las concesiones o autorizaciones hayan sido operadas por su titular en forma directa y en interés propio por tres años consecutivos, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento. Se considerará dentro de los años de operación, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Mientras no se cumplan las condiciones indicadas en las letras a) y b) precedentes, queda prohibido al titular de la concesión o autorización de acuicultura celebrar cualquier negocio jurídico que tenga por objeto directo o indirecto la concesión o autorización o su utilización en beneficio de terceros, a través de arriendos o de cualquier otro acto o contrato que tenga como finalidad ceder directa o indirectamente la tenencia, uso, beneficio o dominio de la misma, sea a título oneroso o gratuito.


La celebración de cualquier acto o contrato en contravención a esta norma será sancionada en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la presente ley.”.


11) Modifícase el artículo 84 en la forma que a continuación se indica:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura pagarán anualmente una patente única de acuicultura, correspondiente a dos unidades tributarias mensuales por hectárea. Por las concesiones y autorizaciones de acuicultura de superficie inferior a una hectárea se pagará la patente antes indicada en la proporción que corresponda.”.


b) Elimínase en el inciso cuarto, la oración “y aquellas otorgadas sobre cuerpos de agua situados en propiedad privada, de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.”.


c)  Intercálase en el inciso sexto, a continuación de la palabra “concesiones” la siguiente frase “,cualquiera sea el tipo de cultivo,”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se exceptúa asimismo del pago de la patente a los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura afectados por catástrofes naturales a que se refiere el artículo 142 letra e), por el término que dure este evento.”.


12) Agréganse los siguientes artículos 90 bis y 90 ter:


“Artículo 90 bis. Los viveros y los centros de matanza en bienes nacionales de uso público requerirán de una autorización de la Subsecretaría para su funcionamiento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental que sean previstos en los reglamentos dictados conforme al procedimiento establecido en los artículos 86 y 87 de esta ley. Deberán dar cumplimiento, asimismo, durante su operación, cualquiera sea el régimen de propiedad de los bienes en que se encuentran, a las obligaciones y prohibiciones establecidas en los reglamentos señalados.


Los requisitos y el procedimiento para otorgar la autorización a que se refiere el inciso precedente se establecerán en el reglamento.


Los permisos o concesiones sobre bienes nacionales de uso público que se requieran para el ejercicio de estas actividades se regirán por las disposiciones sobre concesiones marítimas.


Artículo 90 ter. Las resoluciones que autoricen la operación de viveros o centros de matanza en bienes nacionales de uso público o que las modifiquen en cualquier forma serán inscritos por el Servicio en el registro. Los titulares de centros de matanza en terrenos privados deberán inscribirlos de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental señalados en el artículo anterior.


Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.


Los titulares de viveros y centros de matanza deberán informar respecto del abastecimiento, existencias y cosechas de las especies, según  corresponda, de conformidad con el reglamento.


El Servicio eliminará del registro la inscripción de las pisciculturas, los centros de cultivo que utilizan cursos o cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en la misma heredad y los centros de matanza en terrenos privados, que no informen operación por el plazo de cuatro años en las condiciones señaladas en el reglamento, pudiendo ampliarse por un año en el evento de caso fortuito o fuerza mayor.


Asimismo, será dejada sin efecto la autorización otorgada para la operación de viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público en los casos en que sus titulares no hubieren informado la operación por un plazo de cuatro años.”.


13) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 113:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que sean titulares a cualquier título, serán sancionados con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


14) Reemplázase el inciso primero del artículo 118, por los siguientes incisos:


“El que ejerciere actividades de acuicultura a cualquier título u otra de las actividades sometidas a los reglamentos establecidos de conformidad con los artículos 86 y 87 y no adoptare las medidas de protección dispuestas en ellos, será sancionado con una multa de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales. Si la infracción se refiere al incumplimiento de las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


El titular de una concesión o autorización de acuicultura que infringiere la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 80 ter será sancionado con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales. La misma multa se aplicará a quien celebre con el titular de la concesión o autorización de acuicultura cualquier negocio jurídico prohibido de conformidad con el artículo 80 ter.”.


15) Modifícase el artículo 142 de la siguiente forma:


a) 
Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Incurrir, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas de conformidad con el inciso primero del artículo 118.”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) No iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la concesión o autorización, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Para estos efectos, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.


En el caso de acreditarse la fuerza mayor o caso fortuito, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, podrá autorizar por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año.


Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos precedentes, en los casos de catástrofes naturales que afecten un área determinada, declaradas por la autoridad competente y que impidan la realización de actividades de cultivo sobre una o más especies, la Subsecretaría de Marina o Pesca, según corresponda, otorgarán de oficio una prórroga para iniciar o reanudar las actividades en los centros de cultivo afectados. En estos casos los titulares de las concesiones o autorizaciones respectivas estarán exentos del pago de la patente única de acuicultura durante el período de prórroga decretada.


El titular de la concesión o autorización de acuicultura sólo podrá acreditar la instalación de estructuras y las actividades señaladas en los incisos precedentes a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63.”.


 c) Agréganse las siguientes letras g) y h):


“g) Haber sido sancionado por infringir la prohibición a que se refiere el inciso segundo del artículo 80 ter.


 h) Haber sido sancionado tres veces, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la comisión de la primera infracción, por la entrega de información falsa, de conformidad con el inciso final del artículo 113 de esta ley.”.


Artículo 2°.- Decláranse vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura que a la fecha de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales de caducidad establecidas en las letras a), b), c), e) y f) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura sólo cuando cumplan con las siguientes condiciones:


a) Que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere declarado la caducidad por resolución de la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, o no se hubiere resuelto el recurso administrativo establecido en el artículo 142 de la citada ley interpuesto en contra de la resolución que declara la caducidad.


b) Que hubieren informado abastecimiento, existencia o cosecha durante los años 2001, 2002, 2003 ó 2004, a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este requisito no será exigible a las concesiones y autorizaciones de acuicultura que hubieren sido publicadas a partir del año 2004.


c) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra b) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, deberá además acreditarse el pago de las patentes de acuicultura adeudadas o la celebración de un convenio de pago dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. La Tesorería podrá, excepcionalmente, otorgar hasta dos años de plazo para el pago de las patentes atrasadas.

d) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra f) del artículo 142, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la sucesión deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82 de la misma ley en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo 1°.- Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto administrativo de otorgamiento no hubiere sido publicado o se hubiere efectuado la publicación fuera del plazo establecido por la normativa vigente a su fecha y no hubieren sido dejados sin efecto o se encontrare pendiente el recurso administrativo interpuesto por este motivo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. El no cumplimiento de dicha obligación importará la extinción del acto administrativo correspondiente.


Artículo 2°.- En el caso de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren dentro del primer año de su vigencia contado desde la publicación del extracto de la respectiva resolución en el Diario Oficial, el plazo de inicio de operaciones se contará a partir de la fecha de la entrega material. Para estos efectos, deberán cumplir con la obligación de requerir la entrega material dentro del plazo de tres meses contados desde la publicación de la presente ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.


Artículo 3°.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas podrán ser objeto de transferencias y arriendos de conformidad con el régimen vigente a dicha fecha. Al mismo régimen quedarán sometidas las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca hasta el 1 de junio de 2004, por el término de un año contado desde la fecha de publicación de la resolución de la Subsecretaría de Pesca o de Marina, según corresponda, que otorga la concesión o autorización.


Serán autorizadas por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, conforme al régimen señalado en el inciso anterior, sólo las solicitudes para transferir y arrendar presentadas dentro de los plazos indicados.


Vencidos los plazos antes señalados las concesiones o autorizaciones de acuicultura indicadas en el inciso anterior quedarán sometidas al régimen establecido en el artículo 80 bis.


Los solicitantes de concesiones de acuicultura ingresadas al Servicio Nacional de Pesca a partir del 2 de junio de 2004 y que a la fecha de la presente ley no hubieren obtenido concesión o autorización de acuicultura, podrán optar por quedar sometidos al régimen establecido en el artículo 80 bis pagando, dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley, un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77. Si el solicitante no realiza el pago, lo realiza fuera de plazo o por un monto inferior al señalado, se entenderá que renuncia definitivamente a esta opción, quedando sometida la solicitud al régimen del artículo 80 ter.


Las solicitudes de autorización de acuicultura para operar pisciculturas que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley y que cumplan con los requisitos previstos en los artículos 86 y 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. Las demás serán remitidas a sus titulares con carta certificada que indique la circunstancia por la cual no ha podido procederse a su inscripción.


Se entenderá por pisciculturas, los centros de cultivo instalados en terrenos de propiedad privada que utilizan derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.


Artículo 4°.- Mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área, se aplicará el requisito de operación vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, procederán a declarar la caducidad de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que no sean beneficiadas con la declaración de vigencia prevista en el artículo 2° de la presente ley.


En los casos en que la causal de caducidad sea la letra e) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar la declaración de caducidad correspondiente, previo informe del Servicio.


Tratándose de concesiones de acuicultura, previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá verificar si se hizo ocupación del sector otorgado en concesión. Si no se hubiere ocupado el sector, no se cobrarán las patentes adeudadas a esa fecha. En este caso, junto con la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá descargar las patentes de acuicultura que se hubieren informado a la Tesorería General de la República.

Artículo 6° transitorio.- Condónanse las deudas por concepto de patente única de acuicultura devengadas y no pagadas a la fecha de publicación de la presente ley, a los titulares de una concesión de acuicultura, otorgada exclusivamente para el cultivo de algas, y que se encuentren en alguno de los siguientes casos:

a) Ser persona natural cuya única concesión tenga una extensión total inferior a una hectárea; o


b) Ser una organización compuesta, a la fecha de publicación de esta ley, exclusivamente por pescadores artesanales, cuya única concesión de acuicultura tenga una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas.”.
- - -






Valparaíso, 14 de diciembre de 2005

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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